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Presentación
Hno. Carlos Gómez Restrepo, FSC

Apreciados amigos y amigas:
Quiero presentar a todos ustedes un saludo cordial y darles la bienvenida
a este II Encuentro de Agrociencias: “El desarrollo rural territorial”. Me
alegra mucho su presencia en esta ocasión, porque ciertamente el tema
del desarrollo rural es hoy un asunto vertebral en la Universidad de La
Salle. Lo hemos asumido como esencial en nuestro Plan Estratégico, pero
también es una opción que atraviesa muchas dinámicas y acciones de la
Universidad.
Realizamos este foro dos meses después de haber vivido la gran
convocatoria nacional sobre la Misión Rural, que nos permitió conocer
de primera mano el informe presentado por el coordinador del Equipo y
uno de los autores principales, el Dr. José Antonio Ocampo, así como la
opinión diversa de diferentes actores del tema en Colombia. En esa ocasión,
no solo fue un evento académico del que nos sentimos orgullosos por su
calidad y bullir de ideas, sino que vivimos la emoción de sentir que, en
estos tiempos, el mundo rural, el desarrollo de la Colombia profunda y la
situación de los habitantes del campo son temas que convocan y preocupan
a muchos colombianos.
Enhorabuena; entre otras cosas, quizás, porque vamos llegando al
convencimiento de que el presente y el futuro de la paz pasan por el
desarrollo rural. No es un secreto para nadie que la violencia en Colombia
ha estado localizada fundamentalmente en la ruralidad y que todos los
colombianos debemos ser conscientes de la deuda social del país con su
ruralidad.
Por otro lado, solo el desarrollo rural integral y territorial tiene la
posibilidad de desarmar realmente el conflicto nacional. Ciertamente, todos
anhelamos la “dejación de armas” de los grupos ilegales, especialmente
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con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), con quienes el asunto está ad portas de acordarse. Pero la entrega de armas no
pondrá fin a la violencia per se, aunque ayudará ostensiblemente. Aquí se
trata de desarmar los factores que exacerban la violencia, que excluyen
socialmente, que invitan a hacer justicia por la propia mano. Este coctel
siempre ha gravitado sobre nuestra realidad por siglos y se ha constituido
en un obstáculo para la equidad y el desarrollo integral del país entero.
Los temas no son fáciles, por supuesto; lo que pasa es que posponerlos
es peor. Eso hemos hecho por siglos. Buena parte de los países latinoamericanos resolvieron sus problemas de tierras en la primera mitad del
siglo XX. Nunca la situación fue posible en Colombia. No obstante las reformas fueron planteadas, nunca encontraron el suficiente eco y receptividad
por parte de los partidos políticos y las élites gobernantes; y el problema
continúa igual o peor.
Los grupos armados ilegales no hicieron más que agravar el problema,
concentrar más la tenencia de la tierra y evitar soluciones pacíficas y
concertadas. El asunto no da más espera, pero, desde luego, son muchos los
intereses implicados y muchos los callos que habrá que pisar. ¿Alcanzará
la voluntad política del actual Gobierno para avanzar con paso firme en el
acceso a la tierra, la adjudicación de los baldíos, el retorno de los campesinos,
la restitución de tierras? ¿Los próximos gobiernos tendrán la grandeza de
perseverar y avanzar? Las preguntas son numerosas porque las realidades
experimentadas desde la expedición de la Ley de Restitución muestran
una vez más la complejidad y las presiones inmensas que existen. Son
frecuentes las trampas, los palos en la rueda, la negligencia de autoridades
rurales, la corrupción en algunas notarías y el atrincheramiento de varios
grupos poderosos para oponerse sistemáticamente a devolver las tierras
despojadas y a democratizar la propiedad; además de los mil problemas
para titularizar y actualizar los catastros.
Por otro lado, está la Ley Zidres (Zonas de Interés de Desarrollo Rural
Económico y Social), que, por supuesto, tiene tanto muchos detractores
como defensores. Personalmente pienso que es un buen intento, sin duda no
perfecto, pero que permitirá avanzar, especialmente en algunos lugares del
país donde la precariedad tanto de la institucionalidad como de la posibilidad
de inversiones hace necesario pensar modelos alternativos. Igualmente,
no creo que exista un solo modelo para el manejo de la tierra; me parece
que hay que experimentar varios, algunos ya probados en otros países y
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que pudieran servir de inspiración. Los kibutz, la propiedad comunal de
la tierra, “el derecho real de superficie” son modelos interesantes. Quizás
ninguno se pueda “copiar” exactamente, pero sí podrían ser referentes de
los diferentes caminos que se decidan transitar.
En todos estos temas hay que apostar y hay que arriesgar. Lo único
que no es posible es dejar las cosas como están —asunto que conviene a
muchos— o volver sobre modelos que en el pasado probaron que no funcionan, como los de repartición de tierras sin los consecuentes proyectos,
posibilidades de inversión, sustentabilidad, etc. Muchas de las tierras
entregadas en las épocas del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria
(Incora) después terminaron formando nuevos feudos sin la participación
de los campesinos, impactando nuevamente la concentración, que era,
precisamente, lo que quería evitar.
No podría perder esta oportunidad para hacer una mención a la mujer
rural. Si ser ya campesino significa nacer en una sociedad que brinda pocas
oportunidades y, más aún, cierra puertas por las condiciones mismas de
la educación, pobreza e inequidad, nacer mujer en el campo multiplica la
carencia de posibilidades. A un machismo exacerbado —también hay que
decirlo: en buena parte transmitido por vía femenina y materna— se une
el drama de ser madres precoces y, por consiguiente, tener que abandonar
el sistema educativo. Fácilmente culpamos a las mujeres de esta situación
—hay que aceptar que también tienen culpa—, pero es preciso hacer otras
aproximaciones sociológicas que permiten entender la razón de la tan alta
incidencia en embarazo infantil y por qué suele ser la maternidad —sin
duda, equivocadamente— una especie de seguro para la sobrevivencia.
La realidad de la mujer rural ha de ser un foco especial de atención en
el desarrollo rural; además han sido las mujeres quienes más han liderado
movimientos de resistencia civil, de organización de comunidades, de
gozne en el cual la familia puede colgar sus sueños y protagonistas de los
procesos de reconciliación. Su papel es protagónico en la construcción de
la paz, y en la reconstrucción y el fortalecimiento del tejido social de sus
territorios.
Ahora bien, el tema de tierras es uno fundamental, pero son muchos
más los factores que contribuyen al desarrollo del campo. Solo por
mencionarlos, está la educación de calidad, con acceso universal y con
propuestas pedagógicas y curriculares que respondan a las necesidades
de los habitantes de los territorios. ¿Y la salud? ¿Y la infraestructura? ¿Y el
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sistema de justicia? La lista ya se alarga. Hoy con nosotros están estudiantes
posgraduales, maestrantes y doctorandos a quienes vale la pena hacer
algunas preguntas: ¿cuál es el aporte de su investigación al desarrollo rural?
¿Qué podría ser distinto con el impacto de su trabajo académico? Uno no
puede pensar que una tesis doctoral y un trabajo de grado de maestría
solo sirvan como requisito de grado a un estudiante; siempre habrá que
preguntar pragmáticamente por la “utilidad” de la investigación.
En fin, los temas del desarrollo rural demandan creatividad, clarividencia, participación, concertación y decisiones políticas. Nada fácil:
los diagnósticos existen, los horizontes también se perciben. Hay que
caminar y buscar. Dije al principio que la paz de Colombia pasa por el
desarrollo rural. La construcción de la paz es el proyecto de nación de
mayor envergadura que hemos tenido desde la misma independencia.
Si las gestas de Bolívar, Santander, Nariño y los ciudadanos convencidos
del valor de la libertad lograron la Independencia, entonces las gestas de
ustedes y todos los colombianos convencidos de que otro país tiene que
ser construido nos llevará a la equidad y la paz, los más preciados valores
de un país justo y lleno de oportunidades.
Nunca habrá la receta perfecta ni nadie tiene el conocimiento total
o la sabiduría inmanente para resolver los problemas; por eso hay que
apostar, arriesgar, creer y ponerle un poco de pragmatismo al asunto. Si
ideologizamos todo, nos petrificaremos y poco avanzaremos. Este día está
dedicado, pues, al desarrollo rural integral y territorial. Les deseo que
sus reflexiones sean profundas y creativas, pensando más en construir el
futuro que anclarnos en el pasado.
Les deseo muchos frutos y muchas nuevas y buenas ideas. Mi agradecimiento al Dr. Luis Carlos Villamil, por la organización del evento; a la
Dra. Claudia Mutis, decana de la Facultad de Ciencias Agropecuarias, por
su liderazgo; a los profesores presentes, a los invitados especiales y en
especial al Dr. Luis Condines y al Dr. João Torrens, del Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA) Colombia y Ecuador; a la
Dra. Mireya Valencia, de la Universidad de Brasilia, ilustre egresada
lasallista, y a los expositores.
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Tras las huellas del pensamiento y la
acción social: visibilizar el territorio,
deconstruir el desarrollo
Mariluz Nova Laverde*
En el escenario de un orden geopolítico pluripolar, auge de los movimientos
sociales, bajos ritmos de crecimiento de la producción mundial, desaceleración de las denominadas economías emergentes, contracción del producto
interno bruto (PIB) de América Latina, arraigo de la financiarización,
creciente transnacionalización y desnacionalización de la economía,
fomento del extractivismo en países en desarrollo, problemas de seguridad
y soberanía alimentarias, elevados niveles de pobreza, profundización
de las desigualdades socioeconómicas, pérdida de biodiversidad, cambio
climático, entre otros sucesos íntimamente ligados, resulta ineludible
revisar el devenir del concepto de desarrollo y su relación con el de territorio.
Por lo tanto, se realiza una aproximación a los debates teóricos sobre
el desarrollo y su progresiva situación en el territorio. Se plantea que la
radicalización de la crítica al desarrollo, esto es, la configuración de alternativas al desarrollo más allá de las alternativas del desarrollo, ha implicado
trascender su inicial enfoque de evolución en el tiempo y recuperar el espacio
olvidado. Esto ha supuesto no solo aproximaciones interdisciplinarias
para complementar el sentido economicista del desarrollo y ubicarlo en el
lugar. La concepción de propuestas de posdesarrollo —las cuales han sido
construidas sobre la reivindicación del valor del territorio— se ha nutrido
del diálogo de saberes científicos y populares.
Por lo anterior, se ha acudido al término huellas al titular este texto.
Las huellas recogen tiempos y espacios diversos, tal como la define el

*

Economista, magíster en Filosofía y doctora en Estudios Políticos y Relaciones Internacionales.
Profesora del Doctorado en Agrociencias y de la Facultad de Economía de la Universidad de La
Salle. Correo electrónico: mariluznovol@gmail.com
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Diccionario de la lengua española: “Es señal que deja el pie del hombre o
del animal en la tierra por donde pasa” (Real Academia Española, 2017).
Este recorrido por las ideas se presenta de manera sintética en la tabla
anexa y se desarrolla en dos secciones: la primera hace un recuento de las
propuestas de alternativas del desarrollo que invisibilizan la diversidad
del espacio; la segunda muestra el encuentro entre iniciativas académicas
y luchas comunitarias por deconstruir el desarrollo y rescatar, más que el
lugar, el territorio.

El discurso del desarrollo en el tiempo
Luego de la Segunda Guerra Mundial, en el marco de la Guerra Fría, se
inventa el tercer mundo (Escobar, 1996). El Convenio Económico de Bogotá
y el discurso de posesión del presidente de Estados Unidos Harry Truman,
en 1949, que anuncia el programa del Punto Cuatro, ideológicamente
anticomunista, incorporan en la agenda global la promoción del “progreso”
en los “países atrasados”:
Más de la mitad de la población del mundo vive en condiciones
cercanas a la miseria. Su alimentación es inadecuada, es víctima
de la enfermedad. Su vida económica es primitiva y está estancada.
Su pobreza constituye un obstáculo y una amenaza tanto para
ellos como para las áreas más prósperas. Por primera vez en la
historia, la humanidad posee el conocimiento y la capacidad para
aliviar el sufrimiento de estas gentes. […] Creo que deberíamos
poner a disposición de los amantes de la paz los beneficios de
nuestro acervo de conocimiento técnico para ayudarlos a lograr
sus aspiraciones de una vida mejor. […] Lo que tenemos en mente
es un programa de desarrollo basado en los conceptos del trato
justo y democrático. […] Producir más es la clave para la paz y la
prosperidad. Y la clave para producir más es una aplicación mayor
y más vigorosa del conocimiento técnico y científico moderno.
(Truman, 1964, citado en Escobar, 1996, pp. 19-20)

Surge el régimen de representación del “desarrollo” y la teoría de
la modernización como un manifiesto no comunista (Rostow, 1959). Las

12

Tras las huellas del pensamiento y la acción social

“sociedades tradicionales” podrían confiar al paso del tiempo el tránsito
hacia el desarrollo económico. Mediante el intervencionismo del Estado
para propiciar las condiciones internas del “despegue”, y gracias al
comercio internacional, se afirma, cualquier país puede aspirar al crecimiento económico.1 La fórmula de las etapas del crecimiento, soportada
en el determinismo histórico y tecnológico, definía la ruta en el tiempo
para constituir sociedades industrializadas. El desarrollo es un concepto
normativo.
Al menos cuatro puntos son llamativos de este enfoque: a) la promulgación como un manifiesto no comunista, b) el sentido economicista del
concepto de desarrollo, c) la legitimación de la intervención del Estado,
d) la invisibilización del espacio como factor del desarrollo mismo. Los
tres primeros están íntimamente relacionados y se explican, de forma
paradójica, en los términos con los que el mismo Keynes (1932) analizara
el predominio del liberalismo:
Finalmente, el individualismo y el laissez-faire no podían, a pesar de
sus profundas raíces en las filosofías políticas y morales de finales
del siglo dieciocho y principios del diecinueve, haber asegurado
su dominio perpetuo sobre la dirección de los asuntos públicos,
si no hubiera sido por su conformidad con las necesidades y los
deseos del mundo de los negocios de la época.

Intervencionismo y modernización para el crecimiento económico son
“caballitos de batalla” del capitalismo cuestionado por la crisis del 29 y la
emergencia del comunismo. En efecto, cuando los intereses del mundo de
los negocios cambiaron tras la Gran Depresión y la devastación ocasionada
por la Segunda Guerra Mundial, el liberalismo pierde poder funcional,
y entonces surge el denominado consenso keynesiano, un nuevo tipo de
orientación de la economía que brindó reconocimiento a los intereses
de los asalariados en el marco institucional del capitalismo, con miras

1

Este enfoque claramente impregna hoy la construcción del índice de competitividad global y los
correspondientes informes del Foro Económico Mundial, así como los trabajos análogos que en el
ámbito nacional adelantan el Consejo Privado de Competitividad y la Universidad del Rosario, los
cuales clasifican los departamentos por etapas de desarrollo. Al respecto, véase Sistema Nacional
de Competitividad, Ciencia, Tecnología e Innovación (s. f.).
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a hacer compatibles los propósitos de acumulación con las aspiraciones
democráticas estatales (Dubiel, 1993).
El cuarto aspecto expone cómo la narrativa del progreso representa
una victoria discursiva del tiempo sobre el espacio, como lo plantea Massey
(2012, pp. 137-138): diferencias realmente espaciales son interpretadas como
diferencias en desarrollo temporal —diferencias en el estadio de progreso
alcanzado—. Las diferencias espaciales son reorganizadas como una
secuencia temporal. Así, la diversidad de espacios se desdibuja; simplemente
se clasifican en etapas de desarrollo y, con ello, tanto se ocultan las brechas
estructurales y las desigualdades sociales como se elimina la posibilidad
de establecer trayectorias autónomas, caminos divergentes respecto de
una historia lineal preestablecida.
Luego, en los años setenta del siglo XX se reconfiguran los escenarios
de poder económico y se revierte el contrato social donde los trabajadores
tenían relevancia. En los países desarrollados empieza a recomendarse el
desmonte de los Estados de bienestar2 y aparece lo que Williamson (1990)
acuñó con el nombre de Consenso de Washington: ajustes estructurales
que organismos situados en Washington (Fondo Monetario Internacional,
Banco Mundial, Reserva Federal…) consideraban indispensables para el
desarrollo de los países subdesarrollados. Durante la década perdida de
América Latina, años ochenta del siglo XX, se proscribieron medidas de
ajuste para que los países deudores pusieran su “casa en orden”, con la
salvedad, por supuesto, de que Washington no siempre practica lo que
predica a los extranjeros (Williamson, 1990). Pero, más allá de esto, lo que
se promulga es que el crecimiento económico depende de la estabilidad
macroeconómica, la cual es un asunto estrictamente técnico y no amerita
consideraciones sobre el espacio, menos sobre los territorios.
Las políticas de neoliberalización se constituyeron tras el derrumbe
del socialismo soviético como una reivindicación explícita de los principios
del capitalismo, y, en el contexto de la crisis de acumulación de la década
de 1970, como mecanismo de reactivación económica. El posicionamiento
y la difusión de las directrices políticas y económicas neoliberales contaron

2

En los países anglosajones se emplea la denominación de neoconservadores (Dubiel, 1993), a la
cual se adscriben Milton Friedman, premio Nobel de Economía 1976, James Buchanan, premio
Nobel de Economía en 1986, y Friedrich Hayek, premio Nobel de Economía en 1974, perteneciente
a la escuela austriaca de economía.
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con el trampolín de los organismos multilaterales, al definir que el camino
al progreso está determinado por mercado y libre comercio, inversión
privada, crecimiento, eficiencia y competitividad. La integración del mercado
global fomenta la idea de un espacio inmenso, sin barreras, complejo pero
homogéneo, y esta versión de la globalización económica llega a tener casi
la inevitabilidad de una gran narrativa (Massey, 2012, p. 142).
Así, progresivamente se consolidó un discurso legitimador de las
políticas de libre mercado, amparado en principios tales como la libertad y
capacidad de elegir y con referentes teóricos e instrumentales neoclásicos;
discurso que fue propagado por los equipos de expertos de los organismos
multilaterales (Banco Mundial, Banco Interamericano de Desarrollo,
Fondo Monetario Internacional, Organización Mundial del Comercio),
hasta conformar una élite intelectual de producción de política. Caso
representativo: los denominados “Chicago Boys” en Chile.
Estas propuestas de resurgimiento del liberalismo, neoliberales, se
reconfiguran en los noventa. Frente a la amplia resistencia social y teórica
que empieza a oponerse al original Consenso de Washington, el discurso
contragolpea con una nueva estrategia: la consideración de las instituciones.
Como sostiene Estrada (2004), la teoría y el discurso neoinstitucional ha
favorecido el remozamiento del proyecto neoliberal, dándole un enfoque
más global, sin apartarse del predominio de la “racionalidad económica”.
Desde esta perspectiva, se pretende subsanar las inconsistencias de la
primera oleada de políticas de ajuste, reconociendo la importancia de los
contextos institucionales locales.
La lucha por desdibujar la diversidad de los espacios encontró en las
instituciones otra categoría de evasión. La obra de North, premio Nobel de
Economía en 1993, respalda a esta perspectiva. Su trabajo versa sobre las
instituciones y el tiempo, con el propósito de dar cuenta de la forma como
estas afectan el desempeño económico. Su tesis general consiste en que la
interacción entre las instituciones (reglas de juego) y las organizaciones
(jugadores) conforma la evolución institucional de una economía, de
modo que, en el largo plazo, la fuente principal de este fenómeno es el
aprendizaje. Este enfoque de análisis fue adoptado por el Banco Mundial
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para la formulación de sus lineamientos de política en los países en vía
de desarrollo.3
Este enfoque teórico sirve entonces para explicar las dificultades del
capitalismo en términos de debilidades o falencias en las reglas de juego;
en consecuencia, las recomendaciones políticas sencillamente están
encaminadas a fortalecer la eficacia y la eficiencia de las instituciones.
En efecto, esta perspectiva proveyó de un andamiaje teórico a los críticos
del intervencionismo. De las fallas del mercado en las que se centraron
los modelos políticos de corte keynesiano se traslada la atención a las
fallas del Estado. El mercado no falla, sino que lo hacen las instituciones,
y aquí radica la explicación de las promesas incumplidas del Consenso
de Washington: hacía falta considerar las reglas formales e informales de
cada país, con el fin de estructurarlas de manera tal que no se opusieran
a las bondades del mercado. Así, en la segunda fase del neoliberalismo, el
derecho se pone en función del mercado.
El enfoque del desarrollo institucional —o la economía neoinstitucional— valora entonces la función del Estado en términos del fomento de
unas instituciones favorables al mercado, esto es, un ambiente de respeto
a los derechos de propiedad bajo riesgo de expropiación; la defensa de la
libertad económica, entendida como el “derecho” de comerciar, competir,
conservar las ganancias obtenidas y nula amenaza de la confiscación de
otras; la reducción de costos de transacción, y el ejercicio de la autoridad
para el bien común, es decir, la gobernabilidad. 4
La funcionalización de esta teoría para el proyecto neoliberal se aprecia
originalmente en el documento publicado por el Banco Mundial (1998): Más
allá del consenso de Washington: la hora de la reforma institucional. Como
estudio sobre América Latina y el Caribe, se sostiene allí que el objetivo
es promover un cambio institucional para mejorar la competitividad del
sector privado, aprovechar los potenciales beneficios de las reformas
económicas emprendidas en la última década y reducir la vulnerabilidad
3

Véanse los Informes sobre el Desarrollo Mundial del Banco Mundial desde 1997 y años subsiguientes.

4

En este sentido, es clara la lógica neoliberal con enfoque neoinstitucional de los planes de desarrollo nacionales de “Seguridad Democrática” y “Prosperidad para Todos”, así como la elección
de medios para el fin alcanzado de la “confianza inversionista”, favorecida con medidas como los
contratos de estabilidad jurídica y la defensa militar de la propiedad (transnacional), así como
las orientaciones de política fiscal que comprenden la reforma constitucional para incorporar el
principio de sostenibilidad fiscal.
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financiera de la región (Burki y Perry, 1998, p. 3). Luego se proclaman
los principios primordiales del enfoque del Marco Integral de Desarrollo
planteado por el presidente del Banco Mundial en 1999: los países que con
el paso del tiempo han alcanzado el éxito son aquellos que han invertido
en el desarrollo de una visión de largo plazo y han creado, además, las
instituciones para que esas visiones se traduzcan a la realidad, apoyándolas
y dándoles seguimiento (Banco Mundial, Idea y Cepal, 2005, p. 8).
En el mismo sentido, en el informe La política importa: democracia y
desarrollo en América Latina, publicado por el Banco Interamericano de
Desarrollo (BID) en 2006, se sostiene que existe un reconocimiento cada
vez mayor de que la modernización del Estado y del marco institucional en
que se fundamenta la economía de mercado son factores esenciales para
acelerar el ritmo del progreso social y económico (Payne et al., 2006, p. 11).
De ser hacedor de política pública en la teoría de la modernización,
el Estado pasa a ser objeto de modernización. Este enfoque del desarrollo
expone una visión de neutralidad de la tecnocracia para definir la senda
del crecimiento económico y, por lo mismo, hace énfasis en la importancia
de estructurar una fortaleza institucional para alcanzar la estabilidad que
promulgaban las directrices macroeconómicas adoptadas en América
Latina entre 1980 y 1990. La importancia de la política finalmente se reduce
a poner en función del desarrollo la estructura y los sistemas democráticos,
esto es, a abogar por un fortalecimiento de la gobernabilidad (Payne
et al., 2006). Sin embargo, el documento seminal y paradigmático de lo
que Estrada denomina el remozamiento del discurso neoliberal mediante
el discurso neoinstitucional es sin duda la publicación del Banco Mundial
en 1998: Beyond the Washington Consensus. Institutions Matter (Burki y
Perry, 1998), actualizada y reafirmada en el Informe sobre el desarrollo
mundial 2002: Instituciones para los mercados (Banco Mundial, 2002).5 En
tal sentido, apuntan igualmente las campañas más recientes del Banco
Mundial: “Doing Business”,6 y los informes de libertad económica mundial
del Fraser Institute.

5

La reseña de Esguerra (2002) la lleva a concluir: “La argumentación es la típica defensa de la libre
competencia disfrazada de análisis institucional” (p. 244).

6

La base de datos cuantifica las regulaciones que afectan el desarrollo de las empresas. Los indicadores
de “Doing Business” comprenden costos de regulación en el sector privado enfocados a la reducción
de las restricciones a la inversión, productividad y crecimiento.
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Paralelamente al predominio del desarrollo como crecimiento y
estabilidad macroeconómica, surgen alternativas del desarrollo construidas mediante adjetivación del concepto. Amartya Sen, premio Nobel
de Economía 1998, le pone el enfoque humano. Partiendo precisamente de
un cuestionamiento a la acepción de desarrollo que lo identificaba exclusivamente con el crecimiento económico, este autor sostiene:
El desarrollo puede concebirse [...] como un proceso de expansión
de las capacidades reales de que disfrutan los individuos. El hecho
de que centremos la atención en las libertades humanas contrasta
con las visiones más estrictas del desarrollo como su identificación
con el crecimiento del Producto Nacional Bruto. […] El crecimiento
del PNB o de las rentas personales puede ser, desde luego, un medio
muy importante para expandir las libertades. Pero las libertades
también dependen de otros determinantes, instituciones sociales
y económicas (servicios de educación y de atención médica), así
como los derechos políticos y humanos (participación en debates
y escrutinios). […] El desarrollo exige la eliminación de las principales fuentes de privación de libertad: la pobreza y la tiranía, la
escasez de oportunidades económicas, la intolerancia o el exceso
de intervención de los Estados represivos. (Sen, 2000, pp. 19 y 20)

De esta manera, la reformulación del desarrollo que propone Sen invita
a distinguir entre medios y fines del desarrollo y promueve la introducción
de la pobreza en la agenda pública del desarrollo (Nova, 2015). La reformulación del sentido del desarrollo como expansión de las libertades de los
individuos postula la importancia de eliminar las privaciones y potenciar
la capacidad de agencia. Lo anterior, en todo caso, en función de progreso
económico.
Sobre lo primero, el concepto amplio de desarrollo humano cuyo fin es
la libertad de realizar los propios planes de vida, lo cual requiere diversos
medios económicos y políticos, es reducido y cooptado por organizaciones
internacionales en la configuración de la agenda global de desarrollo. Desde
el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) se adopta la
perspectiva del desarrollo humano y se construye el índice de desarrollo
humano, que soporta sus periódicos informes desde 1990. Sin duda, este
índice representa un progreso en términos de indicadores de desarrollo,
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como lo expresa el mismo Sen (2000) al valorar el trabajo de Mahbub ul
Haq, el creador del índice de desarrollo humano, cuyo objetivo es aportar
una medición que no sea “tan ciega a los aspectos sociales de las vidas
humanas como lo es el PNB” y de esta manera “ampliar el interés público
en las otras variables que se analizan abundantemente en el Informe Sobre
Desarrollo Humano” (Sen, 1999, p. 23, citado en PNUD, 2000, p. 18).
Sin embargo, algunos críticos sostienen que la medición se concentra
en conceptos débiles de “desarrollo humano”, asociados con logros en
esperanza de vida al nacer y niveles de escolaridad, que simplemente
apuntan al fomento del capital humano que comprende a los individuos
como instrumentos para alcanzar una mayor productividad y un mayor
crecimiento económico. Finalmente, el referente del PIB tampoco pierde
protagonismo en la vertiente práctica de la economía del desarrollo humano.
Por otro lado, la incorporación de la problemática de la pobreza en la
agenda pública global del desarrollo (Banco Mundial, 2001; Banco Interamericano de Desarrollo, 2004) alcanza su cumbre con la Declaración de
los Objetivos de Desarrollo del Milenio desde la Organización de Naciones
Unidas (ONU):
Nacidos de la histórica Declaración del Milenio, suscrita por
189 países en la Cumbre del Milenio de las Naciones Unidas de
septiembre de 2000, estos ocho Objetivos —que van desde reducir
a la mitad la pobreza extrema, hasta detener la propagación del
VIH/SIDA, o matricular en enseñanza primaria a los niños y niñas
de todo el mundo, todo ello para el año 2015— están transformando
la naturaleza del desarrollo. (PNUD, 2003, p. iv)

En el 2000, entonces, se establecen ocho objetivos:
•
•
•
•
•
•
•

Objetivo 1: erradicar la pobreza extrema y el hambre.
Objetivo 2: lograr la educación primaria universal.
Objetivo 3: promover la igualdad entre los géneros y la autonomía
de la mujer.
Objetivo 4: reducir la mortalidad infantil.
Objetivo 5: mejorar la salud materna.
Objetivo 6: combatir el VIH/SIDA, el paludismo y otras enfermedades.
Objetivo 7: garantizar la sostenibilidad ambiental.
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•

Objetivo 8: fomentar una asociación mundial para el desarrollo:
asistencia para el desarrollo, alivio de la deuda y acceso al mercado.

En relación con el objetivo 7, el tema de la sostenibilidad ambiental
también venía tratándose en la ONU, caracterizando con un nuevo adjetivo
al desarrollo: sostenible. Mediante el informe Nuestro futuro común de la
Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo (1987), el concepto
de desarrollo sostenible se promulgó como un objetivo social universal:
Vemos la posibilidad de una nueva era de crecimiento económico
que ha de fundarse en políticas que sostengan y amplíen la base
de recursos del medio ambiente; y creemos que ese crecimiento es
absolutamente indispensable para aliviar la gran pobreza que sigue
acentuándose en buena parte del mundo en desarrollo. (Comisión
Mundial Para el Medio Ambiente, 1987, p. 23)

Así, desde esta perspectiva, el medioambiente es un recurso productivo para el crecimiento económico, un objeto de explotación para
la satisfacción de las necesidades de la humanidad presente y futura.
Este enfoque antropocéntrico del desarrollo sostenible va cobrando cada
vez mayor relevancia internacional. En 2011 precisamente el Informe de
desarrollo humano del PNUD se titula Sostenibilidad y equidad: un mejor
futuro para todos. Allí se trata el medioambiente como un instrumento
para la creación de capacidades, y el desarrollo sostenible como estrategia
para evadir los “límites del crecimiento”, con base en consideraciones
de “justicia intergeneracional”. De nuevo, es un asunto intertemporal de
seres humanos que se sirven del medioambiente: “La degradación ambiental daña en múltiples aspectos las capacidades de las personas, y más
allá de los ingresos y los medios de vida, afecta la salud, la educación y
otras dimensiones del bienestar” (PNUD, 2011, pp. 5-6).
Así, el desarrollo sostenible aparece en función del desarrollo humano, y
con la demostración de que el aumento sostenido del IDH —principalmente
del componente de crecimiento económico— se asocia con degradación
ambiental, explícitamente se recomienda: más allá de los Objetivos de
Desarrollo del Milenio (ODS), el mundo necesita un marco de desarrollo
que refleje la equidad y la sostenibilidad (PNUD, 2011, p. 91).
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Así, en 2012, en la Cumbre de la Tierra Rio+20, realizada en Río de
Janeiro, se determina la urgencia de establecer unos Objetivos de Desarrollo
Sostenible como fundamento de la Agenda de Desarrollo Post-2015, y el 25
de septiembre de 2015, en cumbre de las Naciones Unidas, se declaran los
17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para cambiar nuestro mundo.
Estos objetivos oficialmente entran en vigor desde el 1 de enero de 2016 y
definen metas específicas hacia el 2030.
Los ODS se promueven como un avance respecto a los ODM, toda vez
que el desarrollo sostenible contempla tres dimensiones: el crecimiento
económico, la inclusión social y la protección del medioambiente. En este
sentido, se destaca que incluyen nuevos aspectos como el cambio climático,
la innovación, la desigualdad económica, el consumo sostenible y la paz
y la justicia.
Este recorrido por los enfoques del desarrollo permite destacar tres
aspectos: a) la progresiva adjetivación del concepto representa una lucha
intelectual importante —aunque, para muchos críticos, insuficiente— por
superar la versión reduccionista economicista de sus orígenes; b) los modelos
de desarrollo reseñados vienen configurados desde élites políticas con
pretendido soporte científico; c) las distintas perspectivas del desarrollo
han concebido el fenómeno exclusivamente en el tiempo, omitiendo los
territorios; esto es, no han considerado las diversidades sociales, económicas, culturales, ecosistémicas de los lugares de aplicación. Precisamente,
como se verá a continuación, el punto de quiebre en los debates sobre el
desarrollo se da con las reivindicaciones de los movimientos sociales con
arraigo territorial, lo cual redunda en el planteamiento de alternativas al
desarrollo a través no solo de una aproximación interdisciplinar al concepto,
sino de la ecología de saberes.
En términos de Massey (2012), la victoria discursiva del tiempo sobre
el espacio en los discursos del desarrollo vino a ser confrontada desde la
alteridad. Cuestionamientos fuertes a una historia narrada desde el “primer
mundo” con pretensiones de universalidad nacen de historias alternas,
de relatos contrahegemónicos, configurados en otras espacialidades y
temporalidades. El pensamiento crítico latinoamericano se alimenta
de los movimientos de resistencia principalmente rurales: indígenas,
afrodescendientes y campesinos.
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Pensamiento crítico latinoamericano:
buscando su espacio frente al desarrollo
El pensamiento crítico latinoamericano frente al discurso del desarrollo
nace con la teoría de la dependencia en los años sesenta del siglo XX.7
Este enfoque teórico se reconoce como el precursor del análisis de la
globalización. Mediante un giro del concepto de explotación marxista de
la relación entre capital y trabajo, se examina la dependencia económica
entre los países desarrollados y subdesarrollados. A pesar de la diversidad
de posturas dentro de la misma corriente, la premisa fundamental en la que
convergían es que el desarrollo constituye un discurso político en función
de los intereses de los países desarrollados y con efectos negativos para las
sociedades denominadas en desarrollo: la tendencia a la exclusión social
creciente, al aumento de la concentración económica y de la desigualdad
social. Dependiente, concentrador y excluyente: estas eran las características
básicas del desarrollo dependiente asociado al capital internacional que
destacaba la teoría (Dos Santos, 1998, p. 12). De esta manera, se llama la
atención sobre las relaciones geopolíticas dicotómicas centro/periferia,
las cuales quedan ocultas en las clasificaciones aparentemente neutrales
de países por etapas del crecimiento.
Este marco interpretativo de la dualidad centro/periferia igualmente
es adoptado por la corriente estructuralista para promover el modelo de
industrialización por sustitución de importaciones (ISI) en América Latina.
Replicando las premisas de las bondades del crecimiento económico y
la división internacional del trabajo, analizan el efecto adverso para la
periferia de los cambios en las relaciones de precios y, en consecuencia,
formulan recomendaciones para crecer hacia dentro, mediante el fomento a la
industria nacional, el progreso técnico para el aumento de la productividad
y el estímulo a las exportaciones primarias (Prebisch, 1949).
En este sentido, es importante destacar que la apuesta crítica de
aproximación a la geografía política y económica plantea un diálogo interdisciplinar, el cual, no obstante, deja intactos los principios economicistas
del concepto original del desarrollo. El componente humano es marginal

7

La teología de la liberación y la pedagogía de los oprimidos (Freire) son otras vertientes representativas
del pensamiento crítico latinoamericano.
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y promulga una relación de explotación de la naturaleza por parte del ser
humano:
Pero ello no significa que la exportación primaria haya de sacrificarse para favorecer el desarrollo industrial; no sólo porque ella
nos suministra las divisas con las cuales adquirir las importaciones
necesarias al desenvolvimiento económico, sino también porque,
en el valor de lo exportado, suele entrar en una proporción elevada
la renta del suelo, que no implica costo colectivo alguno. (Prebisch,
1949, pp. 11-12)

Asimismo, sin generar una ruptura profunda con los postulados del
desarrollo, pero como oposición al enfoque hegemónico de la globalización,
se plantean los debates sobre desarrollo local como una primera expresión
del rescate del lugar. Con trabajos académicos destacados, Sergio Boisier,
José Arocena, Carlos de Mattos y Francisco Alburquerque abren un debate
para espacializar el desarrollo. Alburquerque (1995) estudia el territorio
no solo como un soporte geográfico, sino que reconoce que este concepto
incluye “la heterogeneidad y complejidad del mundo real, sus características
medioambientales específicas, los actores sociales y su movilización en
torno a estrategias, proyectos diversos y movimientos protagonizados por
los actores territoriales socialmente organizados” (p. 28).
No obstante, este llamado de atención académico sobre el territorio no
rompe con el enfoque economicista del desarrollo como crecimiento del
PIB. Boisier (2005, p. 60), por ejemplo, postula la necesidad de descubrir y
adoptar dos nuevos cuerpos cognitivos que “empoderen” a las comunidades
en la promoción del crecimiento económico: el primer marco cognitivo
consiste en la comprensión del territorio como un sistema abierto y complejo;
el segundo implica identificar como factores de desarrollo endógeno la
sinapsis y la sinergia entre los subsistemas que constituyen el territorio,
a saber: a) el subsistema de acumulación, b) el subsistema axiológico,
c) el subsistema de toma de decisiones, d) el subsistema de procedimientos,
e) el subsistema organizacional y f) el subsistema subliminal.
Paralelamente, se consolidaba una corriente de pensamiento crítico
frente al concepto mismo de desarrollo: nuevas ideas de la complejidad,
propuestas de transmodernidad (Dussel, 2000), un paradigma subalterno de
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reconocimiento y redistribución (Santos, 2003)8 y la noción de posdesarrollo
(Escobar, 2005) confluyen para enfrentar una crisis civilizatoria (Quintero,
2014) y constituir una contrapropuesta a la idea de progreso moderna y su
correlato en los discursos del desarrollo (Coronado et al., 2017).
Pero la fuente principal de un “pensamiento alternativo de alternativas”
(Santos, 2003), esto es, el mayor potencial transformador de los imaginarios
del desarrollo y la invisibilización discursiva del espacio, va a emerger
con las iniciativas populares de oposición a las visiones hegemónicas de
bienestar. Las movilizaciones sociales surgen como reacción, precisamente,
a los efectos de la agenda de desarrollo de la región, que, particularmente
desde los años ochenta —la denominada década perdida de América
Latina—, se fundamenta en las políticas de ajuste dictaminadas por los
organismos de Washington y que supusieron desmontar el modelo de
industrialización por sustitución de importaciones (ISI). El impacto social
de las privatizaciones, la apertura económica, la flexibilización laboral y la
austeridad fiscal reverberaron los movimientos de resistencia social con
arraigo territorial, particularmente en los ámbitos rurales donde el modelo
extractivista llegó a irrumpir en las comunidades:
Surge [una fuerza teórico-política] de la activación política de la
existencia colectiva y relacional de una gran variedad de grupos
subalternos —indígenas y afrodescendientes, campesinos, pobladores de los territorios urbanos populares, jóvenes, mujeres
solidarias—. Es la ola creada por los condenados de la tierra en
defensa de sus territorios ante la avalancha del capital global
neoliberal y la modernidad individualista y consumista. (Escobar,
2016, p. 125)

Las luchas populares por la defensa de los territorios comprenden
tanto reivindicaciones del lugar como exigencias de reconocimiento de la
diversidad cultural. De este modo, en la reivindicación del territorio surgen
también las historias alternativas, los conocimientos otros del mundo
subalterno, las voces silenciadas en los discursos dominantes:

8

Sociólogo portugués que ha concebido la sociología de las emergencias, apoyado en el estudio de
los movimientos sociales, especialmente de América Latina. Su participación activa en el Foro
Social Mundial significó la constitución de la Universidad Popular de los Movimientos Sociales.
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Irónicamente, entonces, la estructuración temporal de la geografía
de la modernidad no solo no es una represión de lo espacial, sino que
es también la represión de la posibilidad de otras temporalidades
(es decir, diferentes del majestuoso progreso hacia la modernidad/
modernización/desarrollo basado en el modelo europeo occidental).
(Massey, 2012, pp. 138-139)

Así, como oposición a las tendencias homogeneizadoras de la globalización, nacen estrategias subalternas de localización que abogan por un
espacio diverso, plural, esto es, por un pluriverso (Escobar, 2012). Desde
esta perspectiva, la noción de territorio trasciende el lugar y constituye
un elemento esencial en la creación de identidad colectiva. La defensa
de la biodiversidad y el reclamo de reconocimiento de las comunidades
locales se articulan en el rescate del significado ontológico del territorio
como fuente de vida.9
Estas movilizaciones políticas en América Latina demandan transversalmente las construcciones del espacio desde abajo y de alternativas
al desarrollo. Los conceptos de buen vivir y vivir bien, inspirados en las
cosmovisiones de los indígenas y comprendidos en las expresiones “Sumak
Kawsay” (quechua) y “Suma Qamaña” (aymara), entran a ser parte de las
constituciones de Ecuador (2008) y Bolivia (2009), 10 respectivamente,
con lo cual dan un nuevo aliento a la teoría crítica latinoamericana en su
propósito de deconstruir la idea de “desarrollo”, articulando proposiciones
como la descolonización del saber, la armonía con la Madre, la reciprocidad,
la solidaridad, la justicia y la paz (Gudynas, 2011).11
9

Para el Proceso de Comunidades Negras (PCN Colombia), por ejemplo, el territorio es entendido
como corredores de vida (Escobar, 2012).

10

La Constitución Política de Ecuador es la primera Carta que incorpora derechos de la naturaleza
(título II) consecuentemente con el régimen del buen vivir (título VII). La constitución de Bolivia
proclama: “Artículo 8.I. El Estado asume y promueve como principios ético-morales de la sociedad
plural: ama qhilla, ama llulla, ama suwa (no seas flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón), suma
qamaña (vivir bien), ñandere- ko (vida armoniosa), teko kavi (vida buena), ivi maraei (tierra
sin mal) y qhapaj ñan (camino o vida noble). II. El Estado se sustenta en los valores de unidad,
igualdad, inclusión, dignidad, libertad, solidaridad, reciprocidad, respeto, complementariedad,
armonía, transparencia, equilibrio, igualdad de oportunidades, equidad social y de género en la
participación, bienestar común, responsabilidad, justicia social, distribución y redistribución de
los productos y bienes sociales, para vivir bien”.

11

En Colombia encontramos políticas subalternas de localización, como, por ejemplo, el Proceso
de Comunidades Negras (Escobar, 2012), las agrupaciones indígenas y campesinas, las cuales
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Por una parte, estos procesos constituyentes realizan el diálogo de
saberes (ciencia y “conocimiento local”, “sabiduría popular” o “ciencia
popular”) que pregonara Fals Borda (1978) y representan un punto de quiebre
en los ejercicios de resistencia a la colonialidad del saber y posicionamiento
alterno de la diversidad epistémica, los cuales sirven de fundamento de
la configuración de diferentes futuros posibles (Quijano, 2000; Lander,
2000; Mignolo, 2001; Castro-Gómez y Grosfoguel, 2007). En otras palabras,
resquebrajan la producción de inferioridad social y epistémica implícita
en el discurso del desarrollo (subdesarrollo).
Santos (2010) destaca esta revigorización del pensamiento crítico
con la figura de una previa relación fantasmal entre la teoría y la práctica,
donde las alternativas que se formulaban desde la teoría no contaban con
los sujetos históricos, que son los que en la práctica han generado cambios
progresistas, esto es, los indígenas, los afrodescendientes, los campesinos,
así como los desempleados, las mujeres, los gais y las lesbianas, grupos
sociales que pasaron desapercibidos para la teoría crítica eurocéntrica
enfocada en el proletariado (Santos, 2010).
Las demandas por los derechos a las propias economías, culturas y
ecologías ponen de presente que la injusticia social está ligada a la injusticia
cognitiva (Santos, 2010). Son los grupos subalternos los que se enfrentan con
vehemencia al predominio de los tecnicismos económicos, la construcción
de un lenguaje excluyente que justifica que las decisiones sobre los asuntos
económicos se deleguen a las élites de tecnócratas y entran a cuestionar
el “sentido común” del desarrollo:
Es necesario fomentar la equidad de la distribución económica,
ecológica y cultural. El posdesarrollo puede, en efecto, ser definido
en términos de este momento de equidad. La modernidad y el
desarrollo han sido predicados sobre una distribución injusta y
en un intercambio desigual entre estos tres niveles, y es tiempo
de revertir esto. Los movimientos por la justicia económica, la
sustentabilidad ecológica y la diferencia cultural están moviéndose
en esta dirección. Los campos renovados de la economía política,

convergen además en la Cumbre Agraria Étnica y Popular, desde donde se plantean mandatos
por el buen vivir.
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la ecología política y la antropología política están ofreciendo
algunos conceptos claves para llevar a cabo esta tarea. (Escobar,
2012, pp. 144-145)

A escala mundial se articulan iniciativas desde abajo para la transformación del modelo de desarrollo, congregadas en la Conferencia Mundial
de Pueblos y Movimientos Sociales frente al Cambio Climático y Derechos
de la Madre Tierra (2010-2015). La difusión de cosmovisiones nativas como
la del buen vivir enriqueció el debate académico que exploraba alternativas
al desarrollo.12 Particularmente, confrontó al desarrollo sostenible que
entiende la naturaleza como un recurso productivo y, por lo tanto, invita
a pensar el territorio de manera compleja, no antropocéntrica:
La Madre Tierra, el planeta Tierra, la Pachamama, la Madre
Naturaleza son distintos nombres que codifican y que incluyen
las distintas relaciones que mantienen los seres humanos con
los demás seres vivientes, con los continentes ecológicos, con la
biodiversidad, las territorialidades, los recorridos, las huellas, los
ciclos y circuitos de la vida, de las formas de vida, los componentes,
elementos, las materias y los seres de la naturaleza. Al comprender
la complejidad de estos nombres y el sentido complementario
de las relaciones significadas, descartamos otros nombres que
expresan relaciones de explotación, expropiación y disociación de
la naturaleza, que manifiestan relaciones mercantiles, comerciales
y capitalistas, descartamos el nombre de “Recursos Naturales”, que
manifiesta la relación de despojamiento de la naturaleza por parte
del sistema‐mundo capitalista. (Estado Plurinacional de Bolivia,
Anteproyecto de Ley de la Madre Tierra, p. 1)

A partir de este panorama, Escobar (2016) señala que el pensamiento
crítico latinoamericano se ha nutrido de las luchas y narraciones con la

12

Con el propósito de proponer alternativas al desarrollo, pueden identificarse, en otras latitudes,
al francés Serge Latouche con su teoría del decrecimiento, inspirada también en el acercamiento
a las culturas de Laos; Jorge Riechman y sus planteamientos de ecología profunda y justicia
interespecífica como hospitalidad biosférica; y la economía ecológica y ecología política de Joan
Martínez Alier, para poner algunos ejemplos.
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tierra y desde abajo, las cuales han convocado un diálogo de saberes con las
comunidades en resistencia y han constituido una invitación existencial
a sentipensar con la Tierra. Esta exacerbación de la diversidad epistémica
sacada a la luz por los movimientos de los pueblos ofrece elementos no
solo para plantear alternativas al desarrollo, sino de deconstrucción de
las raíces ideológicas de la modernidad: el individualismo, la separación
mente/cuerpo, razón/emoción y ser humano/naturaleza. En este marco,
se pronuncian con contrapropuestas los pueblos-territorio: “Somos la
continuidad de la tierra, miremos desde el corazón de la tierra” (Marcus
Yule, citado en Escobar, 2016).
Este enfoque latinoamericano por el posdesarrollo va en sintonía con
las posturas intelectuales de oposición al desarrollo como el decrecimiento
(Latouche, 2008), la ecología profunda y la justicia interespecífica mediante
hospitalidad biosférica (Riechmnan, 2003, 2005, 2011), la economía ecológica
y ecología política crítica (Martínez y Jordi, 2000) e incluso la ecología
integral (Francisco, 2015). Pero su potencia transformadora radica en la
fuerza comunitaria que resignifica el territorio, para sustituir desarrollo
por buen vivir.

Conclusiones y consideraciones finales
Rastrear las huellas del pensamiento y la acción social en relación con el
desarrollo permitió describir la construcción de apuestas por visibilizar
el territorio y deconstruir el desarrollo mismo. Mostró dos vertientes
de pensamiento: una que, en la defensa del desarrollo, lo adjetiva con la
pretensión de hacerlo más comprehensivo; otra que pretende deshacerlo. La
progresión crítica corresponde con el rescate del territorio y, por lo mismo,
se da más que (aunque también) por el fomento de la interdisciplinariedad,
por el diálogo entre saberes académicos y populares.
El punto de quiebre en los debates sobre el desarrollo se genera con
las reivindicaciones de los movimientos sociales con arraigo territorial. En
términos de Massey (2012), la victoria discursiva del tiempo sobre el espacio
en los discursos del desarrollo vino a ser confrontada desde la alteridad.
Cuestionamientos fuertes a una historia narrada desde el “primer mundo”
con pretensiones de universalidad nacen de historias alternas, de relatos
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contrahegemónicos, configurados en otras espacialidades y temporalidades.
El pensamiento crítico latinoamericano se alimenta de los movimientos
de resistencia, principalmente rurales: indígenas, afrodescendientes y
campesinos.
Las contrapropuestas más fuertes a los modelos de desarrollo configurados desde élites políticas con sustento en la ciencia moderna emergen
de los territorios con las reivindicaciones por un pensamiento autonómico
y con la tierra. Frente a la pérdida de sustantivos de una teoría crítica que
apuntaba apenas a adjetivar el desarrollo, se proyecta un posdesarrollo.
Sacudiendo los principios de la modernidad, postulan la solidaridad y lo
comunal en cambio del individualismo, la idea de Madre Tierra en vez de
la de recurso natural, la armonía antes que la racionalidad instrumental,
sentipensar ante la fractura mente/cuerpo, razón/emoción.
El posicionamiento de enfoques como el buen vivir ha representado
una lucha por resquebrajar la precedente producción de inferioridad
social y epistémica. Los conocimientos otros de los mundos subalternos
confrontan la economía política de la verdad, del orden de la ciencia y el
poder experto del desarrollo, e invitan a revitalizar el lugar y el territorio
como categoría conceptual y realidad construida.
Santos (2010) expone que la injusticia social está ligada con la injusticia
cognitiva. El predominio de los tecnicismos económicos y la construcción
de un lenguaje excluyente han propiciado que las decisiones sobre los
asuntos económicos se deleguen a la tecnocracia, cuyas decisiones han
suscitado crisis civilizatoria; por lo tanto, una ecología de saberes resulta
esperanzadora para la consolidación de las democracias, la autodeterminación de las comunidades y la construcción de alternativas.
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Anexo
Desarrollo → Territorio
Enfoques sobre el
desarrollo

Teorías de la
modernización

D
E

Tiempo

Autores
representativos

Postulados

Desarrollo como modernización.
Desarrollo y crecimiento se consideran
Rostow, Parsons, idénticos; la ciencia y la tecnología
Harrod y Doaparecen como determinantes en la
1940-1970
mar, A. Lewis,
evaluación social; se espera que todas
Kuznets
las sociedades converjan en la modernidad, esto es, que las naciones pobres se
vuelvan ricas.

Prebisch, FurEstructuralismo
1960-1980 tado, Fajnzylber
latinoamericano
(Cepal)

Centro-periferia. Modelo de sustitución de importaciones. Reformas
estructurales para el crecimiento desde
adentro.

Teorías de la
dependencia

Subdesarrollo. Relación centroperiferia. Enfatiza la explotación de los
países del tercer mundo por el mundo
desarrollado; el subdesarrollo es deGunder Frank,
pendiente y funcional a los intereses de
1960-1980 Dos Santos, Car- los países desarrollados; se debe buscar
doso, Farletto
superar esta forma de vínculo con el
sistema mundial. El subdesarrollo no
es un momento previo al desarrollo;
es producto del colonialismo y el
imperialismo.

Consenso de
Washington

1970-1980

↓
A
L

Lal, Bhagwati,
Krueger,
Williamson,
Fukuyama

Reformas de libre mercado para el
crecimiento económico. Reducción del
Estado.
Continúa
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Desarrollo → Territorio
Enfoques sobre el
desarrollo

Autores
representativos

Postulados

Desarrollo como libertad. Fomento
de las capacidades humanas. Reconocimiento de múltiples dimensiones
subjetivas e intersubjetivas de la condición humana y su importancia para una
reinterpretación del desarrollo.

1980actualmente

A. Sen, uk Haq,
Nussbaum

Desarrollo
sostenible

1987actualmente

Comisión Mundial para el Medio
Economía verde. Desarrollo duradero.
Ambiente y el DeCrecimiento presente y para futuras
sarrollo. Objetigeneraciones.
vos de Desarrollo
del Milenio

Desarrollo
institucional

1990actualmente

Desarrollo
humano

D
E

Tiempo

Desarrollo humano integral
sustentable
(DHIS)

2000actualmente

D. North

El desarrollo como crecimiento económico supone arreglos institucionales
(normas formales e informales) para el
buen funcionamiento del mercado.

Universidad
de La Salle,
Colombia

Socialmente participativo, culturalmente apropiado, técnicamente
limpio, ecológicamente compatible,
económicamente viable y sostenible,
políticamente impactante, éticamente
responsable y pertinente, espiritualmente significativo.

↓

Decrecimiento

2000actualmente

Latouch, Alier

Sostiene que son necesarios cambios
radicales en la organización de la
economía y de la sociedad que incluyen
la renuncia al crecimiento económico.
Crítica al consumismo, la publicidad, la
obsolescencia programada y el sistema
de crédito.

Sustentabilidad
ecológica

2000actualmente

Riechman

Biocentrismo. Postura defendida por
la ecología profunda basada en la vida
como un valor en sí mismo.
Crítica del desarrollo como conjunto de
discurso y prácticas determinantes para la “creación” de naciones “subdesarrolladas”. Propone pensar en el fin del
desarrollo. Identificar alternativas al
desarrollo, en lugar de alternativas de
desarrollo, mediante una trasformación
de la “economía política de la verdad”.

A
L

Posdesarrollo

1990actualmente

Escobar, Esteva

Buen vivir

1970actualmente

El buen vivir se postula como alternaGrupos indígetiva al desarrollo, fundamentada en la
nas latinoameridiversidad cultural, y la armonía con la
canos
naturaleza.

Fuente: elaboración propia con base en Cotte et al. (2013), Gudynas y Acosta (2011) y Griffin (1989).
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Las crisis sistemáticas del capitalismo han mostrado la obligatoriedad de
una política rural decidida hacia el logro de las garantías que posibiliten
no solo la seguridad, sino la soberanía alimentaria. Hasta los países más
liberales, mayormente expuestos a las libertades comerciales o de capitales,
tienen a su haber la búsqueda de las condiciones propicias para asegurar
la vida de sus ciudadanos, y esto se hace en sus fronteras, o fuera de ellas,
dando paso incluso a formas no concebidas antes, como hacer de la tierra
un bien transable en escenarios internacionales.
La tierra configura las características de un nuevo orden internacional;
uno que en medio de las vicisitudes de los nuevos nacionalismos logre
salvaguardar la especie. De ahí que las economías poderosas busquen
usufructuar las tierras cultivables de los países pobres e incluso de los
que tienen ingresos medios. África y América Latina, el Sur, vuelven a
ser protagonistas de los poderes económicos de las potencias mundiales,
pero esta vez actuando en sus propios territorios; es decir, la ruralidad
se deslocaliza para posibilitar el acceso a bienes agrícolas a los países de
mayor poder económico.
De esta forma, lo rural, después de décadas de modelo industrializador
e incluso a favor de la tecnología y de los servicios, recobra una fuerza
importante en las llamadas economías subdesarrolladas, para convertirse
en una opción indispensable de cara al futuro y a la propia viabilidad
como economías, pero en general como sociedades. Lo rural, el campo,
la producción de alimentos se convierten así en un paradigma que debe
*
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rescatarse, pero ahora con otros ahíncos como el cuidado de los recursos
naturales y del medioambiente, y de las revoluciones biotecnológicas a su
servicio.
En Colombia, el asunto agrario ha tocado límites: los campesinos han
visto cómo su precaria calidad de vida se deteriora aún más y sus posibles
fuentes de ingreso ya no son rentables. Las economías campesinas han
cumplido un papel importante en el logro de salarios bajos en las zonas
urbanas e industriales. Un siglo de economía cafetera, guerras por la
propiedad, una imposible reforma agraria y la producción de alimentos en
pequeñas escalas y con baja productividad han caracterizado la historia
de este país.
Este texto trabaja estos temas pensados en y desde Colombia. No se
pretende hacer una revisión de los cambios en el modelo de desarrollo,
sino que se intenta generar una discusión frente a cómo Colombia está
asumiendo los retos de lo rural, por décadas olvidado, pero que ahora se
convierte en una prioridad que debe materializarse en términos económicos
y políticos, es decir, ser asumida como un proyecto de vida para la sociedad
colombiana, para la gente del campo, para constituir proyectos viables
de nuevas ruralidades (Gómez y Hurtado, 2001; Romero y Villamil, 2011).

La desruralización como resultado: un modelo
que negó la ruralidad
Desde hace más de dos décadas el país asumió el compromiso de instaurar
la apertura económica, reformas estructurales necesarias para adoptar
las directrices del llamado Consenso de Washington. Hoy lo reconfigura,
con lógicas económicas similares para poder ser un socio pleno de la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).
Con esto, y bajo la ilusión de un mayor crecimiento económico gracias a las
exportaciones, lo que se ha obtenido es abrir la economía a las importaciones,
golpear con ello las estructuras productivas internas y posibilitar el control
del mercado interno por las empresas transnacionales. Adicionalmente, el
traslado de la crisis financiera de Estados Unidos a través de la apreciación
del peso, unida a las formas como se negociaron los Tratados de Libre
Comercio, ha dejado sin competitividad a los exportadores, pero también
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alentando a los importadores, que logran entrar los productos a precios
más bajos que los cosechados o producidos en el país.
A la par con esto, y tras el desmonte de las políticas industriales y
agropecuarias existentes (reemplazadas por unas vagas políticas de competitividad), la doctrina de libre mercado se ha convertido en la razón de
ser de un Estado que se sumió en su papel de regulador o de facilitador de
las grandes inversiones, a las que se les da, bajo el espíritu de la confianza
inversionista, grandes beneficios tributarios y de acceso a los distintos
mercados; medidas que han fortalecido posiciones de oligopolio (Restrepo
y Bernal, 2014).
Así, desde las políticas públicas vigentes se han impulsado medidas
como los acuerdos de estabilidad jurídica y estrategias como Agro Ingreso
Seguro, un apoyo directo al gran capital. El modelo Carimagua fue en
definitiva el retrato exacto de las intencionalidades gubernamentales de
anteponer los intereses de los grandes capitales sobre las propias necesidades
de brindar protección y bienestar a la población. Esto de entrada no está
mal. El país podrá sin duda alguna promover la productividad a través de
respaldar las grandes empresas. El problema es que se deja a los pequeños
campesinos sin instrumentos para realizar su producción y a expensas de
los precios de insumos y cosechas que estos capitales han impuesto.
Se trata entonces de un modelo de desarrollo que ha conducido a
privilegiar sectores productivos distintos a lo rural, a lo que se ha sumado
la firma de Tratados de Libre Comercio, donde los pequeños productores no
tienen cabida; solo les queda apelar a condiciones de subsistencia, cada vez
más apremiantes por las alzas de precios en insumos e incluso por elementos
como la importación de productos, el contrabando o el lavado de activos
(de acuerdo con cifras oficiales, representan 5 billones de pesos de los 18
billones que se estiman son los que se “legalizan” en el país anualmente). En
consecuencia, ello deja unos altos costos de producción (materializados en
compras “obligadas” de semillas, agroquímicos, fertilizantes) ante los bajos
precios de las cosechas por razón de las importaciones y el contrabando.
El campo, en consecuencia, se ha quedado rezagado de los procesos
de modernización de la economía; sin embargo, sigue siendo el epicentro
de las actividades que deben procurar la seguridad, y sería fundamental
garantizar la soberanía alimentaria. El país no solo se ha caracterizado
por ser de economías campesinas; la sociedad entera se ha beneficiado de
unos sistemas productivos y de comercialización de precios bajos que han
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hecho que la producción misma, en algunos casos, no sea rentable o, lo
que es peor, que las rentabilidades terminen es manos de intermediarios
o especuladores.
Colombia ha cedido su autonomía en las decisiones de políticas
públicas ante los organismos internacionales; también ha puesto en riesgo
la seguridad alimentaria, y eso para no hablar de la necesaria soberanía.
Es claro que nunca un país de los llamados “desarrollados” expondría a
sus campesinos y mucho menos a los alimentos a las vicisitudes del libre
mercado o del apetito voraz de las empresas transnacionales, con sus
manejos que no solo están en la producción, sino en semillas, fertilizantes,
plaguicidas, entre otros.
Por otro lado, el campo ha sido el escenario de la guerra; al tiempo,
las economías campesinas han debido soportar el embate de los pocos
proyectos agroindustriales existentes, contexto en el que, por ejemplo,
procesos como los del banano, el azúcar, el arroz o la palma de aceite han
terminado por considerar las economías campesinas una competencia
no solo por la producción, sino por la disponibilidad de recursos, tierra o
mano de obra (Forero, 2010).
No obstante, a diferencia de la industria, que debió soportar la pérdida
de institucionalidad, en el sector agrario las cosas se han dado de otro modo:
se ha mantenido una infraestructura de apoyo y de servicios tanto ejecutiva
y técnica como financiera. Independientemente de las evaluaciones que se
puedan realizar o de las consecuencias de un modelo que ha privilegiado
al gran capital sobre los pequeños y medianos productores, lo cierto es
que se cuenta con un Ministerio, con grupos de apoyo técnico de amplia
cobertura territorial, con centros de investigación y desarrollo, con servicios
de información, capacitación y transferencia, un banco especializado
para el sector, entre otros instrumentos para el desarrollo de las políticas.
Todo esto se convierte en un gran acumulado que, aunque no sea sencillo
de poner a funcionar como propósitos de país, sí se constituye en una
fortaleza u oportunidad; se trata de algo que ya está, y un camino andado
que sin duda puede posibilitar que los procesos de recuperación sean más
expeditos. Así, el primer paso es hacer coherente todo esto y trazar una
política pública para el sector, un libro blanco agrario.
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Las evidencias de una ruralidad fallida
Tanto desde organismos internacionales como desde los especialistas en el
sector se ha venido insistiendo en que Colombia es un país rural, aunque
los planes de desarrollo de manera insensata han privilegiado “lo urbano”;
también, que el sector agropecuario, silvicultura, caza y pesca, es decir, las
actividades que tienen que ver con lo agrario, con el mundo rural, tienen
cada vez menos peso en la estructura del Producto Interno Bruto (PIB) e
incluso estas actividades históricamente han venido perdiendo producción
y, por ende, valor.
El crecimiento del PIB de Colombia en la última década se ha ubicado
entre 6,9 % y 1,7 %. Su crecimiento más notable se dio en 2007 y en 2009,
influido por la crisis internacional, cuando presentó su más bajo comportamiento. En promedio, en los últimos diez años creció 4,11 %. Las cifras
sobre crecimiento y desarrollo en las últimas décadas muestran situaciones
relativamente estables, mas no suficientes para los requerimientos de un
país que aspira a salir del subdesarrollo. No es fácil quebrar las tendencias,
incidir sobre los ciclos productivos y mucho menos obtener resultados
significativos cuando los entornos no necesariamente son favorables. Y si
a eso se le suma la reducción de la pobreza y la indigencia y el aumento
del ingreso de las familias, se debe reconocer una aceptable gestión macroeconómica, aunque no se pueda decir lo mismo de la gestión sectorial.
Pero, ¿qué explica este comportamiento? Como ha sido característico en
los últimos años, el sistema financiero es el que apalanca el crecimiento: él
por sí mismo explica el 23,8 % del aumento del PIB. Los servicios comunales,
sociales y personales aportaron otro 21,1 %, sector donde la administración
pública y defensa es su principal componente. La construcción aportó el
16,4 % y el comercio, el 13,7 %. Como se observa, estos sectores explican el
75 % del crecimiento económico.
Se llega así a que el aporte de sectores estratégicos como la minería fue
del 9,8 %, es decir, mientras se centraron las atenciones en este sector, su
realidad dista del imaginario colectivo; así, la economía colombiana está
lejos de estar dependiendo de minería e hidrocarburos. El suministro de
gas y agua contribuyó al crecimiento, con el 4,5 %, mientras que transporte
y comunicaciones lo hizo con el 6 %.
La industria, al igual que el sector agropecuario, sigue a la baja, y
la sociedad en su conjunto sigue impávida ante la pérdida del sector
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manufacturero (figura 1). Dos tercios de los sectores manufactureros pierden
volúmenes de producción en la última década. La desindustrialización es
real; el país apenas se percata de ello, los gremios empiezan a reconocerlo
y el Gobierno no tiene claro cómo actuar ante los compromisos fijados en
los tratados de libre comercio y con las empresas transnacionales.
PIB Industrial

PIB Agropecuario
Lineal (PIB Industrial)

PIB

Lineal (PIB Industrial)

TLP Agropecuario

Lineal (PIB Industrial)

Lineal (PIB )

10,0 %
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Crecimiento
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–2,0 %
–4,0 %
–6,0 %

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016
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PIB Agropecuario

2,9 % 2,1 % 4,9 % 7,9 % 4,5 % 6,8 % 7,2 % 0,6 % -4,1 % 1,8 % 4,7 % 0,1 % 0,9 % 1,0 % 1,7 % 3,0 %
1,8 % 4,6 % 3,1 % 3,0 % 2,8 % 2,4 % 3,9 % -0,4 % -0,7 % 0,2 % 2,1 % 2,5 % 6,5 % 2,7 % 2,5 % 0,5 %
1,7 % 2,5 % 3,9 % 5,3 % 4,7 % 6,7 % 6,9 % 3,5 % 1,7 % 4,0 % 6,6 % 4,0 % 4,9 % 4,4 % 3,1 % 2,0 %

Figura 1. Colombia: comportamiento sectorial industrial y agropecuario
Fuente: elaboración propia con base en información del Departamento Administrativo Nacional
de Estadística (DANE).

Frente a las tasas de crecimiento del sector agrícola (en valor agregado)
se han tenido valores negativos en algunos años anteriores (2008 y 2009):
–0,4 % y –0,7 %, respectivamente; su promedio de crecimiento anual se ubicó
en 1,98%. El cultivo del café fue el subsector que mejor comportamiento tuvo
en los últimos diez años, un crecimiento promedio anual similar al de la
economía: 4,1 % (figura 2), con un pico en 2013, que altera el comportamiento
de largo plazo, y con una volatilidad suficiente para mantener un riesgo
alto en la actividad. De esta manera, el sector (incluyendo la actividad
pecuaria) se mantiene en las últimas tres décadas con una evolución que
dista del promedio general, lo cual hace que pierda peso en la estructura
económica colombiana y que incluso algunos sectores, al igual que la
industria, pierdan valor agregado, esto es, la desruralización paulatina

40

Economía y nueva ruralidad

que ha venido experimentando la economía colombiana (Kalmanovitz y
López, 2007).
40
30

Porcentaje

20
10
0
-10
-20
-30
Sector
Café
Otros prod. agrícolas
Prod. pecuaria y caza
Silvic., madera y pesca

2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016
1,8
0,3
2,4
1,3
2,1

4,6
13,8
3,8
3,8
1,3

3,1
-1,2
4,2
2,2
7,1

3
-4,7
2,9
5,4
1,2

2,8
0
2,5
3,8
3,7

2,4
6
-0,3
4,2
4,7

3,9
5,4
3,9
3,5
3,4

-0,4 -0,7
-10,9 -20,8
-1,4 3,9
3,8 -0,8
1,2
-2

0,2
11
-1,1
-0,9
0,1

2,1
-7,7
2,9
4,1
2,7

2,5
-1,4
3,1
2,7
5,2

6,5
36,3
4,9
1,7
2,1

2,7
13,9
1,7
0,2
4,4

2,5
15,5
-0,2
2,5
-0,2

0,5
-0,3
0,6
0,9
-0,5

Figura 2. Colombia: PIB anual en agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca
Fuente: elaboración propia con base en información del DANE.

Con la implementación del último Censo Nacional Agropecuario (tabla 1),
se indica que en el área rural dispersa la participación, según el uso de
la tierra, se distribuye de la siguiente manera: existen 111,5 millones de
hectáreas, de las cuales el 56,7 % (63,2 millones) son bosques naturales,
el 38,6 % (43,1 millones de hectáreas) forman parte del área agropecuaria,
2,5 % (2,8 millones de hectáreas) de la parte no agropecuaria y 2,2 % (2,5
millones) de otros.
De acuerdo con el total nacional, en los departamentos de Amazonas,
Guainía, Caquetá y Vaupés se encuentra el 45,1 % del área rural dispersa
censada con uso en bosque natural. En los departamentos de Vichada,
Meta, Antioquia, Casanare, Santander y Córdoba se tienen las mayores
áreas en uso agropecuario (47,0 % del área rural dispersa censada); mientras
que el archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, Bogotá,
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Vaupés, Quindío, Amazonas y Risaralda presentaron las menores área en
este uso (DANE, 2014).
Tabla 1. Usos rurales en Colombia
Uso de la tierra

Área (millones de hectáreas)

%

Bosque natural

63,2

56,7

Agropecuario

43,1

38,6

No agropecuario

2,5

2,2

Otros

2,8

2,5

111,5

100,0

34,3

79,6

Agrícola

8,6

20,1

Infraestructura agropecuaria

0,1

0,3

43,1

100

Total cultivos

7,1

82,4

Descanso

1,3

15,1

Barbecho

0,2

2,3

Total uso agrícola

8,6

100

Total área rural dispersa censada
Uso agropecuario
Pastos

Total uso agropecuario
Uso área agrícola

Fuente: elaboración propia con base en información del Consejo Nacional de Acreditación (CNA).

Para resaltar el área para uso agropecuario según los datos del Censo,
de los 43,1 millones de hectáreas, se tiene un 79,6 % (23,3 millones) en
pastos y rastrojos, 0,3 % (0,1 millones) en infraestructura agropecuaria y
20,1 % (8,6 millones) con destinación agrícola. Dentro de la parte agrícola
se tiene un 82,4 % (7,1 millones de hectáreas) para cultivos, 15,1 % (1,3
millones de hectáreas) para descanso y 2,5 % (0,2 millones de hectáreas)
en áreas de barbecho. Los cultivos agroindustriales ocupan 3,2 millones
de hectáreas; los tubérculos y plátanos, 2,1 millones; frutas, 1,5 millones;
cereales, 1 millón; hortalizas, verduras y legumbres, 430.106 hectáreas. En
definitiva, la producción agrícola en el país se realiza una pequeña porción
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del territorio, pero esto genera cerca del 65 % de los alimentos que en el
país se consume diario.
De acuerdo con la Encuesta Nacional Agropecuaria del DANE, el
79,7 % del suelo en el país está dedicado a las actividades pecuarias; un
cálculo grueso mostraría cómo la disponibilidad de tierra por cabeza de
ganado en el país es de 1,47 hectáreas. Estas cifras dan cuenta de cómo
la ganadería, que es básicamente extensiva, ocupa proporcionalmente la
misma tierra que la producción cafetera, que se realiza en fincas menores
a 2 hectáreas, ya que solo el 5 % de los productores de café poseen fincas
superiores a 5 hectáreas.
Si se comparan los censos agropecuarios en Colombia, se encuentran
datos interesantes (tabla 2): los predios de menos de 5 hectáreas fueron
el 62,5 % del total en 1960, mientras que en 2014 fueron el 71,2 %; lo que
pasa es que ocupan el 2 % del área rural, mientras que el 1960 ocupaban
el 4,5 % del área rural. A ello se suman las dificultades de productividad
que la evidencia empírica ha demostrado para estas pequeñas unidades de
producción campesina, que es, en esencia, donde se producen los alimentos.
En los últimos 55 años se incrementó la proporción de los predios menores
de 5 hectáreas, aunque su participación en el total nacional disminuyó.
Tabla 2. Comparativos intercensales en predios y tenencia de la tierra en el total nacional
Tamaño (ha/
participaciones)

Censo 1960
% en predios

Censo 1970

% tenencia

% en predios

Censo 2014

% tenencia

% en predios

% tenencia

De 1000 y más

0,2

30,4

0,3

30,4

0,2

74,1

De 500 a < 1000

0,3

10,0

0,4

10,4

0,2

3,5

De 100 a < 500

3,0

25,6

3,6

26,6

2,0

8,6

De 50 a < 100

3,3

9,8

4,1

10,3

2,5

3,9

De 10 a < 50

16,6

15,4

18,5

15,0

13,5

6,4

De 5 a < 10

14,0

4,3

13,6

3,5

10,3

1,6

<5

62,5

4,5

59,5

3,7

71,2

2,0

Fuente: elaboración propia con base en información de los censos.

En buena parte del país, estas unidades familiares no alcanzan los
mínimos requeridos para garantizar el sustento básico; de allí, lógicamente,
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se configura la pobreza persistente en las zonas rurales (46,2 % promedio
en la última década). Por su parte, los predios de más de 100 hectáreas
pasaron de ser el 3,5 % de las unidades productivas al 2,4 %, ocupando el
85,2 % del territorio rural.
De los predios de menos de 5 hectáreas, 56,7 % usa el suelo para
uso pecuario, 36,7 % para fines agrícolas y 6,6 % para bosques naturales;
mientras que de las unidades productivas de más de 1000 hectáreas, 14,7 %
usa el suelo para fines agrícolas, 57,4 % para uso pecuario y 27,9 % para
bosques naturales. Más de la mitad del número de predios se encuentra
destinada a uso pecuario y representa cerca el 40 % del área censada del
uso agropecuario. Casi una tercera parte de los predios de mayor tamaño
usa el suelo para bosques naturales.
Los departamentos con la mayor participación en el uso agrícola, en
el total nacional, son Nariño y Cauca, mientras que los que tienen mayor
participación en el uso pecuario son Boyacá y Cundinamarca. Boyacá,
Nariño, Cundinamarca, Antioquia y Cauca poseen más de la mitad (53,8 %)
de las unidades productivas del país, con el 15,0 % del área rural dispersa
censada, mientras que Vaupés y Guainía tienen el 0,2 % de las unidades
productivas asociativas (UPA) y representan el 11,5 % del área censada.
Es claro entonces cómo el país no solo ha definido su modelo de
propiedad, sino cómo ha decidido sobre los usos y la producción, donde
los temas de equidad y oportunidades para las familias campesinas han
quedado relegadas al mercado, y este, por fuera incluso de los precios, ha
estado mediado por las armas y el despojo (Ibáñez y Muñoz, 2011). En este
sentido, las economías campesinas han cumplido un papel importante en
el logro de salarios bajos en las zonas urbanas e industriales. Un siglo de
economía cafetera, guerras por la propiedad, una imposible reforma agraria
y la producción de alimentos en pequeñas escalas y con baja productividad
han caracterizado la historia de este país.
Ahora bien, en contra de lo que usualmente se estila en política rural,
en Colombia sí se ha dado una reforma agraria, pero a la inversa, es decir,
una reforma que en vez de haber contribuido a la distribución de la tierra,
brindando oportunidades concretas a los campesinos, ha consistido en la
concentración extrema de la propiedad, proceso mediado por las armas, el
despojo y la muerte. De esta manera, el índice de Gini para la propiedad en
Colombia es del 0,86 (siendo 1 el punto de concentración absoluta) (Centro
de Estudios Regionales Cafeteros y Empresariales [Crece], 2014).
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¿Cómo se manifiesta esto? Lo primero es en la propia tenencia de la
tierra; es decir, de acuerdo con los estudios que posibilitaron la construcción
del Gran atlas de la distribución de la propiedad rural en Colombia, elaborado
por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, con el apoyo de distintas
Universidades, con el Informe Nacional de Desarrollo Humano, del Programa
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y el propio censo, el
41 % de la propiedad rural está en manos de grandes poseedores (más de
200 hectáreas); en otras palabras, de los 2,4 millones de propietarios, el
3,8 % (91.200 personas o empresas) poseen terrenos de mayores de 200
hectáreas; las propiedades entre 20 y 200 hectáreas representan el 40 %,
y el restante 19 % corresponde a pequeñas propiedades, lo que se podría
llamar minifundio y microfundio.
A todo esto se suman otros problemas: a) la titulación de tierras, de
los cuatro millones de predios existentes en el país, se tiene que el 65 % de
estos no cuenta con una escritura formal; b) los baldíos, que ocupan un
área total de 1,2 millones de hectáreas, son tierras del Estado donde no hay
claridad de linderos e incluso existen choques frente a su uso y propiedad;
c) las tierras comunales no tienen la suficiente protección institucional y
quedan a expensas de los grupos armados. En tanto desorden, “los más
vivos” se apropian de la riqueza nacional, poniendo en riesgo no solo los
acuerdos de La Habana en la materia, sino las políticas de tierras y de orden
institucional que adelanta la Superintendencia de Notariado y Registro.
Desde el lado de los precios de mercado de los productos campesinos,
estos no alcanzan, por lo general, a cubrir los costos de producción. En
este país, los campesinos difícilmente tienen cómo llegar directamente a
los mercados, sino que lo hacen a través de intermediarios o directamente
entregan su producción a grandes compañías, como es el caso de los lecheros
o los cafeteros. En el caso de los cafeteros, la Federación, aun con todos
los inconvenientes, ha servido para sustentar precios. Los lecheros tienen
una importante experiencia cooperativa a través de Colanta, pero tienen
límites para recibir la producción; además, esta no es la única empresa
y en el mercado existen otras compañías con poder que se convierten
en captadoras de la producción lechera, o incluso aquellas que vienen
trabajando con base en lactosueros y leches en polvo importadas; es decir,
terminan en una sobreoferta que necesariamente es ajustada vía precios, lo
que usualmente es asumido por los campesinos productores, deteriorando
sus condiciones de subsistencia. Esta situación se repite en todos y cada
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uno de los productos agrícolas: los paperos y arroceros deben enfrentar
la competencia que desde el Ecuador entra al país, habiendo obtenido
ventajas por las políticas agrícolas del vecino país y por los menores costos
en los insumos.
Así se continuaría con productos como el maíz, el trigo, el fríjol,
la carne, las verduras, los huevos y las frutas, solo por citar algunos.
Paradójicamente, por ejemplo, la papa está llegando en mayor proporción
de Holanda, Ecuador y Estados Unidos. Los análisis de autoridades y
productores deben mostrarle al país por qué la papa o la leche que se trae
del otro lado del mundo es de menor precio. ¿Se trata de un problema de
productividad nuestra? Si es así, las nuevas políticas deberían estar dirigidas
a potenciar la productividad sectorial, porque tampoco hay derecho para
que sean los consumidores los que paguen mayores precios por la falta de
productividad del país. ¿O será que estos productos traen en sus precios
los efectos de las políticas agrarias de estos países, dejando de manifiesto
problemas de dumping? ¿O son las dos razones expuestas?
Frente a los productores, se afirma que solo el 26,7 % (725.000) reside
en el área rural, donde el 63,6 % son hombres y el 36,4 % son mujeres;
alrededor del 56 % de esta población (residentes) logró una educación
básica primaria, mientras que solo el 2,1 % alcanzó estudios universitarios
y de posgrado. El otro 73,3 % (1,9 millones) son no residentes.
Por su parte, la incidencia de la pobreza (figura 3) en los centros poblados
y rural disperso en promedio desde 2008 hasta 2016 ha sido de 46,22 %,
aunque es válido resaltar que desde 2012 este se ha venido reduciendo.
Por su parte, la incidencia de la pobreza extrema en los centros poblados
y rural disperso es, en promedio, entre 2008 y 2016, de 22,7 %, alrededor
de un 49 % de la incidencia de la pobreza. Respecto a la desigualdad de
ingresos (medidos por el coeficiente de Gini), el total nacional era de 0,522
en 2015 y 0,517 en 2016. En los centros poblados y rural disperso se registró
un 0,454 para 2015 y 0,458 para 2016.
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Figura 3. Colombia: pobreza y pobreza extrema en el periodo 2002-2016
Fuente: elaboración propia con base en información del DANE.

47

Agrociencias y territorio

Apuestas por la resignificación rural
La apuesta por una nueva ruralidad pasa por reconfigurar los modelos
de desarrollo que han marcado las características que hoy se tienen. La
primera apuesta concreta debe de ser la reindustrialización, el tener una
política industrial que posibilite ampliar y fortalecer el tejido productivo
del país y la generación de empleo decente. El otro tema relevante es la
reagrarización del país, la urgencia por pensar, diseñar e implementar
las estrategias suficientes para que el mundo de lo rural sea una real
alternativa de buen vivir no solo a quienes lo habitan, sino al país entero,
que, en últimas, es el que termina por beneficiarse de lo que en el mudo
rural se realice.
Una política rural debe configurar necesariamente el qué, el cómo
producir y el para quién. El país dejó al libre albedrío del mercado, e incluso
de la guerra, la destinación de las tierras a las diferentes producciones
(y personas), sin importar incluso sus vocaciones productivas. De esta
manera, no es extraño encontrar en el país una poca disponibilidad de la
tierra por parte de las economías campesinas. La agricultura de alimentos
ha terminado por ser marginal ante otras producciones, sean ganaderas o
no del mismo mundo rural.
La Ley de tierras que continúa en stand by deberá seguir su curso y
sincronizarse con la política rural. Las comunidades y los partidos políticos
también deberán comprometerse y hacer que las consultas previas funcione
como es debido. La idea de un país de propietarios no puede ser demagogia,
en espacial cuando la reforma agraria a la inversa ha generado un caos no
solo productivo, sino en la propia legalidad de la tenencia de la tierra; es
decir, los derechos de propiedad son una incógnita que el Estado deberá
resolver como una urgencia social.
Pero la realidad es cruel: en Colombia no solo se permite que estas
cosas pasen, sino que tras llevar a la angustia económica a los campesinos,
al quitarles sus alternativas de ingresos y de vida, al tener que soportar una
guerra que les ha arrebatado sus tierras y tranquilidad, las autoridades siguen
tratando de hacer ver como si “las extrañas y oscuras fuerzas” abusaran
de la nobleza de la gente del campo. Se necesitan acuerdos sociales sobre
estrategias que les permitan a los campesinos tener nuevas oportunidades
desde lo que son y saben hacer. Un acto de justicia con quienes, desde el
campo, con su trabajo, garantizan la vida de los colombianos.
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Estas acciones deben pasar por los subsidios necesarios como medidas
de corto plazo para evitar que continúe el deterioro en el campo; pero
también por decisiones y políticas de cambios estructurales que posibiliten
reconfigurar la producción agrícola, haciéndola viable para el país; por
sistemas de financiamiento acordes con las posibilidades de los campesinos,
por trazar derroteros claros de comercialización y sustentación de precios;
por eliminar los intermediarios y las “mafias” que se han estructurado
para hacer depender el funcionamiento del sector de los proveedores de
insumos de las transnacionales e incluso de “capos” del comercio agrícola;
por generar controles y hacer del comercio exterior una alternativa real
de crecimiento del sector.
Y a todo esto se van uniendo los descuidos sobre el conjunto de la
cadena productiva. Así, la producción necesariamente va desde la adecuación de tierras hasta el propio consumo, pasando por la financiación,
las semillas, las tecnologías, las recolecciones o la comercialización. Los
instrumentos están, pero las políticas facilitan al gran capital, dejando la
producción campesina a expensas, ojalá fuera al menos de mercado; pero
es o de los especuladores o de las grandes empresas entre las que se deben
incluir las transnacionales del sector, que con su afán de controlar toda la
cadena productiva han puesto a los campesinos a expensas de sus métodos
productivos; En otras palabras, no habría ninguna razón para exigir a un
campesino comprar semillas a las transnacionales y prohibirle el uso de
sus propias cosechas, y con ello se añade el hecho de que deban continuar
con un esquema tecnológico que obliga a la compra de agroquímicos,
asistencia técnica, entre otros.
En esta medida, organismos como Colciencias y las entidades de
investigación y transferencia en el sector se deben comprometer con
los procesos necesarios y suficientes para garantizar la productividad y
competitividad agropecuaria. También será necesario revisar los acuerdos
comerciales a los que se ha llegado, así como las políticas de permisos a
importaciones; ante todo deberá primar el interés nacional y las garantías
para que nuestros campesinos no solo puedan producir, sino que sus
cosechas puedan ser competitivas en los distintos mercados. Es hora de
volver a estructurar el mercado interno.
La agricultura, la producción rural y, más aún, la calidad de vida de
quienes se desempeñan, trabajan y viven en lo rural deberán convertirse
en un asunto de interés nacional. La seguridad y la soberanía alimentaria
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no son reivindicaciones menores de los pueblos; de hecho, las grandes
potencias económicas con las que se han firmado tratados de libre comercio
demuestran en las mismas negociaciones que ellos no colocan su sector
rural a expensas de estos acuerdos; por política se protege y se entiende
como un asunto de seguridad nacional. Este debe ser el momento, no otro,
de fijar los propósitos nacionales en torno al mundo rural; un sector del
cual no solo depende la alimentación del país, sino el trabajo, las materias
primas para la industria manufacturera, la calidad de vida de todo el país.
Sin duda alguna, esta es la base sobre la cual se deben cimentar los procesos
de reconciliación, paz y posconflicto.

Corolario: Colombia rural, apuestas para la vida y la paz
En este ambiente nacional por una mejor calidad de vida, el país debe
volver a la que es tal vez la principal génesis del conflicto: el campo, el
sector agropecuario o, mejor y de mayor integralidad, el mundo rural: esa
Colombia olvidada, marginada y que en realidad representa nuestra esencia
vital y nuestro futuro como país.
Pero se debe decir que no solo los acuerdos con las FARC son los que
ponen el tema como una prioridad para el país. Desde hace algún tiempo
se emprendieron por lo menos tres proyectos que han permitido acercarse
a esa realidad olvidada: el Informe del Desarrollo Humano del PNUD (2011):
Razones para la esperanza, el Censo Agropecuario y la Misión Rural para
la Transformación del Campo. De ellos, la conclusión sorprendente es
que somos un país rural, cuando los imaginarios y, con ellos, las políticas
públicas se volcaron hacia las zonas urbanas, prevaleciendo en ellas la
inversión y los proyectos de crecimiento y desarrollo. A lo rural se le dejó
como “el resto”, y esto casi siempre sobra, así que el rescate no será ni
sencillo ni rápido, después décadas de olvido y de permitir que un modelo
de desarrollo basado en el libre mercado simplemente haya marginalizado
al campo y a sus gentes.
Las guerras se han librado en las zonas rurales y con los campesinos
pobres. La propiedad territorial se convirtió en parte del botín, que, como
cosa extraña, configura en Colombia un poder por sí misma; es decir,
tener tierras o grandes extensiones es sinónimo de poder, aunque no
estén dedicadas a la producción. Además, hay zonas y tierras con altas
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probabilidades de ser parte de la extracción de minerales o hidrocarburos,
otras por donde se proyectan grandes obras de infraestructura, todas ellas
con promesas de significativas ganancias. La guerra ha servido para su
apropiación y concentración; no en vano las zonas de mayor violencia se
caracterizan por estos posibles y reales cambios de usos. A todo esto se
sumaron los cultivos ilícitos y el acceso a grandes fortunas para el ejercicio
del poder o para financiar la guerra. La guerra no solo ha dejado una baja
producción de alimentos, sino que ha expulsado al campesinado hacia
mundos hostiles de marginación en las ciudades. Pero si la guerra empezó
con una Colombia habitada en lo rural, hoy se espera que termine con los
campos despoblados, y la población, en las urbes con unas condiciones
de vida precarias.
El país nunca ha sido capaz de planificar el mundo rural, a pesar de su ya
larga tradición de planes libro o sus intentos por realizar reformas agrarias
que han terminado en la nada, por la mezquindad de una porción muy
conservadora del país que ha optado por el atraso del campo y la persistencia
de condiciones de pobreza como una vía para su propio enriquecimiento.
La producción agrícola que realmente ha sido generadora de procesos de
acumulación de capital y distribución de la riqueza se ha realizado en las
colinas, bajo condiciones difíciles para introducir desarrollos tecnológicos
o de industrialización. No obstante, se han dado también producciones
agroindustriales, lo cual ha significado igualmente despojos, explotaciones
y violencias inmisericordes.
La necesaria producción ganadera extensiva se convirtió en un negocio
importante, lo que no quiere decir que sea eficiente; por el contrario, la
relación entre los beneficios y los factores de producción involucrados,
especialmente tierra, distan de los países que realmente tienen en este sector
un aporte significativo para las familias y en general para la sociedad. A
diferencia, los pequeños productores pecuarios lo hacen bajo condiciones de
producción y de comercialización que están lejos de garantizar una adecuada
rentabilidad, pero que, en últimas, son los que alientan la producción de
carne o leche. Entre tanto, los productores agropecuarios no han contado
con políticas públicas de apoyo ni con la financiación suficiente para hacer
de sus actividades empresas rentables y competitivas en los mercados.
Los intermediarios, en cambio, sí que han sabido aprovechar esto para
enriquecerse a costa de productores y consumidores desprovistos de medios
para contrarrestar sus abusos.
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No es en vano entonces que el primer punto de los acuerdos de La
Habana sea precisamente el tema del desarrollo rural, una gran deuda que
el país tiene consigo mismo, donde se desarticuló productivamente, donde
cimentó en la llamada época de la violencia la exclusión económica y política
a las comunidades campesinas, indígenas y negras; un país que eliminó de
los idearios sociales al campesinado, a la producción agropecuaria, y ha
utilizado la tierra como símbolo de poder, en el más estricto sentido feudal.
Se trata entonces de que la construcción de un nuevo país signifique
unas dinámicas distintas frente al campo, a lo rural. Pero será indispensable
la presencia efectiva del Estado y sus instituciones; será imposible pensar la
paz sin la presencia del Estado en cada uno de los rincones de la Colombia
profunda y dispersa (Beltrán et al., 2001). Será también necesario rescatar
las vocaciones productivas de los territorios, emprender proyectos que
signifiquen seguridad y soberanía alimentaria en el país, al tiempo que
permitan, a partir de esta ventaja comparativa, competir en otros mercados
locales, nacionales o internacionales. El futuro rural no podrá basarse en
los mismos fundamentos del modelo de desarrollo que lo han llevado a
la postración.
Uno de los temas que debería formar parte de las nuevas agendas es
el de la asociatividad. En esto ya se han ganado experiencias, dadas, por
ejemplo, con temas de cooperativas campesinas e incluso sindicales (como
es caso de banano o del azúcar). Se deberán explorar, evaluar y proyectar
experiencias como la Federación Nacional de Cafeteros; su impacto e
incidencia en los municipios, en las épocas de auge e incluso aún hoy, no
han sido suficientemente analizados. Este Federación se constituye en un
referente interesante de promoción, asistencia técnica, comercialización
y desarrollo social. Se tratan de acciones que incluso han trascendido las
iniciativas individuales o empresariales y se han convertido en referentes
de responsabilidad social y de acuerdos tripartitos.
Construir la democracia rural también pasa por repensar los tratados
de libre comercio, priorizando las necesidades del campo, tal y como lo
hacen las grandes potencias mundiales; además de potenciar la educación,
la infraestructura, el financiamiento, la ciencia y la tecnología (Acemoglu
y Robinson, 2012). Hacer del campo un lugar para la vida, pero no solo de
quienes lo habitan, sino de promover el retorno y para todos quienes
de él recibimos lo necesario para tener una existencia digna.
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Habrá igualmente que entender, en la época del posconflicto, que el
mundo rural es una urgencia, una prioridad, si se quiere construir una
Colombia diferente. La paz pasará necesariamente por resignificar el
mundo rural. Pero esto no será fácil. Las luchas con el pasado, con las
guerras persistentes y emergentes de paramilitares (bacrim enlazadas con
políticos, narcotraficantes y terratenientes), así como los grupos guerrilleros
aún en armas, como el ELN, intentarán por doquier mantener el control
sobre territorios, como garantía de sus poderes criminales. Esto es solo el
comienzo, pero ya es importante que se tome la decisión por fin de acabar
con estas empresas de terror y de muerte, para poder hacer del mundo
rural los territorios para garantizar una buena vida, un buen vivir que nos
permita como seres humanos habitarlo y que se constituya en fuente de
producción, riqueza colectiva, equidad y bienestar.
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Una nación se constituye como tal en la medida en que existen elementos
y procesos identitarios que actúan como cohesionante social. De no existir
tales, la nación en el mejor de los casos aparece fragmentada, dividida,
segmentada, o, en el peor de ellos, polarizada, discriminatoria, excluyente,
irreconciliable.
La identidad nacional demanda una resignificación por parte de los
colombianos, toda vez que esta ausencia dificulta el emprendimiento de
proyectos colectivos planeados, las acciones colectivas emergentes y el
ejercicio ciudadano. El empoderamiento ciudadano, el fortalecimiento
institucional y la configuración de condiciones sectoriales y territoriales
son la fórmula para propiciar una opción de desarrollo, desde un proyecto
de nación que reconozca las oportunidades de activos estratégicos cuya
inclusión en la creación de valores pueda ser, a la vez, competitiva y
sostenible.
Entre las múltiples dificultades que encuentra el pueblo colombiano
para constituirse como un todo, aparece la dicotomía urbano-rural, a
manera de estratificación de las lógicas de producción de cada contexto
y como consecuencia de una evolución histórica que ha privilegiado el
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centralismo y la sociedad de élites. Colombia, en el plano cultural, proviene
de una sociedad estamental fruto de un proceso de colonización en el que
se propugnó por negar e incluso eliminar las raíces y prácticas nativas,
desde el presupuesto de que estas propendían al envilecimiento de la
herencia española.
Durante décadas, limpiar nuestras prácticas culturales mestizas se
constituyó en un objetivo de la “nación”, lo cual detonó en la negación
de nuestro linaje aborigen y mestizo, campesino y rural. La ruralidad, de
facto, ha estado acompañada de una serie de imaginarios que conjugan lo
precario, inapropiado, pobre, atrasado, lejano, inferior, incompetente; en
últimas, se denota como vulnerable. En el mismo sentido, el destino de
la nación, sus apuestas, intereses y recursos han sido orientados de manera
prioritaria hacia lo urbano, lo industrial, lo moderno, tan lejos como sea
posible de las formas de producción tradicionales y de los ciudadanos rurales.
Lentamente, lo rural ha permanecido en el discurso de un tiempo de
antaño en el que los beneficios del progreso económico y social le fueron
restringidos, limitados e incluso dosificados, a manera de una regulación
social en la que los ciudadanos rurales aceptaban un menor nivel de
derechos que los ciudadanos urbanos (Cortés, 2002).
El menosprecio por lo rural es producto de hechos históricos que
condenaron al campo al olvido, al tiempo que la lógica política del centralismo y las consecuencias económicas del capitalismo cimentaron una
lógica centro/periferia en la que esta última no solo ha sido ignorada, sino
desdeñada, menospreciada y maltratada. La historia colombiana ha estado
signada por las diferencias y las divisiones, lo cual, en consecuencia, ha
deteriorado el escaso tejido social que ha logrado sobrevivir a la guerra y
la violencia.
Las creencias sobre la complejidad o improbabilidad de incorporar
lo rural en las dinámicas de desarrollo crean un discurso dominante
impregnado por la lógica centro/periferia; allí las opciones que vinculan
lo rural con la ciudadanía y la presencia institucional toman un referente
de precariedad que impacta negativamente la creación de capacidades
sociales y políticas, al eludir en el relato ciertas ideas de empoderamiento,
autonomía y agencia.
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Centralismo, planificación y territorialidad
Como consecuencia de la ruptura en mención, las demandas sociales tienden
a desbordar la capacidad del Estado, propiciando un desequilibrio en la
relación existente entre el Estado y los ciudadanos, la cual es concretada
en el contrato social. Así, no es posible para el aparato público brindar
una respuesta satisfactoria frente a las necesidades y aspiraciones de sus
ciudadanos, lo que además afecta la confianza en las autoridades; dese
quilibrios que resultan aún más evidentes en el sector rural colombiano.
De esta manera, el desarrollo y la construcción de paz resultan ser
temas cada vez más complejos; problemas de fondo como la pobreza o la
violencia no se limitan a la presencia física o fiscal del Estado en los distintos
territorios del país, sino que tienen que ver más bien con el ejercicio mismo
de la ciudadanía, en términos de la promoción de libertades a todos los
ciudadanos y comunidades, sin importar la cercanía o lejanía de los centros
de poder en el país, los cuales, al ser principalmente urbanos, dejan en
desventaja a los habitantes de las regiones colombianas.
Insistentemente, las políticas del Estado tanto en materia de desarrollo
como de seguridad y, en general, las políticas que pretenden brindar una
mayor calidad de vida para la población, así como generar las condiciones
para la generación de riqueza en condiciones de competitividad, han estado
enfocadas hacia los principales centros urbanos del país, los que, a lo largo
de nuestra historia, y como consecuencia de un interés desmedido en el
crecimiento económico por parte de las políticas de desarrollo, se han
localizado en las área de montaña fundamentalmente, pero descuidando
las planicies y, por ende, desaprovechando las potencialidades que en
materia de desarrollo estas tienen.
Surgen aquí dos temas clave en materia de planeación del desarrollo:
por una parte, el desconocimiento que tiene el aparato público de la realidad
regional del país; por otra, el centralismo que ha restringido el desarrollo a
unas regiones y sectores que son limitados en el contexto de país; en suma,
se pasan por alto aquellas regiones que, por sus características geográficas,
presentan mayores ventajas en el momento de hablar de externalidades
positivas y economías de aglomeración.
Tal centralismo ha generado adicionalmente una relación simbiótica
entre el Gobierno central y las élites locales, que tiende a perpetuar unas
relaciones de poder verticales que limitan la posibilidad no solo de promover
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el desarrollo económico, sino de llevar a cabo una adecuada implementación de las políticas públicas, toda vez que se excluye precisamente a
sus beneficiarios y se limita la posibilidad de que se dé una aproximación
más horizontal en la relación Estado-ciudadano (Otálora y Vivas, 2011).
En otras palabras, el centralismo impide la existencia de una planificación democrática e incluyente (Jolly, 2002), la cual, por su parte, promovería
el ejercicio de la ciudadanía, el fomento del desarrollo y la construcción de
paz. Con tal fin, se hace necesario vincular tanto los elementos espaciales
como los humanos en el diseño y la implementación de las políticas públicas,
propósito que, en complementariedad con el concepto de referencial,
permitiría una mayor eficiencia y efectividad.
En el mismo sentido, es posible hablar de territorialidad, concepto que
reconoce y dignifica las identidades y características propias del territorio, lo
que permite su máximo aprovechamiento. La noción de territorio ha hecho
un tránsito en su significación de poder o dominación a la de búsqueda del
bien común, que actualmente prevalece en las políticas públicas. Ahora
bien, en la territorialización de las políticas públicas como manifestación
de la presencia del Estado, cada escenario de territorialización implica
transformaciones en la política pública nacional (Faure, 2009), entre las
que se incluye la planeación del desarrollo:
Es posible hablar de territorialidad de una política pública para
referirse a una situación en la cual la lógica dominante de regulación de esta política es una lógica territorial o horizontal y de
sectorialidad de una política pública para referirse a una situación
en la cual la lógica dominante de regulación de esta política pública
es una lógica sectorial o vertical. (Jolly, 2007, pp. 2-4)

Dada la horizontalidad prevaleciente en el concepto de territorialización, este sería el elemento fundamental para promover una visión de lo
rural más incluyente, aprovechando las particularidades de lo local en la
planeación del desarrollo, el ejercicio ciudadano y la construcción de paz
(Terriblini, 2001). Las políticas públicas tienen incidencia en el territorio
incluso cuando en su diseño e implementación este no sea considerado.
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La ausencia histórica del Estado y la incipiente
institucionalidad en lo rural
La ausencia del Estado en las zonas periféricas —fenómeno que desde la
formación de la nación ha caracterizado a Colombia— se ha constituido
por décadas como uno de los factores determinantes en el surgimiento de
conflictos internos, los cuales han derivado en enfrentamientos violentos.
Las inequidades entre las diferentes regiones del país han sido
evidentes a lo largo de la historia colombiana: desde la distribución de
tierras como botín de la independencia (Tirado, 2007) hasta las reformas
agrarias como las de Carlos Lleras Restrepo y Alfonso López Michelsen,
orientadas hacia la urbanización del país y el fomento a las exportaciones
nacionales (Ocampo, 2007); hechos que progresivamente fueron cavando
una profunda brecha entre las regiones más productivas del país, como lo
son las grandes urbes (Bogotá, Medellín, Cali y anteriormente Barranquilla)
y aquellas con sentidas necesidades sociales.
La ausencia del Estado implica una baja institucionalidad, de manera
que la sociedad y los intercambios responden a reglas alejadas de los
designios legales. Así, la cotidianidad rural ha derivado en la perpetuación
de estructuras casi feudales de distribución de la tierra y el trabajo, las
cuales conviven con las dinámicas del sector urbano, más propias del
sistema capitalista.
De este modo, la ausencia del Estado ha degenerado en la consolidación
de dos tipos distintos de país: el país urbano, el que asume patrones de
consumo de la sociedad occidental, emulando las prácticas de interrelación
de sus referentes más próximos, como Norteamérica y Europa occidental;
y el país rural, que se debate entre la preservación de valores tradicionales
de pertenencia al territorio, preservación de la familia, mantenimiento del
orden social, etc., y los factores de atracción que las nuevas generaciones
perciben frente a una sociedad urbana que se plantea como más poderosa
y exitosa; todo ello, en el concierto de la modernidad.
Dicho tipo de relaciones ha privilegiado visiones del mundo que, como
el patriarcalismo, han resultado más propicias para la guerra. Los hijos de
lo rural son quienes van a la guerra, como representantes y combatientes
de todos los ejércitos, sean estos legales o ilegales. Tal situación es también
reflejo de las múltiples violencias (estructural, simbólica y directa) que se
entrecruzan, lo que propicia que la población rural sea más vulnerable a
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sufrir violencias, al tiempo que el sector urbano se ha visto aislado de las
consecuencias más catastróficas de la guerra.
La baja institucionalidad que ha sido apropiada por el sector rural es
perceptible también en la poca confianza que expresan los habitantes de la
Colombia rural frente a las organizaciones del Estado. El conflicto armado
interno, en efecto, ha sido un elemento significativo en este sentido, toda
vez que el Estado ha fallado en la protección de sus ciudadanos, al tiempo
que la asistencia de tipo humanitario ha sido prestada primordialmente
por organizaciones internacionales como el Comité Internacional de la
Cruz Roja (CICR).
La existencia de tan alta inequidad ha derivado en una mayor vulnerabilidad, perceptible en la mayor tasa de incidencia del conflicto armado
interno en la población rural, así como en las condiciones socioeconómicas
desfavorables en términos de desarrollo existentes en las zonas rurales.
La exclusión, si bien puede tener su origen en imaginarios o creencias de
carácter simbólico, se hace perceptible y tangible en otro tipo de elementos,
como el económico, el social, el político, y en el desempoderamiento
de ciudadanos olvidados por las instituciones del Estado.

Los efectos de instituciones urbanas en el contexto rural
Ahora bien, la planeación del desarrollo se ha visto limitada a las directrices
que desde lo urbano se dictan; se ha dejado en manos de personal altamente
calificado la toma de decisiones de carácter técnico que terminan afectando
la vida en lo local. El desarrollo desde esta perspectiva ha privilegiado una
concepción de progreso, que, en su misma definición, ubica al sector rural
en una situación de desventaja, al ser un sector que se encontraría en un
nivel inferior frente al progreso urbano.
Distintas instituciones de carácter internacional han privilegiado este
tipo de enfoques; bien lo ejemplificaba Stiglitz (1996) en su artículo “El
papel de los gobiernos en el desarrollo económico”, incluido en la conferencia del Banco Mundial para ese año. El artículo claramente presenta un
enfoque desde la denominada “segunda generación de economistas” por
Meier (2002); en ese sentido, se plantea una serie de directrices referentes
a la forma de aplicación de las políticas regulatorias de los gobiernos, las
cuales determinarán el éxito en la aplicación de las políticas de desarrollo.
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Efectivamente, entre los economistas de la segunda generación, el
debate se desarrolla en torno a la necesidad de establecer directrices que
permitan un balance entre el papel del gobierno, las demandas principalmente de servicios sociales del Estado, el comportamiento general de la
economía y la búsqueda de competitividad, así como la aplicación de las
políticas públicas, en función de alcanzar la efectividad deseada de estas,
principalmente en las economías en desarrollo y en transición.
Los parámetros de eficiencia del Estado y los mecanismos de regulación
planteados por Stiglitz (1996), en consonancia con la segunda generación
de economistas, propugnan por una menor intervención del Estado en la
economía y por un papel del Gobierno conducente a una regulación dinámica
que permita garantizar el adecuado funcionamiento económico; enfoque
con el que la concepción tradicional de Estado de Bienestar, heredada de
los gobiernos socialistas, perdería total vigencia.
La postura de Stiglitz frente al papel que deben cumplir los gobiernos
de los países en vías de desarrollo apunta a la promoción de un mejor
uso de los factores de producción, de manera tal que se posibilite el
comportamiento adecuado de la economía a través de la regulación. Así,
el Estado debe encargarse de establecer las dotaciones iniciales necesarias
para el dinamismo y la estabilidad económica, mediante inversiones
en seis aspectos fundamentales: promover la educación, la tecnología,
las inversiones en infraestructura, prevenir la degradación ambiental e
invertir en la infraestructura financiera. De este modo, se permitiría el
flujo de capitales tanto en el sector productivo como en el general de los
agentes económicos que participan de este, es decir, los consumidores y
la inversión en redes de seguridad social.
Los modelos económicos menos intervencionistas confían en el
mercado financiero como promotor del dinamismo económico, para lo
cual se requiere de la existencia de suficiente capital, así como de una
infraestructura financiera que permita la participación de un número
adecuado de agentes económicos, posibilite la aplicación más efectiva de
la política monetaria y brinde un mecanismo adecuado para la regulación
macroeconómica. Esta última resulta ser una inversión de especial relevancia
en el contexto económico actual.
¿Es posible entonces un Estado de bienestar? Desde el papel del Estado
propuesto por Stiglitz (1996), resultaría posible un Estado de bienestar,
en la medida en que este se instaure en consonancia con una serie de
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inversiones que garanticen el adecuado funcionamiento de la economía,
para así contar con una política fiscal de corte expansionista en la cual se
incluyen el suministro de los servicios sociales del Estado. Aun así, desde
esta postura la planificación propia del Estado de bienestar se supeditaría a
los resultados económicos, tras lo cual se perdería el concepto de derechos
de los ciudadanos.
El análisis para Stiglitz se centra en las posibilidades de acción de
los gobiernos en las economías en desarrollo, donde identifica una serie
de dificultades en la aplicación de las políticas en cuanto a un rezago en
la capacidad de estos países para el diseño de políticas adecuadas, al no
contar con una burocracia altamente calificada, además de tener una
restricción presupuestaria alta para la satisfacción de demandas sociales
crecientes. Por otra parte, la problemática social y las dificultades de los
sectores económicos para incursionar en un mercado global hacen que
las condiciones económicas y sociales se encuentren en un continuo cambio,
el cual también debería ser asumido por estos gobiernos. Sería entonces
deseable un rediseño constante y dinámico de las políticas de los gobiernos,
lo que resulta inviable dadas las condiciones precarias de su burocracia.
Las políticas gubernamentales deben estar orientadas entonces a la
regulación del mercado a través de distintas estrategias (Stiglitz, 1996).
Por una parte, los incentivos dados a la actividad económica se proponen
como prioritarios a las actividades de producción y consumo, mas no
como subsidios a la demanda. De este modo, la regulación no llegaría
a distorsionar las señales del mercado, donde se espera que participen
eficientemente y por sus propios medios aquellos productores que, por un
periodo limitado, se verán beneficiados de los incentivos. Los incentivos
no son estáticos; deben también irse modificando de sector a sector como
una estrategia de choque, mas no como la planificación de largo plazo que
caracterizaría a un Estado de bienestar.
Desde este esquema, resulta pertinente preguntar nuevamente: ¿es
posible un Estado de bienestar? No solo es posible sino necesario, ya que el
modelo de regulación está confiando en la participación de los consumidores
en el mercado para la adecuada aplicación de las políticas regulatorias y
de promoción de la competencia, que permitan un mejor comportamiento
de la economía en general. Es necesario además porque para que estas
políticas sean aplicables, el Estado —más que los gobiernos— debe efectuar
una serie de inversiones que posibiliten la producción y la competencia, y
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esas inversiones deben efectuarse planificadamente para que su retorno
sea efectivo.
En otras palabras, un Estado de bienestar, en cuanto intervención
continuada del gobierno en la economía, limita las posibilidades de
dinamismo económico, al tiempo que excede la capacidad de respuesta
del Estado, razón por la cual esta tendencia intervencionista ha tendido a
abandonarse. Pero un Estado de bienestar que propicie una planificación
de largo plazo, en la que se incluya la solución a distorsiones del mercado
en la forma en que lo señala Stiglitz (1996), es posible y necesario, ya que
la planificación del desarrollo es la única que permitiría la localización
adecuada de los factores de producción y generar nuevos nodos de desarrollo.
Ahora bien, una de las recomendaciones para los gobiernos de países
en vías de desarrollo se centra en crear equipos técnicos con los profesionales mejor calificados, esto es, educados en las mejores universidades del
mundo desarrollado —por tanto, no locales—, en la toma de decisiones y
como alternativa para lograr apurar el paso en la consecución del progreso
prometido por tales visiones de desarrollo.
En consecuencia, se encuentra que pocos planes de desarrollo han
volcado su vista al sector rural desde 1960, momento en el que Colombia
se inicia como pionera en la elaboración de planes de desarrollo en Latinoamérica; sin embargo, las políticas que se han incluido en los planes de
desarrollo nacionales aún tienden a subordinar lo rural frente a lo urbano,
en una concepción de lo rural como abastecedor de productos y servicios
a lo urbano, y en particular a la industria.
Las políticas de agroindustria y tecnificación de la producción agrícola
se han visto restringidas a la transferencia de conocimiento y programas
de extensión de instituciones como la Federación Nacional de Cafeteros,
mas no a la promoción de estrategias productivas capaces de generar una
mayor productividad agrícola en el campo colombiano o a la promoción
de encadenamientos productivos y clústeres que logren una articulación
adecuada y competitiva en la producción rural y urbana.
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La oportunidad política del fortalecimiento
de la ruralidad desde lo local
Tras años de exclusión, nos encontramos con un escenario rural en el que
las prácticas económicas, políticas y sociales resultan significativamente
distintas a las urbanas. Los referentes éticos, morales y, en general, de
socialización política han mutado en lo rural hasta lograr una amalgama
entre el derrotero dictado por lo urbano, sus prácticas, creencias, directrices,
y lo cotidiano en lo rural.
La cotidianidad en lo local ha implicado un estrecho vínculo entre
el conflicto armado colombiano, las prácticas de la guerra, la pobreza, la
exclusión, la inequidad y las prácticas culturales heredadas de los procesos
de colonización española. Tal postura se encuentra en coherencia con lo
que expone Fals Borda (2000, pp. 45-51) en cuanto al talante del territorio
como construcción social. Desde esta perspectiva, el territorio es resultado
de las interacciones societales de quienes lo habitan, las cuales provienen de
las dinámicas que a lo largo de la historia han ido perfilando las distintas
formas de habitación del territorio y las interacciones que se han establecido entre las diferentes culturas que los habitan. La dimensión física
del territorio es solo uno de los elementos que lo configura; de ahí que su
construcción sea un proceso dinámico, jamás estático y socioculturalmente
apropiado. En el mismo sentido, Maldonado (2003) afirma:
La existencia de pequeños municipios es un resultado de procesos
históricos específicos y de circunstancias concretas de cada país.
A pesar de la tendencia a la urbanización y concentración de la
población y la actividad económica en pocos y grandes centros
urbanos, la realidad muestra la persistencia de numerosos municipios pequeños. (pp. 234 y 235)

Es pertinente entonces señalar que la forma en que se configuró la
habitación del territorio nacional ha terminado en el desaprovechamiento
de algunas de las zonas que bien podrían ser las más productivas del país;
y es que es precisamente a partir de ese referencia que se ha tendido a
estigmatizar regiones como la Amazorinoquía o el Chocó como pobres,
inexplotadas e inexplotables, lo cual ha incidido de manera desfavorable
sobre su racionalidad y opciones de habitación; son regiones estigmatizadas
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desde el imaginario de que su supuesta lejanía implica además la imposibilidad de obtener un buen desempeño económico o una adecuada
participación política al habitar allí.
Bien lo señala Boisier (1994): la racionalidad regional se encuentra en
constante cambio a causa de la revolución tecnológica y la globalización. De
esta manera, en la actualidad la importancia de una región no se encuentra
determinada por su tamaño, sino por el hecho de que sea económicamente
viable y por su capacidad para interactuar con el resto del mundo. Así,
identidad, cultura y territorio se constituyen como elementos fundamentales
y diferenciadores de las regiones en su camino hacia la competitividad
regional (Boisier, 1994, pp. 16-17, citado en Otálora y Vivas, 2011).
La postura de Friedman (1992) sobre la necesidad de empoderar a los
participantes para estructurar un modelo alternativo de desarrollo sirve
para reconocer que los ciudadanos, así como las formas más colaborativas
de participación en la economía, constituyen un camino plausible para
aquellos que no han logrado transitar la senda del desarrollo. En un escenario
menor, esta concepción es expresada por Blanchard (1996): reconoce que,
en un escenario organizacional, la autonomía y capacidad de los empleados
crea emprendimiento y dinamiza la productividad.
La democracia en profundidad no es una idea sino una forma de acción
política que parte de la autorización para que los ciudadanos empoderados
participen en la coproducción de bienes y servicios públicos que promuevan
su calidad de vida, incluso su forma de vida; de manera que es posible
responder a la pregunta que se hacen Iglesias y Barreito (2014): ¿es posible
alcanzar una mejor democracia a partir de ciudadanos informados y
cualificados para participar en los escenarios públicos?
Algunas alternativas para el fortalecimiento de lo local, la búsqueda
y promoción de diálogos entre lo rural y el Estado colombiano, y entre lo
rural y lo urbano, serían:
•

Permitir espacios de interlocución entre actores que logren
comprender las prácticas cotidianas de lo rural. En este caso, y
haciéndole un esguince a las propuestas que otrora promoviera
Stiglitz (1996), necesitaríamos la presencia de funcionarios
públicos con la mejor formación técnica posible, pero que además
logren una comprensión adecuada de la ruralidad desde lo local;
interlocutores en el sector público que provengan de lo rural, que
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•

•

•

•

hayan pasado parte de su experiencia de vida en tales entornos y
que su conocimiento de lo rural no se derive en exclusiva de sus
prácticas laborales.
Promover las asociaciones rurales de distinta índole, sean estas
económicas, políticas, culturales, etc. El fortalecimiento y el empoderamiento de los ciudadanos locales parte de rescatar el diálogo
y la deliberación como elementos constituyentes de la identidad
política de lo rural. En este aspecto en particular es necesario
señalar que la guerra, tan presente en el campo colombiano, ha
sellado las voces de nuestros campesinos y acentuado el silencio
en lo social, lo comunitario, lo familiar.
Impulsar estrategias de competitividad desde lo urbano que incluyan
de manera equitativa a lo rural; es decir, se requieren iniciativas
que permitan la planeación del desarrollo de manera integral, esto
es, que propicien espacios como el comercio justo y la economía
solidaria, entre otros.
En adición, la inversión en infraestructura en lo rural requiere el
cambio de concepción de asistencia de las inversiones públicas frente
a lo rural. Las inversiones deben darse de manera contundente
y planificada como un programa completo de inversiones, y no
exclusivamente como una medida de emergencia.
Articulación del sector educativo con lo rural, desde la comprensión
de las lógicas de conocimiento propias de los distintos entornos
rurales. Este aspecto cobra especial relevancia en relación con las
minorías étnicas (por ejemplo, las comunidades indígenas). Su
cosmovisión y su experiencia histórica implican la sumatoria de una
gran cantidad de variables en la comprensión de sus dinámicas de
vida. Tal forma de pensamiento lejos está del pensamiento lineal
propio del método cartesiano que se ha heredado de la academia
occidental; y es precisamente esta lógica la que permitiría una mejor
articulación entre lo rural y lo urbano, toda vez que es a partir de
sus propios referentes que se hace posible una comprensión de
sus propios parámetros, de su forma de vida y, por tanto, de su
propia concepción de desarrollo. A partir de este elemento sí se
posibilitará la potenciación de lo local como elemento clave para
el desarrollo rural.
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De ciudadanos de “segunda” a ciudadanos empoderados
Como se mencionó, todos los tipos de violencia han afectado de manera
especial al sector rural colombiano; entre estos, y siguiendo la teoría
de Galtung, la violencia estructural y la violencia simbólica, como
materialización de un proceso histórico excluyente, que ha relegado a
un segundo plano lo rural (Kay y Montalvo, 2007) y en el que la pobreza
fuera durante años justificada por la necesidad de orientar las inversiones
a los megaproyectos industriales al servicio de las lógicas productivas
urbanas. Así, la violencia estructural es tangible en la pobreza, así como
la vivencia cultural en las justificaciones a la existencia de tal pobreza.
Pareciera entonces que los ciudadanos rurales fueran considerados como
ciudadanos de segunda categoría, ciudadanos con un nivel inferior —no
solo distinto— de necesidades y de derechos, ciudadanos suspendidos en
el tiempo como un souvenir para el turista curioso.
En particular, las comunidades indígenas han sufrido este tipo de
violencia, con mayor fuerza en algunos momentos históricos como en los
años setenta, pero aún hoy en día a partir de la imposición de prácticas
culturales, económicas y educativas preservacionistas como fuera el
fenómeno de la etnoeducación.
El empoderamiento de los ciudadanos rurales pasa por su inclusión
en la toma de decisiones sobre su modelo de desarrollo, en el diseño, la
implementación y evaluación de las políticas, en la supervisión de las
obras de inversión y en la participación en escenarios urbanos en los que
pueda establecerse un puente de comunicación con las lógicas que han
perfilado las prácticas homogeneizantes de lo urbano (Kay y Brunet, 2009;
De Grammont, 2004; Galindo y Delgado, 2006).
El empoderamiento del ciudadano rural requiere, por tanto, el irrespeto
por lo urbano, la modificación de lo homogéneo, la diversidad como vehículo
de diálogo y la interacción entre individuos urbanos y rurales; algo que
puede finalmente llevarnos a la definición de la categoría “colombiano”
como identidad política y de movilización social.
La construcción de paz, por consiguiente, debería pasar por el empoderamiento de los ciudadanos como soberanos de una colectividad política
en la cual existen relaciones de mutualidad y reconocimiento en igual
dignidad. Esto implica que los ciudadanos, sin importar su origen, tengan
la oportunidad de participar en la definición de su propia forma de vida,
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modelos de desarrollo y formas de interacción política. El empoderamiento
del ciudadano rural demanda la definición de características identitarias
propias, así como el hacer conscientes las dinámicas y normas implícitas
propias de su comunidad.
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Tierra y territorio en las historias
del conflicto
Wilson Vergara Vergara*

El reciente informe titulado Basta ya, del Grupo Memoria Histórica, encontró
que el conflicto en Colombia ha cobrado la vida de 220.000 seres humanos
entre 1958 y el 2012 1 (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013). De su
lectura se pueden extraer dos conclusiones principales: la primera es que el
conflicto en Colombia se ha invisibilizado frente a sus devastadoras y letales
consecuencias, altamente subestimadas por los medios de información e
incluso por las estadísticas oficiales; la segunda es que el conflicto tiene
raíces profundas en el problema agrario colombiano.
En esencia, las élites de los partidos Liberal y Conservador se disputaron
el poder y el dominio del territorio desde el siglo XIX. Con sus visiones
dogmatizadas, adoctrinaron al pueblo y encendieron sus pasiones. Este
proceso de confrontación creciente desencadenó el asesinato de Jorge
Eliécer Gaitán en 1948, dando origen a La Violencia. En repuesta a la
guerra, las élites políticas de los partidos tradicionales pactaron la constitución del Frente Nacional. Esta manguala política excluyó al Partido
Comunista, que pronto tendría asidero en las autodefensas campesinas
abandonadas por el Partido Liberal, quienes más tarde serían la simiente
de los grupos insurgentes de Colombia. Ante el escalamiento del conflicto,
los campesinos huían hacia la frontera agrícola, frente el cerco montado
por las ganaderías extensivas sobre el centro, desplazándolos más hacia
la periferia. En la vorágine de esta periferia no había Estado, y la compleja
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Adicionalmente, los datos incluyen 23.000 víctimas de asesinatos selectivos, 11.750 víctimas de
masacres y 27.023 víctimas de secuestros (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013).
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geografía colombiana le dio ventajas comparativas al narcotráfico, una
maquinaria de muerte que penetró profundamente a la sociedad y a la
clase política colombiana.
En los ochenta, el creciente imperio del narcotráfico y su alianza con
sectores del Estado, a lo que se aunó el aumento del pie de fuerza de los
ejércitos de las insurgencias, desembocaron en un proceso de violencia
de los más cruentos de la historia: provocaron más desplazamientos de
campesinos y la apropiación a sangre y fuego de las mejores tierras del país
a manos del narcotráfico (Reyes. 2009). Mientras tanto, la frontera agraria
continuaba su expansión, en un proceso en el cual los colonos tumbaban
la selva, que más tarde serían pastos para ganadería extensiva.
Los noventa marcaron el comienzo del neoliberalismo, y con él, el
abandono progresivo de las políticas de desarrollo rural por parte del
Estado, por cierto bastante marginales hasta entonces. El modelo neoliberal
le apostó a la agricultura empresarial de gran escala, con el propósito
de convertir al campesino en empleado de los complejos agrícolas (Kay,
2003), a partir del supuesto ampliamente rebatido por la ciencia de que la
agricultura de pequeña escala no es viable.
El cambio, de gobierno en 2010 dio un giro inesperado en la política
agraria, con el regreso, todavía pálido, del desarrollo rural y en la política
militar con la apuesta por un proceso de paz que hoy no parece tener
reversa. El primer punto de la negociación entre el Gobierno y las FARC
fue el desarrollo rural, del cual surgió la propuesta de una Reforma Rural
Integral con enfoque territorial.

Consecuencias de la concentración de la tierra
Colombia heredó una concentración de la tierra de las más altas del planeta,
la cual ha sido la causa histórica más importante —aunque no la única— del
origen y la perpetuación del conflicto colombiano. La concentración de la
tierra es un freno al desarrollo rural y también al desarrollo del conjunto
de la sociedad. En su informe de 2006, el Banco Mundial relacionó el
coeficiente Gini de tierras con el índice de desarrollo humano para todos
los países; a partir de este ejercicio mostró que existe una correlación muy
fuerte entre una mayor concentración de la tierra y un menor índice de
desarrollo humano (Banco Mundial, 2006).
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Adicionalmente, la concentración de la tierra genera un uso inadecuado
del suelo. De acuerdo con la Unidad de Planificación de Tierras Rurales
(UPRA), Colombia tiene un potencial de 8 millones de hectáreas para
ganadería y usa 38 millones de hectáreas en pastos para el ganado, mientras
que su potencial para cultivos es de 15 millones y solo está usando 6 millones
(UPRA, 2015). Esto representa un gran sacrificio en la productividad agrícola
del país, ya que una hectárea en cultivos produce 17 veces más valor que
una hectárea en ganadería (Vergara, 2010).
Por otro lado, como las tierras planas en el centro fueron monopolizadas
por el latifundio improductivo, los campesinos utilizaron las tierras de
alta pendiente, a veces en los páramos o en los humedales, o abrieron la
frontera en la selva con daños ambientales catastróficos (Reyes, 2016).
Por último, una de las más graves consecuencias es la eficiencia. Los
predios grandes en su conjunto subutilizan la tierra, y los predios pequeños
presentan una alta producción por unidad de área, pero representan una
fracción minúscula del área de uso agropecuario. En un estudio, Leibovich
(2013) encontró que el microfundio, es decir, los predios de menos de 0,5
unidades agrícolas familiares (UAF), producen $9.832.739 por hectárea,
mientras que la gran propiedad, predios mayores a 10 UAF, solo producen
$245.476 por hectárea. Sin embargo, el ingreso per cápita en el microfundio
es de $447.462, mientras que en la gran propiedad es de $6.694.716.
Por otro lado, Forero (2013) encontró que no existen diferencias entre
productores grandes y pequeños en rentabilidad, fundamentalmente debido
a las economías de “microescala” en los pequeños y a las economías de
escala en los grandes. No obstante, la evidencia empírica internacional ha
medido la productividad de los predios, y no la rentabilidad, con lo cual
se encuentra una fuerte relación inversa entre el tamaño del predio y la
productividad agrícola (Cornia, 1985; Lipton, 2009).
El problema está en que la mayor parte de la tierra está en predios
grandes de baja productividad, representados principalmente en la ganadería extensiva; mientras que, en los predios pequeños, donde se aloja la
mayoría de los pobladores rurales, pese a que su productividad es muy alta,
los ingresos por trabajador son muy bajos, lo cual determina su pobreza.
La “relación inversa” entre el tamaño del predio y la productividad
agrícola, que afirma que cuanto más pequeño es el predio mayor es su
productividad, es el hecho estilizado más importante del desarrollo rural
(Lipton, 2009). En vista de que la frontera agrícola se está agotando, y de
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que los avances tecnológicos ya no incrementan la productividad como en
el pasado, 2 la única forma de incrementar la producción agrícola es tener
en cuenta la relación inversa, cuya evidencia empírica ha sido ampliamente
demostrada.3
Los predios más pequeños son más productivos porque cultivan más
área, sacan más cosechas al año por hectárea y producen bienes de mayor
valor (Boyce, 1987). Los predios pequeños tienen exceso de mano de obra
que utilizan intensivamente, con lo cual se incrementa la producción. Sus
costos de transacción asociados a la vigilancia de la mano de obra son muy
bajos (Lipton, 2009). Adicionalmente, utilizan mano de obra familiar, que
es mucho más comprometida y flexible.
Los predios pequeños no solamente son más productivos, sino que
además generan el 95 % del empleo (Berry, 2016), son un patrimonio
cultural y un conocimiento ancestral invaluable, son fundamentales para
garantizar la seguridad y la soberanía alimentaria, demandan bienes
locales y sus ingresos no se filtran a la economía internacional. Y quizás
lo más importante es que su marginación es la piedra angular del conflicto
colombiano y, por lo tanto, el logro de la paz pasa por su reconocimiento
explícito en las políticas públicas.
Evidentemente, la concentración de la tierra es un obstáculo para
aumentar la productividad agrícola, porque no se logra el tamaño óptimo
de explotación. El latifundio y el minifundio, o el microfundio, no corresponden a tamaños óptimos de explotación. En Colombia, la mayor parte
de los predios grandes corresponden a ganaderías extensivas4 de muy baja
productividad. Por otro lado, el microfundio, según el Proyecto de Protección
de Tierras (citado en Leivovich, 2013), corresponde al 80 % del total de

2

La principal fuente de aumento de la productividad agrícola en el largo plazo ha sido el progreso
tecnológico; sin embargo, mientras en la década de 1970 la productividad crecía 3 % debido al
progreso tecnológico, en la década de 1990 solo crecía al 1 %. La revolución verde ha llegado a su
techo y la revolución biotecnológica (los transgénicos) aún no ha producido efectos destacables
sobre el crecimiento de la productividad (Lipton, 2007).

3

De acuerdo con Lipton (2009), dentro de los muchos estudios que han demostrado la relación
inversa se encuentran los de Sen (1962), Cornia (1985), Berry y Cline (1979), Carter (1984), Kutcher
y Scandizzo (1981), Barrett (1996), Nkonya et al. (2004), Sahn y Arulpragasam (1993) y Nega et al.
(2003).

4

Tan solo una fracción muy pequeña del latifundio está en agricultura comercial a gran escala,
principalmente azúcar, palma de aceite, banano y algunos cereales, o en ganaderías más tecnificadas
como el doble propósito, ceba o lechería tropical.
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predios en Colombia, pero solo posee el 10 % de la tierra y constituye un
tamaño de predio de 0,5 UAF,5 por lo que sus predios no generan ingresos
suficientes y constituyen el grueso de la pobreza rural (Leivovich, 2013).
La precariedad de la estructura de derechos de propiedad agraria es
la causa principal de que no se logre el equilibrio en el tamaño óptimo, al
impedir que la tierra se transfiera a su uso más eficiente. Adicionalmente,
esta estructura deficiente de derechos de propiedad ha facilitado el despojo
y la apropiación ilegal de la tierra con el uso de la violencia. Los actores
con más poder han corrido la cerca sobre los baldíos, los bosques, los
humedales y sobre los predios de los agricultores campesinos, sin que
el Estado haya tenido la capacidad de defender la propiedad, los predios
públicos, los bienes ambientales y la población vulnerable (Reyes, 2016).

De la tierra al territorio en el posconflicto
Colombia tiene el conflicto más largo sin resolver en la región, pero
actualmente nuestra historia transcurre por un nuevo proceso de paz. El
primer punto de esa negociación de paz fue conocido como el desarrollo
rural. En este punto de la negociación se pactó una Reforma Rural Integral
fundamentada en el enfoque territorial del desarrollo rural. El hecho de
que la tierra haya sido el primer punto de discusión y el más importante
para la insurgencia demuestra que la disputa por la tierra fue neurálgica
en el origen y la perpetuación del conflicto colombiano.
No obstante, el conflicto no se puede generalizar en la disputa por la
tierra. En realidad, existen dos conflictos en el medio rural: el agrario, que
se relaciona con la disputa por los derechos de propiedad sobre la tierra,
y el conflicto armado de los grupos ilegales y del Estado que se disputan
el territorio. El conflicto rural tiene varias modalidades: la disputa clásica
por la tierra entre campesinos y terratenientes; la de grandes inversionistas nacionales o extranjeros para grandes proyectos agroindustriales
alimentarios o de agrocombustibles; la explotación de recursos naturales
5

Según el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder, s. f.), la UAF “es la empresa básica
de producción agrícola, pecuaria, acuícola o forestal, cuya extensión permite, con su proyecto
productivo y tecnología adecuada, generar como mínimo dos salarios mínimos legales mensuales
vigentes. Además, permite a la familia remunerar su trabajo y disponer de un capital que contribuya
a la formación de su patrimonio”.
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del subsuelo, o el agua o la biodiversidad, que se disputan las tierras del
estado con pequeños o grandes propietarios; la de los indígenas por la
recuperación de sus territorios ancestrales, o las de las comunidades
afrocolombianas por los derechos colectivos al territorio; por último, la de
los campesinos que son despojados por medio de la violencia de los grupos
ilegales asociados con las élites regionales (Programa de las Naciones
Unidas para el Desarrollo [PNUD], 2011).
La guerra por el territorio busca el enriquecimiento ilícito, el control
de la población, la captura de rentas públicas locales y el acceso al poder
político, auspiciados por el narcotráfico. Hasta los setenta, la disputa por
la tierra es explícita, pero a partir de los ochenta se cambia a la disputa
del territorio impulsado por el narcotráfico, sin que la disputa por la
tierra desaparezca. Hoy estos dos conflictos están entremezclados y, por
lo tanto, la solución del conflicto rural no debe centrarse solo en resolver
el problema de la disputa por la tierra.
Frente a la perspectiva del proceso de paz, el gobierno de Santos
formula el Proyecto de Ley de Tierras y Desarrollo Rural del 2011, donde se
presenta la propuesta de desarrollo rural con enfoque territorial, entendida
de esta manera:
El proceso de transformación productiva, institucional y social de
los territorios rurales, en el cual los actores sociales locales tienen
un papel preponderante y cuentan con el apoyo de las agencias
públicas, privadas o de la sociedad civil, o unas u otras, con el
objetivo de mejorar el bienestar de sus pobladores, con base en
el uso sostenible de la biodiversidad, en particular los recursos
naturales renovables y los servicios ecosistémicos.

Los nuevos aportes a la teoría del desarrollo empezaron a conceder gran
importancia al territorio6 (Schejtman y Berdegué, 2004). De acuerdo con
Sosa (2012), el territorio se puede pensar como una construcción integral,
dialéctica, compleja, multidimensional y pluridimensional, desde la vida
social y sus múltiples y plurales interrelaciones, procesos y dinámicas, donde

6

Dentro de los aportes que nutrieron el enfoque territorial se destacan los trabajos de Krugman en
Geografía económica, los de Porter en Cluster y competitividad, el Capital social de Putnam, los
geógrafos como Porto Gonçalves y Santos, y los aportes de la teoría del desarrollo local.
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lo geográfico y ecológico, lo económico, lo social, lo cultural y lo político
son entendidos como partes indivisibles y en interacción (Sosa, 2012).
Adicionalmente, el actual gobierno presenta la Misión Rural 2015,
fundamentada en tres principios: a) el enfoque territorial participativo,
que reconoce una ruralidad diferenciada y a los habitantes rurales como
gestores y actores de su propio desarrollo; b) la inclusión tanto social como
productiva, con un énfasis en los pequeños productores; c) el desarrollo
rural competitivo y ambientalmente sostenible, basado en la provisión
de bienes públicos antes que en políticas asistencialistas (Ocampo, 2015).
Del acuerdo agrario pactado en La Habana surge la Reforma Rural
Integral, de la cual se derivaron los siguientes compromisos:
•

•
•
•
•
•
•
•
•
•

Fondo de tierras: que saldrá de la recuperación de baldíos ilegalmente apropiados, de la extinción de dominio de tierras ilícitas y
de tierras ociosas.
Acceso integral: más allá de la tierra, se otorgará capital semilla,
riego, asistencia técnica, crédito.
Formalización de la propiedad: en el entendido de que 50 % de los
pequeños predios no tienen título de propiedad.
Jurisdicción agraria: que buscará la dotación importante de jueces
agrarios.
Modernización del catastro: ya que actualmente 54% de los registros
catastrales están desactualizados.
Asesoría al recaudo predial: fundamentado en el principio constitucional de progresividad.
Ordenamiento productivo y ambiental del territorio: bajo lineamientos del uso del suelo según su vocación y visiones territoriales.
Cierre de la frontera agraria: que buscará delimitar la frontera y
proteger áreas de interés ambiental
Zonas de reserva campesina.
Planes nacionales territoriales: principalmente en infraestructura,
salud, educación, vivienda, tecnología, comercialización, seguridad
social, seguridad alimentaria.

Por último, los objetivos del enfoque territorial que surgen del pacto
agrario en La Habana incluyen, en primer lugar, un ordenamiento ambiental que busque contener el deterioro de ecosistemas estratégicos, la
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deforestación de selvas, la erosión por sobreexplotación agrícola, cerrar
la expansión de la frontera agraria en reservas forestales y en humedales,
y señalar un límite al grado de pendiente de la tierra. El segundo objetivo
es el de la eficiencia económica, con el cual se busca lograr un uso adecuado del suelo que responda a criterios de eficiencia social, ambiental
y productiva. El tercer objetivo es la justicia distributiva, para cerrar la
brecha urbana rural, lo que implica dar acceso a la tierra a los que carecen
de ella o la tienen de manera precaria. Pero este acceso no se debe dar
en zonas marginales y alejadas, porque esa se tendería a reproducir la
marginalización del campesinado y porque se sabe que el Estado no
puede llevar bienes públicos en la frontera. El cuarto objetivo es de una
institucionalidad para la paz, principalmente para resolver conflictos por
la tierra dentro de los territorios, lo cual requiere el acompañamiento y la
vigilancia de las comunidades.
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Política de tierras en el marco del
desarrollo rural con enfoque territorial
y el posconflicto
Daniel Abdón Varela Muñoz*
El perfeccionamiento del marco de desarrollo rural con enfoque territorial
(DRT) en Colombia, en un ambiente de paz, implica la sinergia entre las
instituciones económicas y políticas actuales o aquellas necesarias para
impulsar los acuerdos que se negocien en La Habana. De la negociación
entre el Gobierno Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de
Colombia (FARC), el primer punto de discusión fue la “Política de Desarrollo
Agrario Integral”, de la agenda contenida en el Acuerdo General para la
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera,
que terminó denominándose “Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma
Rural Integral (RRI)”.
Este punto resalta la íntima relación que existe entre la tenencia, el
uso y el desarrollo de la tierra y la paz, lo que conlleva el delicado punto
del aspecto económico, que debe seguirse en los términos actuales como
mercados globalizados, de manera que el ciudadano rural encuentre los
satisfactores para el mejoramiento de las condiciones de vida, en especial de
los pequeños productores. Se evidencia que los espíritus tanto del DRT como
de la RRI, aunque sus naturalezas sean diferentes, coinciden y en sentido
amplio tienen la posibilidad de ser el proyecto de nación, de manera que
la tierra, su tenencia y uso se conviertan en un eje de desarrollo de la paz.
Dentro de los principales desafíos se encuentra el de derrotar la
corrupción: Colombia ocupa el puesto 83 entre 167 países en el ámbito
mundial (Transparencia por Colombia, 2015). La corrupción se presenta
en todos los niveles de nuestra sociedad y simultáneamente el país debe
*
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afrontar las tensiones entre lo territorial, desde la significancia individual y
social, junto con el desarrollo económico. De ahí que las agrociencias estén
llamadas a aportar soluciones de tipo técnico, tecnológico y científico en
un contexto bioeconómico, en las diferentes regiones del país.

Desarrollo rural con enfoque territorial
Históricamente, el concepto de desarrollo rural en el país ha estado
profundamente unido al acontecer de la agricultura, pues el desarrollo
de las zonas rurales ha dependido tradicionalmente del destino del sector
agropecuario. Así, el desarrollo rural se concebía como una estrategia por
medio de la cual se les proveía a los habitantes del campo de servicios y
apoyos necesarios para mejorar sus condiciones de vida, como complemento
a las actividades agropecuarias, que representan su principal fuente de
trabajo e ingresos. Dentro de estos servicios están, entre otros, la educación,
la salud, la vivienda, el saneamiento básico, el acceso a electricidad, las
comunicaciones y las vías. Esto llevó, en un momento dado, a que el desarrollo rural se admitiera como una acción integral de este tipo de servicios,
que complementaba las acciones y los apoyos a la actividad productiva
agropecuaria, en especial a los pequeños productores (Ellis y Biggs, 2001),
por lo cual se hablaba del Desarrollo Rural Integral.
Con esta visión del desarrollo rural en Colombia, la institucionalidad
que se implementó giró alrededor del Ministerio de Agricultura y de
su entidad especializada, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural
(Incoder), cuyas acciones fueron limitadas. A este respecto, Muñoz et al.
(2010) indican:
Las políticas sectoriales adoptadas en la última década han
privilegiado el otorgamiento de subsidios a la oferta agropecuaria
que se diseñaban y se asignaban a través de mecanismos neutrales
y centralizados que no consultaban las particularidades y las
diferencias de los territorios, generando grandes inequidades y
una preocupante concentración en los sectores de la agricultura
comercial.
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Con el paso del tiempo, las cosas han venido cambiando en el campo
colombiano. Así, años atrás, la acción del Estado estaba enfocada, esencialmente, desde las entidades del Gobierno central, pero con la Constituyente
de 1991 y la descentralización, muchas funciones se trasladaron a los
entes departamentales y municipales. Esto ha requerido una mayor
capacidad de coordinación y definición de roles.
Un cambio conceptual sobre el tema del desarrollo rural proviene
en parte del reconocimiento de que Colombia es un país heterogéneo en
su geografía, con diferentes niveles de desarrollo regional y condiciones
culturales y sociales diversas (Muñoz et al., 2010). La agricultura continúa
siendo la principal fuente de ingresos y actividad del medio rural, pero
también se abren nuevos horizontes:
Cada vez hay mayor diversificación en dichas fuentes como son
el desarrollo de las actividades agroindustriales, la pesca, la
elaboración de artesanías, el turismo y las explotaciones mineras.
Estas nuevas realidades llevaron a plantear la necesidad de concebir
el desarrollo rural con enfoque territorial. Esta nueva concepción
del desarrollo rural considera asuntos como: la diversidad y las
particularidades de cada zona; la participación y la corresponsabilidad de la población en la determinación del desarrollo rural;
la integración de los diferentes subsectores presentes en cada
zona; la colaboración, tanto al interior de cada área rural, como
entre éstas; la innovación como motor de desarrollo de nuevas
soluciones, utilizando recursos endógenos; y la descentralización
de la toma de decisiones y las competencias a un nivel más local.
(Perfetti y Cortés, 2013)

En otras palabras, la comprensión social y política del valor que tienen
los recursos naturales, en especial la biodiversidad, se ha ido posesionando
de la conciencia colectiva. La definición aceptada que sintetiza el enfoque
DRT, utilizada por ejemplo por la Comunidad Andina (CAN), en el marco del
Foro de Desarrollo Rural en el 2011, o por el Incoder 2010-2014, actualmente
en liquidación, es esta:
Un proceso de transformación productiva e institucional en un
espacio rural determinado, cuyo fin es reducir la pobreza rural.
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La transformación productiva tiene el propósito de articular
competitiva y sustentablemente a la economía del territorio a
mercados dinámicos, lo que supone cambios en los patrones de
empleo y producción de un espacio rural determinado. El desarrollo
institucional tiene como objetivo estimular y facilitar la interacción
y la concertación de los actores locales entre sí y entre ellos con los
agentes externos relevantes, y de incrementar las oportunidades
para que la población pobre participe del proceso y de sus beneficios.
(Schejtman y Berdegué, 2004; Muñoz et al., 2010; Franke, 2011)

En esta nueva conceptualización se quiere enfatizar el papel que tiene
el territorio rural y sus características propias, como lo son la identidad
cultural, que alude al sentido de pertenencia a un grupo social con el cual
se comparten rasgos culturales y creencias; y sus recursos naturales, los
cuales se han revalorizado en el ámbito mundial. Esta nueva perspectiva
ha implicado que en Colombia se proponga la revisión de las políticas que
en materia de desarrollo rural se están aplicando, asunto que se aborda
en el Proyecto de Ley de Desarrollo Rural y Tierras que ha preparado el
Gobierno desde 2010 a la fecha, y el interés de reactivar el sector agropecuario, pesquero, acuícola, forestal y agroindustrial con el fortalecimiento
de la investigación agropecuaria (Corpoica) dada en la Ley 1731 de 2014,
como también a la institucionalidad en los ámbitos nacional y regional.
Cabe anotar que en la transformación y el desarrollo institucional que
adelanta el Gobierno actual en aras de implementar tanto el DRT como la
RRI, una tarea prioritaria es liquidar el Incoder para crear dos agencias:
una de desarrollo rural y otra de tierras. La primera se encargará de la
promoción, gestión y cofinanciación para el desarrollo productivo y el
fortalecimiento de la institucionalidad local. La entidad tendrá un director
y le corresponderá la estructuración de proyectos desde las regiones, la
priorización de inversiones y la ejecución de recursos que se hace en los
ámbitos local y regional. Por su parte, la Agencia Nacional de Tierras
se encargará del proceso de formalización, la política redistributiva del
Fondo de Tierras y la administración de tierras del Estado, entre ellas los
territorios baldíos. El Fondo de Tierras administrará estas tierras, que se
devolverán a víctimas del conflicto armado.
“Esta agencia, que tendrá un presidente, manejará los baldíos y tierras
recuperadas como las 272 mil hectáreas que tenían las Farc en San Vicente
del Caguán (Caquetá) o las que ilegalmente ocupadas en el Meta. Estas tierras
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serán entregadas a campesinos” (La Nación, 2015). Además, se propone que
el Ministerio de Agricultura se dedique a formular la política del sector
de la mano de los actores territoriales y nacionales, para lo cual se piensa
en crear la Dirección de la Mujer Rural en el Ministerio, cuya función
es recoger y atender las necesidades de los habitantes rurales (Medina,
2015). De lo anterior se percibe la voluntad del gobierno por materializar
el compromiso de desarrollar el DRT y dar una señal de un compromiso
serio a las negociaciones de La Habana.
Cabe señalar que dentro del DRT se menciona “acabar con la pobreza
rural”, y frente a este aspecto se crea la Comisión Nacional de Crédito
Agropecuario, que pretende llegar a los pequeños productores y así sustituir
los créditos actuales tipo gota a gota que pagan hoy los campesinos (La
Nación, 2015); además, tiene la función de aprobar temas de riego y seguro
agropecuario, aunque no es claro cómo se integra la producción del pequeño
productor alejado de las grandes urbes a las cadenas económicas, o cómo
salvar al productor que trabaja para mantener o mejorar la sostenibilidad
de las explotaciones agrícolas si estas acciones incurren en costos adicionales para los agricultores, en virtud de que estos costos provienen de la
necesidad de distribuir la tierra para mantener los procesos ecológicos
(flujos de energía y materiales, la regulación de la poblacional biológica
natural) requeridos para que el agroecosistema funcione. Dado que estos
costos no se recuperan en el mercado, los agricultores ven una caída de los
beneficios, la viabilidad financiera de sus explotaciones se ve comprometida
y las consecuencias recaen sobre los servicios medioambientales que ofrecen
(Guzmán, González y Alonso, 2011). Todo esto hace que sea esencial poner
en práctica las políticas gubernamentales destinadas a compensar a los
agricultores por sus esfuerzos.

Política de tierras
Frente a la inminente firma de los diálogos de paz que se desarrolla en
La Habana entre el Gobierno Nacional y las FARC, cabe reflexionar sobre
las lecciones aprendidas en la historia reciente en otros países sobre la
política de tierras en ambientes de posconflicto. Ante todo es necesario
hacer algunas observaciones sobre la política de tierras en ambientes de
construcción de paz y es justo decir que la política de tierras, como un
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elemento de consolidación de la paz, tiende a ser minimizada y ha recibido
poca atención en la literatura internacional (Kitay, 1998), dada la naturaleza
de los conflictos que se desarrollan, los cuales se caracterizan en general
por la intervención de estados foráneos sobre el suelo en cuestión y que
pretenden explotar los recursos naturales existentes (un ejemplo es el caso
reciente de Timor Oriental) (Amnistía Internacional, 2007).
También existen aquellos problemas que provienen de los complejos
factores políticos y religiosos, exaltación nacionalista, crisis políticas,
sociales y de seguridad, como, por ejemplo, la guerra de Bosnia (Vulliamy,
1994). Es importante observar que Colombia ha estado plagada de conflictos
agrarios locales a lo largo de su la historia, cuya naturaleza se asienta
en la falta de presencia del Estado, la reacción civil y la aparición casi
simultánea de una serie de bonanzas económicas —unas legales, otras
ilegales— en sectores primarios de la economía ligados al mercado externo
(Rangel, 2004). A su vez, entre principios de las décadas 1980 y 2000, los
paramilitares adquirieron aproximadamente el 50 % de tierra más fértil y
valiosa del país, y el conflicto entre paramilitares y los grupos guerrilleros
ha provocado el desplazamiento de entre 2 y 4 millones campesinos
colombianos (Elhawary, 2008).
Entonces, no era de extrañar que haya sido el asunto primordial de los
diálogos de La Habana —mostrando lo particular de nuestro conflicto—;
sin embargo, en todos los casos la política de tierras claramente desempeña un papel fundamental, tanto en la recuperación de las situaciones
de conflicto como de la garantía de que la situación se profundice y el
conflicto prosiga, como se ha evidenciado en conflictos como los africanos,
Europa Oriental, Corea, Timor Oriental, entre otros. Se ha encontrado que
existen tres recomendaciones que merecen ser tenidas en cuenta sobre
una política de tierras que deben ser consideradas para un buen término
sobre un conflicto, de acuerdo con las Naciones Unidas (Fitzpatrick, 2012):
a) La política de tierras tiene que hacer frente al inmediato caos de
la destrucción de la propiedad y el desplazamiento de la población
causado por el conflicto. Los desplazados requieren techo y los
incentivos para regresar a sus lugares de origen. El acceso a la
vivienda debe llevarse al máximo. Es necesaria la construcción
de la base de datos de los registros relacionados con la necesidad
de tierras que se requieren y las restauraciones, si diera lugar.
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Un sistema eficaz de administración de la tierra tiene que ser
construido o reconstruido. Todos estos temas requieren una
atención urgente, no solo para proporcionar ayuda humanitaria
y permitir la reconstrucción económica, sino también para evitar
nuevas disputas sobre las transacciones de tierras, lo cual desarrolla
incertidumbre y desconfianza sobre el ambiente de paz.
b) La política de tierras debe trabajar en la creación de instituciones
y leyes para hacer frente a las reclamaciones de restitución de la
propiedad. Tales afirmaciones provendrán de los desplazados que
demandan, los que adquirieron títulos en virtud de los regímenes
anteriores y los que perdieron tierras bajo regímenes anteriores.
El establecimiento de la seguridad de los títulos requerirá la
resolución de estas reclamaciones; sin esa certeza, se verá frenada
la inversión, la reconstrucción se desacelera y se pone en riesgo
la estabilidad social y política. Sin embargo, la resolución de las
reclamaciones de restitución de bienes presenta una serie de
dificultades y cuestiones complejas. La experiencia del tercer
mundo muestra que no hay una “varita mágica” que solucione el
conflicto de tierras y es casi que intratable. La certeza de los títulos
no se puede restaurar simplemente a través de un mandato del
Estado. Dado que la tierra es la vida en la mayoría de los países
que sufren conflictos violentos, la aceptación de la comunidad y
el apoyo político son componentes esenciales de un sistema viable
sobre la administración de la tierra.
c) La política de tierras debe apuntar hacia el moldeo de las estructuras
sociales y económicas en el futuro. Este es el aspecto a largo plazo
de la política de tierras. ¿En qué casos la gestión de la tierra
será organizada de forma colectiva, cooperativa o individual?
¿Qué restricciones se deben poner a la propiedad privada? ¿Es
la reforma agraria necesaria, o bien, es una política agraria para
lograr la justicia social y reducir las trampas de la pobreza? ¿Qué
relación debe actuar en la política de inversión y el derecho de
sucesiones? ¿Cómo puede aumentarse la productividad agrícola
sin poner en peligro el medioambiente por degradación? ¿Cómo
se pueden gestionar la biodiversidad y los recursos minerales,
marinos y forestales sosteniblemente? ¿Cómo deben incorporarse
los sistemas tradicionales de tenencia en el jurídico formal? ¿Qué
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salvaguardias deben introducirse para prevenir el abuso y la
desigualdad, incluyendo la discriminación de género, en el ámbito
de la comunidad? ¿Cómo puede la política de suelo urbano evitar
el hacinamiento, los riesgos para la salud pública y el desarrollo
de las “villas miseria”? (Kirk, 1998)
Todas estas cuestiones plantean retos sustanciales a cualquier intento
de crear un molde de estrategias para la tierra en situaciones posteriores
a conflictos y la consolidación de la paz. De hecho, puede observarse que
estas problemáticas a la política de tierras no solo son fundamentales para
la reconstrucción y restablecimiento de la seguridad, sino que se forma
una especie de continuum. En particular, es importante reconocer que,
a menos que se manejen bien los problemas inmediatos de propiedad,
por desalojo forzado o destrucción y el retorno de los desplazados, la
restitución de la propiedad y administración de la tierra en general será
expedita. En consecuencia, la estabilidad en la zona depende y se asegura
en la medida en que se alcancen objetivos económicos que se proyecten
sobre el bienestar de la población a partir de sus actividades sobre el suelo
(Díaz, Romero y Morán, 2010).
A la luz de lo anterior se puede anotar que Colombia, a la fecha, ha
trabajado en las tres recomendaciones mencionadas anteriormente; por
ejemplo, a partir de un proyecto que no forma parte de la negociación que
se lleva en La Habana (Restrepo y Bernal, 2013): el proyecto de restitución
de tierras por La ley 1448 de 2011, “por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado
interno y se dictan otras disposiciones”, lo cual coincide con la primera
recomendación de Naciones Unidas sobre la política de tierras posconflicto.
Para desarrollar la Ley de Restitución se utiliza una metodología
basada en dos criterios: densidad histórica del desalojo y seguridad y
condiciones de retorno. Para llevar a cabo esto, existe el Decreto 4829 de
2011, que reglamenta el capítulo III de la Ley l448 del 2011. Cabe anotar
que una dificultad de condiciones de retorno son los campos que están
minados, y aunque se propone compensar económicamente al demandante,
ello va en contravía de los objetivos de recuperar el Estado de derecho y
restablecer las condiciones socioeconómicas de las víctimas, porque la
tierra representa un activo valioso en la sostenibilidad económica de las
familias vulnerables.
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Ahora bien, en las disposiciones formuladas a propósito de la liquidación
del Incoder se estableció la creación de la Agencia Nacional de Tierras, la
Agencia de Desarrollo Rural, la Agencia para la Renovación del Territorio,
el Consejo Superior de Uso del Suelo, el Consejo Superior de Restitución
de Tierras, la Dirección de Mujer Rural en el Ministerio de Agricultura, así
como la ampliación de las fuentes del Fondo de Microfinanzas Rurales y el
fortalecimiento de la Comisión Nacional de Crédito Agropecuario. Estos
son los decretos clave que materializan la reforma política en respuesta
al segundo tema en la política de tierras en la creación de instituciones y
leyes para hacer frente a las reclamaciones de restitución de la propiedad.
Decreto 2364 de 2015, Agencia de Desarrollo Rural. Tiene el objeto
de ejecutar la política de desarrollo agropecuario y rural con enfoque
territorial, formulada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo
Rural, a través de la estructuración, cofinanciación y ejecución de planes
y proyectos integrales de desarrollo agropecuario y rural nacionales, y de
iniciativa territorial o asociativa, así como fortalecer la gestión del desarrollo
agropecuario y rural y contribuir a mejorar las condiciones de vida de los
pobladores rurales y la competitividad del país. Se encargará de ejecutar
planes y proyectos integrales de desarrollo agropecuario, para aprovechar
mejor los recursos en las regiones y apoyar a los pequeños, medianos y
grandes productores fomentando la asociatividad. Este nuevo esquema
asegura que los productores siempre estén acompañados de servicios de
asistencia técnica y de comercialización, de infraestructuras como la de
riego y drenaje. Esta Agencia tendrá tres vicepresidencias: Integración
Productiva, Proyectos y Gestión Contractual.
Decreto 2363 de 2015, Agencia Nacional de Tierras. Esta será la máxima
autoridad de las tierras de la Nación y tendrá por objeto ejecutar la política
de ordenamiento social de la propiedad rural, formulada por el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural. Para ello deberá gestionar acceso a la tierra
como factor productivo, lograr la seguridad jurídica sobre esta, promover
su uso en cumplimiento de la función social de la propiedad y administrar
y disponer de los predios rurales de propiedad de la Nación. Además,
ejecutará la política de ordenamiento social de la propiedad, gestionará el
acceso a la tierra como factor productivo, garantizará la seguridad jurídica
en los derechos de la propiedad y administrará las tierras de la Nación para
garantizar su adecuado aprovechamiento. Esta Agencia le permitirá al
Gobierno intervenir de manera integral en los territorios para implementar
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la política de tierras. Se creará la Oficina del Inspector de Tierras, la cual
dependerá directamente del presidente de la República, quien de manera
permanente vigilará las actividades de la Agencia. La entidad tendrá a su
cargo el Fondo de Tierras y buscará la interoperabilidad de los sistemas
de información relacionados con el tema, a través del Sistema Nacional de
Gestión de Tierras. La estructura de la Agencia quedará con la Dirección
de Gestión del Ordenamiento Social de la Propiedad, la Dirección de
Gestión Jurídica de Tierras, la Dirección de Acceso a Tierras y la Dirección
de Asuntos Étnicos.
Decreto 2366 de 2015, Agencia para la Renovación del Territorio. Su objeto
es coordinar la intervención de las entidades nacionales y territoriales en
las zonas rurales afectadas por el conflicto priorizadas por el Gobierno
nacional, a través de la ejecución de planes y proyectos para la renovación
territorial de estas zonas, que permitan su reactivación económica, social y
su fortalecimiento institucional, para que se integren de manera sostenible
al desarrollo del país. Se encargará de atender los municipios priorizados
por el Gobierno y que, por sus condiciones económicas, sociales y de
seguridad, tienen un nivel de desarrollo inferior al promedio nacional.
Esta Agencia buscará intervenir el territorio de manera integral a través de
Planes de Intervención Territorial que serán construidos con sus habitantes
y los gobiernos locales. Contará con los recursos de fondos como Colombia
Sostenible. Tendrá a su cargo la planeación, estructuración y ejecución
de los proyectos en territorio. Podrá ejecutar de manera articulada con
las políticas de gobierno, colegios, vías, pueblos, etc. Podrá implementar
proyectos productivos, ambientales y forestales, así como programas para
la reactivación económica de sus habitantes.
Decreto 2367 de 2015, Consejo Superior del Ordenamiento del Uso del
Suelo. Será una instancia regida por el Presidente de la República; define
la política relacionada con el ordenamiento del suelo rural. Permitirá
a los productores tener los mejores suelos para cultivar, en tanto a los
inversionistas les dará una mejor seguridad jurídica. Con este Consejo
se busca alinear las acciones del Gobierno Nacional en el uso del suelo y
dirimir los conflictos intersectoriales.
Decreto 2371 de 2015, Comisión Nacional de Crédito Agropecuario. Se
crea la Secretaría Técnica, nombrada directamente por el Presidente; en la
Junta estará el Ministerio de Hacienda y el Banco Agrario. Se debe llegar
a los pequeños productores y así sustituir los créditos gota a gota, cuyas
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tasas muy altas pagan hoy los campesinos. Se amplían las funciones. Ahora
la Comisión podrá aprobar temas como riesgo y seguro agropecuario.
Decreto 2368 de 2015, Consejo Superior de la Administración para la
Restitución de Tierras. Encargado de formular lineamientos generales,
coordinar y articular la implementación de políticas públicas en materia
de restitución de tierras. Coordinará las acciones interinstitucionales para
garantizar una ejecución integral de la política. Definirá y coordinará los
mecanismos para la consecución o recolección de la información relevante
en la etapa administrativa.
Aunque el gobierno ha diseñado la Ley de Víctimas y Restitución de
Tierras, se construyó sobre el supuesto de que la gran mayoría de desplazados
desean realmente regresar a sus lugares de origen, pero desconociendo los
informes sobre la querencia de retorno; por ejemplo, el informe Acceso a
tierras y el desplazamiento forzado en Colombia indica que tan solo el 114 %
de los hogares quería retornar, mientras el 89 % no quería hacerlo (Ibáñez
y Querubin, 2004). La prevalencia de no retornar ha disminuido en un
18 % luego de una década a un 71 % (Gutiérrez, 2014). Con esta situación
cabe preguntarse si la Ley de Restitución de Tierras está diseñada para
un pequeño grupo de colombianos y con una alta inversión económica.
Por otro lado, la columna vertebral de la política de tierra es el catastro,
pero el 47 % de los predios no cuentan con títulos formales de propiedad
registrados debidamente (Restrepo y Bernal, 2013); entonces es una oportunidad de establecer definitivamente el catastro rural, aunque surge la
pregunta sobre cómo afecta esta situación en el propósito de demandar y
retornar al campo, y si no es apresurada una ley con estos antecedentes.
A la fecha, los resultados de la implementación de la Ley de Restitución
de Tierras son exiguos, ya que de 73.127 solicitudes presentadas ante la
Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas (UAEGRTD), 7472 han sido llevadas ante los jueces. De estas, 1980
han sido resueltas en 1000 sentencias, lo que equivale al 2 %. La tendencia
muestra un aumento de 20 % de los fallos por año. De mantenerse así,
para 2021 se lograría únicamente el 4,4 % de la meta de la restitución de
tierras. Por su parte, 61.780 solicitudes, equivalentes al 84 %, se encuentran
represadas por falta de microfocalización, y el 14 % restante corresponde
a las que se encuentran en trámite y a las rechazadas.
Otra dificultad que causa la demora de la restitución es que solo el
20 % de las víctimas se ha presentado ante la UAEGRTD para radicar sus
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solicitudes. Esto se debe al desconocimiento de sus derechos, a la desconfianza en las autoridades y al temor generado por la falta de seguridad que ha
ocasionado el asesinato de 67 líderes reclamantes de tierras y 1 funcionario
del Gobierno. A su vez, 27.076 solicitudes fueron presentadas por adultos
mayores de 60 años y el 47 % de estas se realizaron sobre predios que se
encuentran en municipios no microfocalizados. Fueron identificadas en
las 1000 sentencias, 5 personas que fallecieron esperando una decisión
judicial. El 82 % de los procesos judiciales excedió el término legal de 120
días previsto para dictar sentencia; la proyección a este ritmo es que al
2020 solo se habrá restituido el 4,4 % del total.
Por otra parte, se encuentra que, aplicando el modelo de teoría de
colas a la población que se encuentra en el proceso de restitución, y dando
todos los beneficios al estado, en el caso más favorable el Gobierno invertirá aproximadamente 90 años para cumplirle a todos los demandantes
(Gutiérrez, 2014); un año después, el hecho empírico del estudio de las
1000 sentencias de restitución lo confirma. Además, mientras el Estado
ha invertido $837.000 millones en el proceso de restitución, los predios
restituidos solo valen $263.000 millones; es decir, que lo invertido es tres
veces más que lo restituido (Forjando Futuros y Universidad de Antioquia,
2015). Lo anterior prevé la ley de restitución de tierras tendrá que dar un
viro hacia unas formas más creativas para desarrollar el espíritu de la ley.

Conclusión
Se puede afirmar que el Gobierno colombiano ha realizado lo previsto
en las agendas respecto al manejo de la política de tierras en ambientes
de posconflicto, como la generación de una política de tierras frente al
inmediato caos de la destrucción de la propiedad y el desplazamiento de
la población causado por el conflicto. Ha trabajado también en la creación
de instituciones y leyes para hacer frente a las reclamaciones de restitución
de la propiedad, pero no se evidencia un avance desde lo legal sobre el
punto realmente álgido: una política que apunte hacia el moldeo de las
estructuras sociales y económicas en el futuro. A la fecha, el proceso de
restitución de tierras muestra serias debilidades desde lo económico y lo
sustancial de poder realizar un correcto catastro que permitan garantizar
completamente los derechos de la propiedad.
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En Colombia, los sistemas agrícolas productivos en las zonas rurales se
caracterizan por ser insostenibles en el tiempo, el mal uso del recurso suelo,
la dificultad al acceso de tierras y el desarrollo de actividades diferentes
a la aptitud del suelo. Esto conlleva un creciente deterioro ambiental, la
desertificación de las tierras y el aumento de la pobreza, que, a su vez,
acentúan los problemas sociales y económicos propios de esta estructura
social y económica. Como resultado de este círculo vicioso, se frena el
desarrollo y la modernización del campo, se mantienen niveles bajos de
competitividad y, por ende, el desarrollo sostenible no pasa de ser una mera
intencionalidad (Organización Internacional para las Migraciones [OIM]
e Instituto Colombiano de Desarrollo Rural [Incoder], 2011).
Las zonas rurales de las diferentes regiones del país se enmarcan en
territorios determinados asociados a factores socioculturales y económicos
de cada población. Así, se establecen economías cuya cohesión deriva de
un tejido social específico, soportadas en una base de recursos naturales
particular, con instituciones y formas de organización y producción propias.
Para el Incoder, el territorio debe entenderse desde una multiplicidad
de relaciones que se establecen entre la humanidad y los recursos naturales que usa para su ubicación y subsistencia; en buena medida, el tipo
y la disponibilidad de recursos determinan los modelos de producción
característicos de cada región. Es necesario entender esta interrelación
como un continuo que permite mejorar las condiciones económicas y
la calidad de vida de las comunidades (OIM e Incoder, 2011).
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Las limitaciones al acceso a la tierra, a los servicios públicos, a sistemas
educativos y de salud y la dificultad para lograr la modernización de las
prácticas agrícolas son factores que resultan en un incremento en la brecha
existente entre las comunidades urbanas y rurales (Sepúlveda, 2008). Este
conjunto de condiciones hace aún más difícil la subsistencia de las unidades
agrícolas familiares (UAF), que, al mantener esquemas de producción
anquilosados y carentes de innovación y de asistencia técnica, las hacen
poco rentables y vulnerables a fenómenos como el cambio climático, los
desastres naturales y los riesgos propios de la agricultura.
Otro aspecto por considerar en el incremento de la brecha mencionada
es la deficiencia de las instituciones públicas y sus políticas de regulación
y protección de las zonas rurales, aunado a la escasa participación de las
comunidades en la planificación y administración de los recursos naturales,
que permita la sostenibilidad del sistema agrícola de las zonas rurales del
territorio (Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
[OCDE], 2015).
El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014: Prosperidad para Todos, en
su diagnóstico reconoce que las regiones muestran niveles diferenciados
de desarrollo, cuyo origen es la complejidad de las relaciones territoriales
y la falta de políticas diferenciadas que tengan en cuenta de la diversidad
de los territorios, sus relaciones económicas, sociales, ambientales y el
desarrollo regional. Se propone en este plan lograr un desarrollo regional
que permita reducir los desequilibrios económicos y sociales de las zonas
rurales, para mejorar la calidad de vida, con una participación activa de
las comunidades, en función de alcanzar un mayor crecimiento y competitividad regional. Ello implica incentivar el aprovechamiento sostenible
de los recursos naturales e identificar sus potencialidades y necesidades,
para alcanzar la sustentabilidad del sector agrícola de las zonas rurales
de las regiones.
Para alcanzar este propósito es urgente adoptar una política de desa
rrollo regional rural orientada a reactivar la economía de las zonas rurales;
una política que permita un mejor aprovechamiento de los recursos naturales
y fortalezca las capacidades propias; en consecuencia, se mejoraría la
competitividad de los sistemas de producción y la consecuente generación
de ingresos, con lo que se ha de favorecer la equidad y la mejora en la
calidad de vida de la población rural.
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Ahora bien, se requiere valorar la sustentabilidad de las actividades
agrícolas de cada región en particular. Para ello, la metodología multicriterio social es una herramienta útil y versátil que permite establecer un
diagnóstico y determinar estrategias para orientar los esfuerzos en el sector
agrícola, en aras de identificar y desarrollar valores agregados y ventajas
comparativas, reconociendo la vocación y la dinámica rural preponderante
en las zonas rurales.

Antecedentes
La geografía colombiana es muy diversa; la presencia de la cordillera de los
Andes es el origen de regiones muy diferenciadas en orografía, identidad
sociocultural, historia y nivel de desarrollo económico. Una de las principales
consecuencias de estas características es una brecha en aspectos sociales,
culturales y económicos entre las regiones y, muy particularmente, en las
zonas urbana y rural.
En las zonas rurales, en comparación con las urbanas, es notorio un
atraso. Estas presentan un relativo rezago que tiene su origen en el bajo
rendimiento, la escasa rentabilidad y la pobre competitividad de sus prácticas
productivas, lo cual se ve reflejado en el bajo crecimiento del producto
interno bruto agrario (PIBA) con respecto al producto interno bruto (PIB)
nacional; esto se debe a la dificultad de las zonas rurales al acceso de los
servicios públicos, las tecnologías de información y comunicación (TIC), la
innovación y la asistencia técnica, los conflictos en el uso de los recursos
naturales, lo que genera una alta vulnerabilidad en el desarrollo de una
agricultura sostenible y, por último, las manifestaciones de violencia del
conflicto armado, como son el desplazamiento forzado de los habitantes
de las zonas rurales (OIM e Incoder, 2011).
La política de desarrollo rural con enfoque territorial establece como
un objetivo principal reducir los desequilibrios económicos y sociales en
las zonas rurales, para asegurar una mejor calidad de vida que aproveche
de manera sustentable los recursos naturales, al tiempo que facilite la
articulación con los planes de desarrollo y procesos de planificación y
gestión territorial (OIM e Incoder, 2011).
El sector agropecuario es considerado en el Plan Nacional de Desarrollo
2014-2018 como una de las locomotoras de desarrollo sostenible del país.
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Se considera que en el campo es donde se presentan las más grandes
problemáticas regionales, por lo cual es necesario generar estrategias
que permitan el ordenamiento y la planificación sostenible del territorio.
Las políticas rurales en el país han tenido una gran variedad de reformas.
Así, en los ochenta el tema rural se consideraba como un agregado de la
política sectorial dentro del desarrollo rural integral (DRI). Posteriormente,
en 1985 pasó a formar parte de las funciones del Ministerio de Agricultura
como un fondo adscrito. En los noventa, la integración económica y la
globalización imponían los nuevos ritmos del crecimiento económico;
así, con la aprobación de la Constitución de 1991 se dio paso a un nuevo
modelo de gestión pública descentralizada, con la participación de los
diversos actores sociales en las diferentes estructuras e instancias de
planificación, gestión, toma de decisiones y control social; así también, a
una nueva estructura de relaciones entre los distintos niveles territoriales;
sin embargo, las reformas institucionales y el nuevo paradigma del Estado
mínimo (Streeten, 1993) afectaron la institucionalidad de apoyo público
a las actividades agropecuarias y rurales, tales como comercialización,
extensión, investigación y asistencia técnica agropecuaria. Como resultado
de estas reformas “orientadas hacia el mercado”, los servicios de apoyo al
sector agrícola terminaron por excluir a los pequeños productores rurales
y, en general, a la agricultura familiar (AF), con muy poca o nula capacidad
para “competir” por la oferta de estos servicios, los cuales favorecieron a
los grandes y medianos agricultores comerciales.
Una revisión de las normas que han buscado regular las actividades
del sector agropecuario arrojan un sinnúmero de disposiciones de orden
nacional, regional y local que entorpecen el desarrollo de las regiones. Sin
agotarlas, se encuentran las siguientes:
•

•

Decreto 077 de 1987. Otorgó a los municipios la responsabilidad en
la prestación del servicio de asistencia técnica, mediante la creación
de las Unidades Municipales de Asistencia Técnica Agropecuaria
(UMATA).
Decretos 1946 de 1989 y 2379 de 1991. Establecieron un esquema de
soporte tecnológico, mediante la creación del Sistema Nacional
de Transferencia de Tecnología Agropecuaria (SINTAP) y la
reglamentación para la prestación del servicio de asistencia técnica
agropecuaria.
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•

•

•

Ley 60 de 1993, Ley 99 de 1993, Ley 136 de 1994, Ley 152 de 1994, Ley
101 de 1993, Ley 160 de 1994 y Decreto 2132 de 1992. Encaminadas
a establecer un nuevo marco regulatorio de las relaciones entre
el nivel nacional y los niveles territoriales que profundizarán la
descentralización administrativa y fiscal.
Ley 60 de 1993, de Competencias y Recursos. Se transfirieron a las
entidades territoriales competencias en materia de la prestación de
los servicios sociales y se estableció el marco de asignación de los
recursos de participación en los ingresos corrientes de la nación.
Ley 99 de 1993, Ley 136 de 1994, Ley 152 de 1994, Ley 101 de 1993, Ley
160 de 1994 y Decreto 2132 de 1992. Creación del Sistema Nacional de
Cofinanciación; por su intermedio se introdujeron nuevos marcos
regulatorios en materia del ordenamiento ambiental, la participación ciudadana, la planificación económica y social territorial, el
ordenamiento productivo, el acceso a la tierra y la cofinanciación
de los proyectos de desarrollo territorial, que transformaron los
sistemas de la gestión pública territorial, otorgándole mayor
autonomía a las entidades territoriales para orientar y gestionar su
propio desarrollo, haciendo uso de los mecanismos de mercado, en
cuanto a las reformas de liberalización de mercados de productos
e insumos, desregulación y apertura a los mercados externos.

El país hizo así el tránsito del modelo de redistribución de tierras de la
Reforma Agraria (Ley 135 de 1961) hacia el modelo del mercado “asistido” de
tierras (Ley 160 de 1994). Este modelo deja el acceso de la tierra en manos
del mercado y, por ende, la redistribución de la propiedad pasa a depender
de la dinámica de los mercados de tierras (OIM e Incoder, 2011).
El análisis de las diferentes reformas y ajustes institucionales muestran
que los productos rurales y los mercados de factores son los más afectados,
por lo que se reduce el crecimiento, la competitividad y la falta de equidad
en los ingresos. De igual manera, se muestran las diferencias entre la
agricultura empresarial y la agricultura familiar, por una parte, y entre
las actividades de las zonas rurales y urbanas, por otra. En la figura 1
se observa el comportamiento económico-productivo del sector rural
colombiano durante los últimos años; su análisis permite corroborar los
comentarios anteriores.
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Figura 1. Crecimiento del PIB total y del PIB agropecuario, 2002-2011
Fuente: DANE, Cuentas Nacionales.

La figura 1 se presenta la variación del PIB agropecuario en comparación
con el PIN total. Llama la atención que a partir de 2002 el PIBA es siempre
inferior al PIB nacional; los mínimos se encuentran entre 2008 y 2009.
Estos valores son negativos, lo que refleja la tendencia de aumento de la
brecha entre lo rural y lo urbano, síntoma preocupante, dada hasta ese
momento la vocación agrícola del país.
El inicio del milenio vino acompañado de profundas crisis en la
economía mundial. La afectación de los países desarrollados trajo consigo
un incremento en los precios de los alimentos, empujado por incrementos
en los insumos agrícolas, que llevaron a que el ingreso del sector agrícola
en América Latina aumentara al 13,3 % en 2002, 10,2 % en 2003, 10,9 % en
2007 y 10,1 % en 2009. Sin embargo, este fenómeno no ha impedido que
la pobreza siga siendo relevante en las zonas rurales, como se aprecia en la
figura 2. Si bien durante el periodo 2002-2010 la pobreza urbana por
ingreso disminuyó casi 10 puntos, al pasar del 48,3 % en 2002 a 38,4 % en
2010, la disminución de la pobreza rural fue menor (7 %), al pasar del 69,3 %
al 62,5 %, respectivamente. Con ello, la brecha entre el sector urbano
y rural se incrementó significativamente, hasta el punto de que la pobreza
rural hoy es 1,6 veces superior a la urbana (OIM e Incoder, 2011).
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Figura 2. Incidencia de la pobreza en las áreas urbanas y rurales, 2002-2010
Fuente: cálculos de la Misión de Empalme de las Series de Empleo, Pobreza y Desigualdad (MESEP),
con base en las Encuesta de Hogares del DANE (2002-2010).

La deficiencia en el acceso a los bienes y servicios públicos esenciales, las
limitaciones del capital humano, las modalidades de inserción en el mercado
del trabajo, el deficiente acceso a factores productivos (especialmente a la
tierra), la insostenibilidad agrícola y el aislamiento geográfico son algunos
de los factores que contribuyen a la pobreza rural en Colombia.
Otro de los grandes problemas que presenta el sector rural es el
uso ineficiente del recurso suelo y los conflictos del uso de la tierra. Se
encuentra que el 22,2 % (13.349.178 Ha) de tierra están sobreutilizadas en
grado moderado y severo, lo que implica disminución en las cualidades y
funciones de las tierras, pérdida de suelos para uso agrícola, disminución
de la productividad y cambios climáticos regionales.
El 21 % de las tierras (12.597.399 Ha) sufre de conflictos de uso por
subutilización en grado moderado y severo, lo que conduce a problemas
en el abastecimiento de alimentos e inconformidad social, lo cual incide
directamente para que se presente la sobreutilización de tierras en
ecosistemas frágiles (páramos, humedales) y se amplíe, a costa de ellas,
la frontera agrícola (figura 3 y tabla 1).
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Figura 3. Conflictos de uso de las tierras intervenidas en Colombia
Fuente: IGAC y Corpoica (2001).

Tabla 1. Uso y cobertura del suelo, en hectáreas y porcentajes
Uso del suelo

Hectáreas

%

Agrícola
Cultivos transitorios

745.352

27,3

1.498.904

55,0

Barbecho

345.948

14,1

Descanso

95.695

3,5

Cultivos permanentes

Pecuario
Pastos y forrajes

20.178.009

67,3

Sabana natural

2.867.930

9,3

Malezas y rastrojos

5,527,492

18,4

Vegetación xerofítica

1.177.048

3,9

235.266

0,8

Páramos
Bosques
Naturales

2.956.470

89,1

Plantados

362.267

10,9

Otros usos
Total

Total de hectáreas

2.275.449

7,4

29.985.746

81,4

3,318.736

9,0

821.161

2,2

36.851.093
Fuente: estimaciones de DANE-ENA (2010).
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La globalización de la economía, los avances tecnológicos y la
revolución en los sistemas de comunicación e información hacen que las
regiones enfrenten nuevos retos y escenarios que permitan la integración
en contextos urbanos, regionales, nacionales e internacionales. En este
marco, las diferencias entre lo rural y urbano tienden a desaparecer y surge
una nueva dimensión urbana del desarrollo rural: una nueva ruralidad
(Schejtman, 1999). Esta nueva ruralidad reconoce como rasgos importantes
la creciente heterogeneidad de la estructura productiva del sector rural o
región y la articulación con los procesos de apertura e internacionalización
de los mercados agroalimentarios en el mundo.
La ruralidad tradicionalmente está asociada a las actividades agropecuarias. La nueva ruralidad establece nuevas actividades que permiten
vincular las zonas rurales con los centros urbanos, es decir, las brechas
entre lo rural y lo urbano tienden a desaparecer. Además, integra los
sistemas productivos rurales con las actividades industriales y establece
los siguientes enfoques característicos de esta nueva dimensión (De
Grammont, 2004):
•
•

•
•

Transformaciones sociales económicas y políticas de la sociedad,
donde se privilegia la relación local-global.
Estudio de nuevas políticas públicas para responder a nuevas
situaciones en el campo, donde el análisis del territorio se centra
en el desarrollo sostenible.
Formas distintas de percibir los espacios rurales y sus problemas
globales, y no la emergencia de nuevos fenómenos.
Multifuncionalidad de la agricultura, asumiendo elementos de la
bioeconomía y el desarrollo sostenible (Riella y Romero, 2003).

Desarrollo rural en Colombia
En el Informe Nacional de Desarrollo Humano del Programa de las Naciones
Unidades para el Desarrollo (PNUD, 2011) se establece que el 75,5 % de
los municipios del país continúan siendo rurales y en ellos vive el 31,6 %
de la población colombiana. Teniendo en cuenta estos valores y la nueva
dimensión de ruralidad, es necesario abordar lo rural en función del
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territorio, considerando sus relaciones y actividades que lo caracterizan
y lo regulan. “Las políticas públicas que se han generado deben considerarse características de tipo social poblacional, demográfico, cultural y
ambiental, para darle un enfoque de desarrollo rural territorial, definido
como un producto social e histórico delimitado por un espacio geográfico.
La cohesión de este enfoque depende del tejido social específico, de una
base de recursos naturales particular, de unas instituciones y formas de
organización propias y de determinadas formas de producción, intercambio
y distribución del ingreso” (Sepúlveda 2008).
El desarrollo rural territorial establece un proceso de cambio continuo
y ordenado en los aspectos económicos, sociales e institucionales en los
territorios rurales, en función de hacer posible una mejor calidad de vida
y el bienestar de las comunidades; es decir, el desarrollo rural con enfoque
territorial es una propuesta que se centra en el territorio, se fundamenta
en las interacciones entre los sistemas humanos, los sistemas productivos
y los sistemas ambientales y busca la sostenibilidad del desarrollo.
En el marco de los procesos de globalización e integración económica,
el desarrollo rural con enfoque territorial pretende la articulación de
las políticas públicas, los mercados y los agentes activos de los sistemas
productivos para la adopción de las nuevas funciones. Además, está
integrado por cuatro componentes básicos: a) un territorio con actividades
económicas diversas e interrelacionadas; b) una población principalmente
ligada al uso y manejo de los recursos naturales, con una cultura propia;
c) unos asentamientos con una red de relaciones entre sí y con el exterior;
d) unas instituciones gubernamentales y no gubernamentales que interactúan entre sí de manera armónica y unidireccionada.
Los principales elementos de esta forma de desarrollo rural son recoger,
ordenar, actualizar y complementar toda la legislación sobre tierras y
desarrollo rural; definir el ordenamiento macro del uso y aprovechamiento
eficiente de los recursos suelo y agua; promover el desarrollo rural para la
competitividad y para reducir la pobreza; potenciar el ordenamiento y la
delimitación de la frontera agrícola, resolviendo los conflictos de uso que
se presentan en estas zonas y creando un mecanismo de coordinación y
articulación de los usos del suelo; reordenar la productividad y ocupación
del suelo relacionado con la vocación económica y competitiva de las
tierras rurales; establecer instrumentos de desarrollo agropecuario,
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no agropecuarios y bienes públicos (servicios básicos e infraestructura
productiva).
Para enfrentar los nuevos retos que establece la globalización, es
necesario desarrollar modelos productivos sustentables que permitan
mejorar la competitividad, la calidad y el volumen de producción de
forma integral, teniendo en cuenta los aspectos sociales económicos y
ambientales de la región. Ello implica identificar sus necesidades, así como
las capacidades endógenas que determinen el camino hacia su propio
desarrollo y sustentabilidad (figura 4).

• Equidad

• Competitividad

Dimensión
económicaproductiva

Dimensión
sociocultural

Dimensión
políticoinstitucional

Dimensión
ambiental

• Gobernabilidad

• Sostenibilidad

Figura 4. Dimensiones del perfil territorial
Fuente: OIM e Incoder (2011).

En la dimensión sociocultural se tienen en cuenta las dinámicas
poblacionales, sus diversas formas de vida y cohesión social, sus valores,
costumbres y las diferentes expresiones e identidades culturales. La dimensión económico-productiva se relaciona con las actividades económicas
y los sistemas productivos que se desarrollan en el territorio, con base en
los recursos naturales y ambientales que permiten garantizar el sustento
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de las comunidades de la región. La dimensión político-institucional se
refiere a las políticas y regulaciones institucionales que permiten la cohesión
social y la gobernabilidad, y garantizan la participación ciudadana. La
dimensión ambiental se refiere a la interacción entre los elementos físicos,
bióticos y agroecológicos que se dan en un entorno geográfico e histórico
determinado, es decir, en un territorio.

Economía ecológica
El modelo occidental, la globalización y la modernización han generado
sistemas de desarrollo que no garantizan el manejo sostenible de los
recursos naturales, a lo que se suma la falta de equidad e insostenibles
en el tiempo, contrario al enfoque de la economía ecológica, que aborda
el estudio del metabolismo social desde la visión ambiental compleja,
analizando integralmente características sociales, económicas y ecológicas
en contextos específicos (Jiménez e Higón, 2003).
El modelo económico impuesto por la globalización y la modernización
ha generado el deterioro de los recursos naturales, así como la pérdida de
la identidad y cultura de las regiones. Ello se traduce en un aumento de la
pobreza y en un conflicto de intereses que son generados por la apropiación
social de la naturaleza (Leff, 2004).
La problemática de la sobreeconomización del mundo y el exceso
del pensamiento utilitarista del ser humano hace surgir el concepto de
racionalidad ambiental, el cual busca un futuro sustentable y se basa en el
respeto de la diferencia, el reconocimiento de la otredad y el reencuentro
cultural, esto es, reconocer la dualidad y la diferencia de la naturaleza y
de la cultura en la construcción de lo humano.
La economía tradicional explica en un diagrama circular y cerrado el
funcionamiento de la economía de mercados (figura 5). Identifica, por un
lado, los dueños de los factores de producción (tierra o recursos, capital y
trabajo), que son las familias o economía doméstica, y, por el otro, las empresas, que serían las que demandan de estos para la producción. Las familias
ofrecen estos factores en el mercado de recursos o factores, y se produce así el
intercambio de estos por dinero (renta, interés y salario). Luego, las empresas
utilizan estos recursos primarios para la producción de distintos bienes que
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ofrecen en los mercados de bienes y servicios, por los que recibirán un dinero.
La renta de las familias (también dinero) les servirá para adquirir bienes en
el mercado, con lo que cerraría ese circuito (Pengue, 2011).
Mercado de bienes y servicios

Oferta de bienes y servicios
e intercambio por dinero

Demanda de bienes y servicios
y su intercambio por dinero

Empresas

Familias

Oferta de factores
de producción y su
intercambio por dinero

Demanda de factores
de producción y su
intercambio por dinero

Mercado de factores
de la producción

Figura 5. Funcionamiento del circuito económico en la economía
convencional (el perpetum mobile)
Fuente: Pengue (2011).

A diferencia del sistema económico convencional que ve a la economía
como un flujo circular de bienes y dinero (figura 5), la economía ecológica
viene a revisar con firmeza estos supuestos y propone un flujo unidireccional de energía (figura 6). Este sistema, en lugar de percibir solamente
un flujo de materiales o dinero de forma circular, presenta un sistema
unidireccional que cumple con la ley de la conservación de la energía y
de la entropía, considerando el sistema económico inmerso dentro de un
sistema sociocultural, en un entorno natural o territorio (Pengue, 2011).
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Sistema natural
Sistema sociocultural
Sistema económico

Mercado de bienes y servicios
Oferta de bienes
y servicios
e intercambio por dinero

Flujo de materiales
y energía. Baja
entropía

Demanda de bienes
y servicios y su
intercambio por dinero

Empresas

Familias

Residuos
producción.
Alta entropía

Oferta de factores
de producción y su
intercambio por dinero

Demanda de factores
de producción y su
intercambio por dinero

Mercado de factores
de la producción

Figura 6. El funcionamiento del circuito bajo la esfera de la economía
ecológica (flujo unidireccional de la energía)
Fuente: Pengue (2011).

La metodología más utilizada en la economía ecológica es la evaluación
multicriterio social (EMCS), desarrollada para superar los problemas de
inconmensurabilidad y comparabilidad débil de valores en la valoración
económica convencional (Martínez, Munda y O’Neill, 1998). Esta metodología permite diseñar marcos operativos para evaluar de manera tangible
la sustentabilidad de diferentes proyectos, tecnologías o agroecosistemas
para un desarrollo regional, y se emplea para la evaluación de los aspectos
multidimensionales de las actividades y los sistemas agrícolas, así como
de sus políticas (Munda, 2004).
La principal característica de la evaluación multicriterio social (EMCS)
es su inter-multi-disciplinariedad, es decir, la posibilidad de analizar el
problema desde el punto de vista de diversas disciplinas con transparencia, lo
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cual permite la evaluación de criterios en función de su unidad de medida e
involucra la participación de las comunidades en los procesos de evaluación.
La EMCS se fundamenta en los conceptos de complejidad reflexiva,
que establece la capacidad de un sistema para adaptarse a la presencia de
nuevos atributos y valores por considerar (Munda, 2004). La complejidad
de los sistemas agrícolas rurales requiere el uso de nuevas herramientas de
análisis, donde el proceso de toma de decisiones se da, en la medida de lo
posible, con la participación de todos los actores sociales (Funtowicz et al.,
1999). Otro concepto que involucra la EMCS es la comparabilidad débil, que
implica la existencia de inconmensurabilidad técnica e inconmensurabilidad
social en el mundo real (Martínez Alier et al., 1998).
La inconmensurabilidad social se refiere a la presencia de diferentes
valores legítimos que no pueden ser sintetizados en una sola figura y todos
deben ser considerados en el análisis; por su parte, teniendo en cuenta que
las diversas partes involucradas tienen diferentes definiciones del mismo
valor, la inconmensurabilidad técnica se refiere a la naturaleza multidimensional de la complejidad. Por lo tanto, la necesidad de representarlo
utilizando diferentes unidades de medida

Sustentabilidad
La sustentabilidad se basa en los conceptos mencionados anteriormente;
su objetivo es establecer un equilibrio entre los aspectos económicos,
ambientales y sociales. Para estudiar el papel de la agricultura en el
desarrollo sustentable en el ámbito regional, se deben establecer relaciones
jerárquicas entre los sistemas de producción en el marco de distintos
niveles espaciales y temporales, y puede evaluarse mediante diferentes
metodologías (Torres y Cruz, 1999).
La evaluación de la sustentabilidad no solo permite un análisis de las
tecnologías, actividades agrícolas e inversión financiera, sino que establece
un cambio ético y filosófico respecto a nuestra necesidad y responsabilidad
hacia la conservación de las culturas, las sociedades y el medioambiente.
Su evaluación no puede resultar de la simple extrapolación de los procesos
naturales y sociales generados por la racionalidad económica e instrumental dominante, sino que es producto de la construcción social de una
racionalidad ambiental (Leff, 2001).
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Para lograr la sustentabilidad agrícola rural regional es importante
integrar el concepto de sustentabilidad en los procesos de diseño, adopción
y ejecución de modelos de sistemas productivos, al igual que en el manejo de
los recursos naturales mediante metodologías de evaluación que identifiquen
y valoren las ventajas y desventajas ambientales, sociales, económicas y
culturales de las diferentes estrategias y sistemas de manejo, integrándolas
en un marco de análisis común que incluya los aspectos socioeconómicos y
biofísicos (Weston y Ruth, 1997). La sustentabilidad del desarrollo regional
o de los sistemas agrícolas puede evaluarse en función de la prioridad
definida en las acciones tomadas con anterioridad dentro del marco espacial
y temporal de los sistemas existentes (Constanza y Patten, 1995).
Los sistemas agrícolas desempeñan un papel importante en el desarrollo sustentable de una región, ya que determinan el uso del suelo, los
rendimientos y los impactos ambientales de los sistemas agrícolas en los
diferentes territorios (Harris, 1996). En este contexto, para alcanzar una
mayor sustentabilidad, es necesario identificar los niveles jerárquicos en
cada uno de los aspectos de la sustentabilidad, lo cual implica establecer
el nivel espacial, el modelo que se quiere alcanzar y el tiempo que se desea
mantener (Giampietro, 1997). Para evaluar la sustentabilidad se distinguen
cuatro marcos metodológicos:
a) Nacionales o macro regionales que tienden a la formulación de
políticas.
b) Análisis en ámbitos regionales.
c) Evaluación de sistemas de manejo (unidades de producción).
d) Modelos integrales, lo cual implica la combinación de anteriores
niveles.
Los tres últimos son los más utilizados para evaluar el papel de los
sistemas agrícolas en el desarrollo regional (OCDE, 2000).

Modelos en el ámbito regional
Consiste en un modelo de presión estado respuesta (OCDE, 1998), el cual se
basa en el establecimiento de variables que permiten medir hasta qué punto
el sistema regional se ha visto afectado por las variables asociadas con la
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presión sobre el medioambiente. El análisis y la integración de indicadores
desde este marco de análisis regional se hace mediante la combinación de
indicadores de impacto (por ejemplo, tasa de degradación del suelo) y de
respuesta (rendimiento agrícola potencial),

Modelos en el ámbito de unidades de producción
Se usa para la evaluación de sistemas agropecuarios y de manejo de recursos
naturales a escala local (comunidad, granja, parcelas). Incorpora indicadores
de sustentabilidad (MESMIS) y es el marco para la evaluación del manejo
sustentable de tierras de la Organización de las Naciones Unidas para la
Alimentación y la Agricultura (FAO) (Masera, Astier y López, 2000). Se
basa en las siguientes consideraciones:
•

•

•
•

El concepto de sustentabilidad se define a partir de siete atributos
generales de los agrosistemas: productividad, estabilidad, confiabilidad, resiliencia, adaptabilidad, equidad y autodependencia.
Su evaluación se lleva a cabo y es válida solo para un sistema de
manejo específico bajo un determinado contexto social y político;
y una escala espacial (parcela, unidad de producción y comunidad)
y temporal previamente determinada.
La evaluación es una actividad participativa que requiere una
perspectiva y un equipo interdisciplinario e intercultural.
La sustentabilidad debe evaluarse de manera comparativa o relativa, ya sea la evolución de un mismo sistema a través del tiempo
(longitudinal) o simultáneamente uno o más sistemas de manejo
alternativo o innovador con un sistema de referencia (transversal).

Las etapas de este marco de evaluación son:
•
•

Determinación del objeto de evaluación; se definen los sistemas de
manejo, sus características y el contexto socioambiental.
Establecimiento de los puntos críticos; los factores o procesos
ambientales, técnicos, sociales y económicos que pueden tener
un efecto en el sistema de manejo.
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•

•
•
•

Selección de criterios de diagnóstico, que refieren los atributos
generales de sustentabilidad, y los indicadores, que describen un
proceso específico o un proceso de control.
Medición y monitoreo de los indicadores durante cierto periodo,
análisis de series históricas o modelaje de ciertas variables.
Integración de resultados obtenidos a través del monitoreo de los
indicadores.
Conclusiones y recomendaciones sobre los sistemas de manejo.

Modelos metodológicos integrales
La sustentabilidad se evalúa a partir de indicadores de productividad, que
definen el mantenimiento o la permanencia de la producción y los servicios
que implican la reducción de los riesgos. La protección establece el manejo
de los recursos naturales y la prevención de la degradación de suelo y
agua, viabilidad económica y de aceptabilidad social. Busca identificar
las dimensiones o los niveles de los sistemas agrícolas que necesitan
atención, a diferencia de clasificar el uso de las tierras como sustentable
o insustentable (Smith y McDonald, 1998).
Además, integra los factores biofísicos, económicos y sociales del
ambiente, estableciendo niveles. La parcela es el primer nivel de análisis;
el segundo nivel es la unidad de producción, la cual constituye la unidad
económica fundamental en la jerarquía de los sistemas agrícolas; el tercero
es la cuenca, y el último nivel de análisis es la región, la nación y la escala
internacional, donde se ubican las grandes limitaciones macroeconómicas.

Indicadores para la evaluación de la sustentabilidad
de la agricultura regional
Para la evaluación de la sustentabilidad se usan indicadores como criterio
de análisis y sirven para realizar un diagnóstico para la toma de decisiones,
la generación de políticas y la evaluación del nivel de desarrollo regional
(Callens y Tyteca, 1999). La construcción de un conjunto de indicadores
para la evaluación de la sustentabilidad del desarrollo regional y los
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sistemas agropecuarios debe cumplir las siguientes funciones básicas
(Torres y Cruz, 1999):
•
•

•

•

•

Determinar los cambios y las condiciones ambientales con relación
a la sociedad y los procesos de desarrollo.
Diagnosticar las causas potenciales y los efectos de los problemas
existentes que han sido detectados, o los cambios en el estado del
ambiente y los sistemas agropecuarios para elaborar las respuestas
y acciones adecuadas.
Predecir impactos futuros de las actividades humanas que modifiquen el ambiente, así como proponer estrategias alternativas y
acciones políticas.
Generar una conciencia ambiental en los poseedores de los recursos
naturales y en los funcionarios públicos, a través de la observación,
fundamentada científicamente y comprendida en la cosmovisión
local.
Proveer de información confiable y comprensible acerca de los costos
y beneficios de un desarrollo compatible con el entorno natural.

Los indicadores de sustentabilidad para los sistemas agrícolas deben
poseer las siguientes características (Harrington, 1994):
•

•
•
•
•
•
•
•

Cambiar a medida que el sistema agrícola abandone un estado de
equilibrio, indicando las tendencias a declinar debido a procesos
de degradación de recursos.
Dar aviso de procesos de degradación irreversibles o cuando los
costos de revertir un proceso resulten socialmente inaceptables.
Considerar el ciclo completo del sistema.
Señalar los nexos con otros niveles del sistema donde los procesos
de degradación podrían abordarse con más facilidad.
Distinguir claramente entre causas y efectos de la vulnerabilidad
y el deterioro del sistema.
Tener un alcance geográfico útil y completo.
Ser fácilmente detectables, sencillos y eficaces en cuanto a costos.
Constituir un medio de reconstrucción y predicción de las tendencias futuras respecto a la calidad de los recursos y la productividad
del sistema agrícola.
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El proceso de evaluación y monitoreo de la sustentabilidad se realiza
mediante la integración de indicadores y gracias a la evaluación del ciclo
completo y el monitoreo en las diferentes etapas de estudio del sistema
(Farrington et al., 1997). De hecho, se han sugerido diferentes indicadores
para la evaluación (tabla 2).
La OCDE, con el objetivo de evaluar el estado y las tendencias recientes
de las condiciones ambientales en la agricultura, identifica ciertos indicadores con base en las presiones de cambios sociales y las opciones de políticas
(tabla 3). La necesidad de implementación de estrategias tiene como fondo
permitir un desarrollo local y responder al crecimiento económico y la
satisfacción de las necesidades de las comunidades rurales, así como a los
problemas de competitividad, pobreza y empleo rural, deterioro ecológico
y desarrollo regional. Desde este enfoque de estudio, la sustentabilidad se
caracteriza por la influencia de los sistemas socioeconómicos y culturales
sobre la capacidad de las poblaciones para aprovechar racionalmente el
medioambiente y garantizar tanto la producción como ciertos niveles de
competitividad.

Tabla 2. Indicadores de la sustentabilidad agrícola
Indicadores clave

Principales atributos

Ingreso neto
de la unidad de
producción

Ingreso neto

Productividad

Términos de
Intercambio

Superficie del
suelo usada para
agricultura

Calidad de agua
y suelo

Eficiencia de
agua

Balance de
nutrientes

Superficie de
vegetación
nativa

Grado de
fragmentación
de la vegetación

Capacitación
en el manejo
de unidades de
producción

Nivel educacional de
agricultores

Índice de
capacitación

Capacidad de
Índice de actitud
plantación
de conservación
agrícola

Impactos ambientales fuera
de la parcela

Nivel de
contaminación
química de
alimentos

Turbulencia del
agua

Frecuencia de
tormentas de
polvo

Fuente: Smith y McDonald (1998).
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La mayoría de los esfuerzos para evaluar la sustentabilidad se han
concentrado en tres tipos de enfoques:
•

•

•

Aquellos que se limitan a elaborar listas de indicadores de carácter
ambiental, social o económico, sin un marco claro que los reúna
o que permita integrar los resultados del análisis (Bakkes et al.,
1994; Hammond et al., 1995; Winograd, Farrow y Eade, 1998; Azar,
Holmberg y Lindgreen, 1996).
Los que proponen índices para calificar de manera unívoca la
sustentabilidad de un sistema dado, a costa generalmente de la
capacidad de entender el detalle de la complejidad de los sistemas
y de identificar los aspectos de mayor importancia (Taylor, Fahrig
y Kimberly, 1993; Harrington, 1994).
Aquellos que proponen marcos metodológicos para definir los
criterios o indicadores que serán utilizados en la evaluación (De
Camino y Muller, 1993; Muller, 1996; FAO, 1996). Lewandowsky,
Hardtlein y Kaltschmitt (1999) desarrollaron un modelo específico
para el manejo agrícola.
Tabla 3. Indicadores ambientales para la agricultura
1. Contexto económico, social y ambiental
1.1. Información e indicadores contextuales; empleo agrícola.
1.2. Recursos financieros de la unidad de producción; ingreso agrícola
2. Manejo de la unidad productiva y el medioambiente
2.1. Manejo de la unidad productiva; manejo del suelo
3. Uso de los recursos naturales y de la unidad productiva
3.1. Uso de nutrientes; eficiencia de nitrógeno
3.2. Uso y riesgo de pesticidas; uso de pesticidas
3.3. Uso del agua; eficiencia del uso del agua
4. Impacto ambiental y agricultura
4.1. Calidad del suelo. Riesgo de erosión por agua
4.2. Calidad de agua; indicador del estado del agua
4.3. Biodiversidad; diversidad de especies
4.4. Conservación de suelo; capacidad de retención de agua
4.5. Efecto de invernadero; emisiones netas de gases de invernadero
4.6. Paisaje rural; manejo de paisajes
Fuente: OCDE (2010).
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Todos los esfuerzos se orientan a realizar un proceso de evaluación
que permita que el marco de evaluación no sea un instrumento meramente
calificador de opciones, sino que sirva como punto de apoyo para hacer
operativo el concepto de sustentabilidad en la búsqueda de un desarrollo
social más equitativo y ambientalmente sano de las comunidades rurales,
así como hacer surgir el marco para la Evaluación de Sistemas de Manejo de
Recursos Naturales, incorporando Indicadores de Sustentabilidad (MESMIS)
dirigidos a proyectos agrícolas, donde se propone una estructura cíclica y
flexible, adaptada a diferentes niveles de información y capacidades técnicas.
Este marco tiene una orientación práctica y se basa en un enfoque
participativo mediante el cual se promueve la discusión y retroalimentación entre evaluadores y evaluados. Además, intenta brindar una visión
interdisciplinaria que permita entender de manera integral las limitantes
y posibilidades para la sustentabilidad de los sistemas de manejo que
surgen de la intersección de procesos ambientales con el ámbito social
y económico. Finalmente, propone la comparación entre los sistemas de
manejo vigentes y sistemas alternativos, lo cual permite examinar en qué
medida estos últimos son efectivamente más sustentables e identificar los
puntos críticos para la sustentabilidad, con el fin de impulsar cambios que
permitan un fortalecimiento del sector agrícola.
La discusión sobre sustentabilidad y desarrollo sustentable es abundante
y compleja, al igual que la discusión sobre el manejo sustentable de los
recursos naturales y sobre la agricultura sustentable. No existe una definición
consensada del término. Altieri (1995) se refiere a la agricultura sustentable
como “un modo de agricultura que intenta proporcionar rendimientos
sostenidos a largo plazo, mediante el uso de tecnologías y prácticas de
manejo que mejoren la eficiencia biológica del sistema”. Por lo tanto, los
esfuerzos se orientan a optimizar el agroecosistema en su conjunto, en
lugar de concentrarse en maximizar los rendimientos de corto plazo.
La sustentabilidad de la agricultura tiene como objetivo establecer
una distribución justa y equitativa de los costos y beneficios asociados
con la producción agrícola y la reconstrucción de las prácticas ancestrales,
aplicando procesos tecnológicos amigables con el medioambiente, adaptados
a las condiciones ecológicas, sociales y económicas de la región, que reduzcan
las brechas entre lo rural y lo urbano y las desigualdades en el acceso a
recursos productivos para una mayor competitividad, productividad y
rentabilidad. Se considera que un sistema agrícola es sustentable cuando
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su manejo permita la optimización de los siguientes procesos (Altieri,
1995; Reijntjes, Bertus y Water, 1992):
•
•
•
•

Disponibilidad y equilibrio del flujo de nutrientes.
Protección y conservación de la superficie del suelo.
Preservación e integración de la biodiversidad.
Explotación de la adaptabilidad y complementariedad en el uso
de recursos genéticos animales y vegetales.

Teniendo en cuenta los aspectos sociales y económicos, las actividades
que pueden fortalecer la sustentabilidad de la agricultura son:
•
•

•

•

La eficiencia de los procesos productivos, aprovechando los
sinergismos entre distintas actividades económicas.
El fortalecimiento de los mecanismos de cooperación y solidaridad
locales, así como la participación efectiva de los involucrados en
la generación, puesta en práctica y evaluación de las diferentes
alternativas de manejo de recursos naturales.
La potenciación de las capacidades y habilidades locales, favoreciendo la autogestión mediante procesos de capacitación y educación
participativos.
El mantenimiento de un respeto por las diferentes tradiciones
culturales y el fomento de la pluralidad cultural y étnica.

La evaluación de la sustentabilidad se basa en el análisis de una serie
de propiedades o atributos que permite la integración de los aspectos
sociales, económicos y ambientales que se relacionan en la figura 7.
Tomando en cuenta los siete atributos básicos para la sustentabilidad,
un sistema de manejo puede ser considerado sustentable cuando permite
simultáneamente:
•
•

Conseguir un nivel alto de productividad mediante el uso eficiente
y sinérgico de los recursos naturales y económicos.
Proporcionar una producción confiable, estable, no decreciente y
resiliente a perturbaciones mayores en el transcurso del tiempo,
asegurando así el acceso y disponibilidad de los recursos productivos, el uso renovable, la restauración y la protección de los
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recursos locales, una adecuada diversidad temporal y espacial del
medio natural y de las actividades económicas, y mecanismos de
distribución del riesgo.

Productividad agrícola

Resilencia

Productividad agrícola

Productividad
Alta

Baja

To

Tiempo
Equidad

Menor
Mayor
Nivel de tolerancia

Número de beneﬁciarios

Productividad agrícola

Menor

Tiempo

Conﬁabilidad

Alta

Baja
Productividad agrícola
(Beneﬁcios)

Tiempo

Adaptabilidad

Alta

Baja

Número de beneﬁciarios

Estabilidad
Productividad agrícola

Mayor

Perturbarción

Cambio de condiciones externas
(p. ej., clima, macroeconomía)

Tiempo

Alta

Baja
Tiempo

Figura 7. Atributos generales de los agrosistemas sustentables
Fuente: Masera (2010).
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•

•

•

Brindar flexibilidad (adaptabilidad) para amoldarse a nuevas condiciones del entorno económico y biofísico, por medio de procesos de
innovación y aprendizaje, así como del uso de opciones múltiples.
Distribuir equitativamente los costos y beneficios del sistema entre
diferentes grupos afectados o beneficiados, asegurando el acceso
económico y la aceptación cultural de los sistemas propuestos.
Poseer un nivel aceptable de autodependencia (autogestión), para
poder responder y controlar los cambios inducidos desde el exterior,
manteniendo su identidad y sus valores.

Para la evaluación de la sustentabilidad de sistemas agrícolas a escala
local (comunidad, granja, parcela), usando el modelo MESMIS se deben
considerar los siguientes aspectos:
•

•

•

•

El concepto de sustentabilidad se define a partir de siete atributos
generales de los agroecosistemas: productividad, estabilidad,
confiabilidad, resiliencia, adaptabilidad, equidad y autodependencia
(autogestión).
La evaluación de sustentabilidad se lleva a cabo y es válida solamente para: a) un sistema de manejo específico en un determinado
lugar geográfico y en un determinado contexto social y político;
b) una escala espacial (parcela, unidad de producción, comunidad)
previamente determinada, y c) una escala temporal también
previamente determinada.
La evaluación de sustentabilidad es una actividad participativa que
requiere de una perspectiva y un equipo de trabajo interdisciplinarios. El equipo de evaluación debe incluir tanto a evaluadores
externos como a los involucrados directos (agricultores, técnicos,
representantes de la comunidad y otros actores).
La sustentabilidad no puede evaluarse per se, sino de manera
comparativa o relativa. Para esto existen dos vías fundamentales:
a) comparar la evolución de un mismo sistema a través del tiempo
(comparación longitudinal), o b) comparar simultáneamente uno
o más sistemas de manejo alternativo o innovador con un sistema
de referencia (comparación transversal) (FAO, 1996).

123

Agrociencias y territorio

•

La evaluación de sustentabilidad es un proceso cíclico que tiene
como objetivo central el fortalecimiento tanto de los sistemas de
manejo como de la metodología utilizada.

El desarrollo metodológico descrito en la figura 8 consiste en identificar
los puntos críticos que afectan la sustentabilidad del sistema en los aspectos
de evaluación social económica y ambiental. Para cada área se definen
criterios de diagnóstico e indicadores que permitan la relación con los
atributos de sustentabilidad del sistema. La información que proporcionan
los indicadores se integra usando técnicas de multicriterio, con el fin de
emitir un juicio de valor sobre los sistemas de manejo y brindar sugerencias
para mejorar su perfil socioambiental. Para aplicar la metodología, se
propone un ciclo de evaluación que comprende los elementos o pasos que
se describen en la figura 9.
Productividad, estabilidad
resiliencia, conﬁabilidad,
adaptabilidad, equidad
autodependecia

Atributos de
sustentabilidad

Sistemas productos
por evaluar

Unidad de análisis
Escala espacial
Escala temporal
Contexto socioambiental

Puntos críticos para la sustentabilidad
del sistema

Ambiental

Áreas de evaluación
económica

social

Criterios de
diagnóstico

Indicadores

Figura 8. Esquema general del MESMIS
Fuente: Masera (2010).
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La agricultura familiar como unidad de análisis
La estructura de los sistemas de la agricultura familiar es cada vez más
reconocida como uno de los elementos que pueden fomentar las interrelaciones entre las metas económicas, sociales y ambientales (Calus y
Lauwers, 2009; Ikerd, 2013). Las explotaciones familiares desempeñan un
papel clave a largo plazo en el mantenimiento de la economía de las zonas
rurales provenientes de actividades agrícolas, debido al conocimiento de
la producción local, a su capacidad para adaptarse y al hecho de que su
know-how se dicte sobre sus generaciones. Además, las motivaciones de la
familia de agricultores a menudo van mucho más allá de la maximización
del beneficio y abarcan aspectos sociales y ecológicos que beneficiarán su
comunidad.
Desde un punto de vista socioeconómico, las granjas familiares y los
pequeños agricultores son indispensables para el mantenimiento del empleo
y la viabilidad económica de las comunidades locales en las zonas rurales,
para una mejor calidad de vida (Calus, 2009; Psarikidou y Szerszynski, 2012).
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También son los principales actores en el campo, ya que pueden interactuar dinámicamente con las diferentes partes interesadas en un sistema
agrícola y económico (Calus y Lauwers, 2009). Los agricultores pueden
desempeñar un papel importante en la gestión y el espíritu empresarial en
este contexto económico, por ejemplo, como miembros de las cooperativas
o asociaciones, o en la comercialización de la agricultura; al mismo tiempo,
pueden desarrollar el capital social y promover el bienestar, la igualdad, la
participación y la cohesión social (Ikerd, 2013; Galdeano, 2013).
Desde el punto de vista ecológico-social, los agricultores están en
contacto directo con el paisaje natural y se basan en los recursos naturales
básicos. Más que ningún otro actor, son conscientes de las limitaciones
de la tierra y el agua (Bacon et al., 2012). Estas familias tienen sus raíces
en la tierra, transmitidas generalmente de una generación a la siguiente,
lo que aumenta la conciencia y un sentido de la responsabilidad para el
mantenimiento de dicho sistema (Murphy, 2012). Además, para estas
familias, el objetivo de mejorar su calidad de la vida se asocia más con el
sentido de pertenencia sobre el medioambiente natural, y no en un sentido
productivo (Ikerd, 2013).
El sistema de cultivo de la agricultura familiar se centra en el desarrollo
socioeconómico y los cambios tecnológicos de carácter endógeno (sin
programas institucionales o de apoyo); por ello, es necesario establecer un
modelo agrario a partir del cual se desarrolle una sustentabilidad multidimensional que permita hacer realidad un sistema altamente productivo,
debido a las tecnologías que se adapten para el mejoramiento de suelos
y a las necesidades sociales de la comunidades locales (Pretty, Toulmin y
Williams, 2011; Munasib y Jordan, 2011).
Autores Tout (1990) y García-Latorre (2007) establecen la importancia
de la agricultura familiar en la creación de organizaciones y la relación con
otras partes interesadas en el sector. Allí, los agricultores no solo transmiten
sus preocupaciones económicas, sino sus inquietudes relativas a la gestión
de los recursos (Terluin, 2003). Los autores subrayan la naturaleza social
de este sistema agrario y sus efectos en el uso eficiente del agua. Por su
parte, Galdeano (2013) delinea el papel de las granjas familiares y sus
propias cooperativas en la gestión de los recursos naturales, al igual que
la promoción de un sistema de producción que es cada vez más respetuoso
con el medioambiente.
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En un sistema agrario, un elemento socioeconómico básico es la
granja familiar. El sistema agrícola no solo ayuda a la familia de la granja
a sobrevivir, sino que también mejora la calidad de vida. También ofrece
a la familia un sentido de pertenencia y el cuidado que viene a ser parte de
la comunidad rural (Ikerd, 2013) y establece un mayor compromiso personal
a los objetivos económicos de la comunidad rural (Calus y Lauwers 2009),
lo que conduce a la creación de otras actividades económicas complementarias en el contexto local. Por lo tanto, la agricultura familiar participa
directamente en la generación de empleo y de ingresos.
La equidad es un concepto social clave que está vinculado a la distribución de posibilidades de bienestar, de bienes y de vida. Como tal, la
equidad es un concepto amplio que incluye la redistribución equitativa de
la riqueza entre los ciudadanos; abarca cuestiones de género, democracia
y una oportunidad igual para sobrevivir y cumplir potencialidades de
desarrollo (Murphy, 2012). El hecho de que las granjas familiares sean pequeñas propiedades implica la amplia distribución de uno de los principales
recursos: la tierra, así como el espíritu empresarial y el empleo entre los
miembros de la familia.
La actividad agraria puede ser considerada como un nexo de integración
entre la sociedad y la ecología con el tiempo (Bacon et al., 2012). Y cuando el
sistema agrario se basa en una configuración de las pequeñas propiedades
familiares, este nexo se vuelve aún más evidente. Además, niños que son
criados en granjas tienden a participar en el trabajo familiar, lo que los
convierte en un elemento clave de una cultura de la sostenibilidad, ya que
la importancia de preservar el medioambiente natural como parte de su
patrimonio se pasa de generación en generación (Ikerd, 2013).
La agricultura familiar ha mostrado tradicionalmente una preocupación
por la escasez de recursos básicos como la tierra y el agua. Esto ha sido
fundamental para el fomento eficiente del uso de estos recursos; por eso,
en lugar de la ampliación de la superficie de cultivo, los esfuerzos se han
centrado en la inversión y en prácticas agrícolas ecológicamente sanas, con
el fin de mejorar la eficiencia en el uso de los recursos (Aznar, Galdeano y
Pérez, 2011). Otra característica destacable es la manera en que el sistema
de producción se ha adaptado (especies de cultivos y ciclos) para sacar el
máximo provecho de las condiciones naturales del clima, en clave de no
tener que gastar energía adicional y consumo de agua.
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La preocupación dentro de la familia frente a la necesidad de mantener el
medioambiente y adoptar prácticas de cultivo ecológico ha sido transmitida
a través de generaciones en este sistema agrario, así como la especialización
en unos pocos cultivos. Los agricultores tienden a rotar la producción de
los cultivos (dos a tres cosechas al año) y aplicar tecnologías apropiadas.
Adoptan entonces innovaciones tecnológicas en curso, en particular
con respecto a la economía de los recursos naturales y la aplicación de
prácticas respetuosas con el medioambiente (Galdeano, 2008).
La tendencia hacia una producción más ecológica es otra las principales
características que deben adoptarse por las unidades agrícolas familiares,
como el manejo integral de plagas (MIP), es decir, el control de estas
mediante sistemas biológicos, en lugar de utilizar productos químicos.
Así también, mejorar la utilización de los recursos e infraestructuras, y
en particular el uso de energías renovables y tecnologías de mejoramiento
de suelos amigables con el medioambiente, que incluyen la captura de
carbono, cogeneración de dióxido de carbono y el uso de la energía solar
(Pérez et al., 2012). De igual manera, se fomenta la responsabilidad social,
la investigación, la educación y la sensibilización sobre cuestiones del
medioambiente, a través de seminarios y reuniones científicas que son
dirigidos a un amplio segmento de la sociedad y las comunidades
La dimensión social puede generar compensaciones y sinergias con el
desarrollo sostenible desde una perspectiva integral: vincula las dimensiones
económicas y ambientales, buscando un equilibrio con el ecosistema local
(Bridger y Luloff, 2001; Lehtonen, 2004; Dempsey et al., 2011).
Las granjas familiares, como entidades individuales, y el capital social
que se asocia con ellos de manera colectiva se consideran los objetivos
económicos y ambientales y los componentes que mejor se integran a
los aspectos sociales (Gismondi y Cannon, 2012; Ikerd, 2013). Las granjas
familiares deben ser consideradas como elementos integrales de desarrollo
sostenible.

Conclusiones
La evaluación multicriterio social utilizada para la valoración de la
sustentabilidad agrícola en el desarrollo territorial permite establecer un
diagnóstico de los puntos críticos de los sistemas agrícolas productivos y su
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interrelación con los atributos generales de sustentabilidad. Ello garantiza
que el conjunto de indicadores responda tanto a los retos del contexto local
específico como a las propiedades sistémicas fundamentales, que permiten
hacer operativo el concepto de sustentabilidad.
Además, permite desarrollar metodologías basadas en una perspectiva
sistémica, interdisciplinaria y participativa. Un contexto socioambiental y
temporal específico, por tanto, continuo e iterativo, tendrá realmente éxito
en cuanto se convierta en un instrumento para mejorar, en la práctica, el
perfil socioambiental de los sistemas de manejo, mediante la implementación
de modelos agrícolas de desarrollo rural que permitan buscar su propia
integración a un proceso de identificación de problemas y formulación
de planes de acción. Con ello se apunta a mejorar los sistemas de manejo
de recursos naturales, por lo cual se constituye en un instrumento de
planeación y diseño de políticas. Su éxito radicará, en última instancia, en
su posibilidad de apropiación y aplicación como parte de las actividades
cotidianas de proyectos que buscan mejorar la sustentabilidad de los
territorios
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Las enfermedades transmitidas entre los animales y los seres humanos se
denominan zoonosis y constituyen el 60 % de la totalidad de enfermedades
humanas y aproximadamente el 75 % de las enfermedades infecciosas
emergentes (Taylor et al., 2001; Woolhouse et al., 2005). Estas enfermedades
zoonóticas se caracterizan por impactar los ecosistemas y la salud humana
y animal.
Los cambios en la distribución de las zoonosis se han facilitado por
factores geográficos, ambientales y biológicos, así como por las alteraciones
que sobre las especies y sus interacciones traen los cambios sociales,
culturales y climáticos. Esto indudablemente requiere nuevos enfoques
que modifiquen la manera de enfrentar los problemas complejos en salud
pública. Es preciso explorar nuevas formas de abordar las problemáticas
de salud, pues a pesar de los esfuerzos mundiales, nacionales y regionales,
por ejemplo, en el caso de las diarreas, las cifras de morbilidad al año
llegan a millones y la cantidad de muertos, a miles, producto de fallas en
la atención, especialmente en las poblaciones marginadas (Garza y Arvizu,
2012). Igualmente, muchas enfermedades controladas han reemergido,
ocasionando un aumento en la morbimortalidad de la población; esto
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debido posiblemente a que la salud pública enfrenta una falta de control
integrado de las enfermedades, especialmente de las zoonosis, desde la
articulación y el trabajo conjunto entre los sectores de la salud humana,
animal y ambiental. Teniendo en cuenta lo anterior, se puede inferir que la
salud se debe asumir en términos dinámicos, influenciados en diferentes
niveles y por múltiples factores (Susser y Susser, 1996).
Esta situación refleja la necesidad de un manejo integral desde las
entidades reguladoras de salud humana, animal y ambiental; sin embargo,
una de las principales barreras para la intersectorialidad en el control de las
zoonosis en Colombia es la forma en que está diseñada la administración
para estos eventos. En Colombia, el Ministerio de Salud y Protección Social,
a través del Plan Decenal de Salud Pública 2012-2021, establece un Plan
Territorial de Salud, el cual, como instrumento de política pública, incorpora la salud en las políticas del territorio. Sin embargo, no se cuenta con
estrategias que faciliten la intersectorialidad, la comunicación y el trabajo
conjunto entre los ministerios de Salud, Agricultura y Medio Ambiente.
En este sentido, México es el único país en Latinoamérica que inicia
un proceso de cambio mediante la adopción del modelo hacia una salud
como propuesta, en el marco de la Administración Pública Federal,
derivado de la evidencia de traslapos, vacíos y contradicciones entre las
Secretarias de Salud, Agricultura y Ambiente (Garza y Arvizu, 2012). Por
lo tanto, generar en Colombia una propuesta hacia la intersectorialidad,
donde la educación se incorpore como eje transversal para abordar las
problemáticas de salud, es algo que se debe priorizar y que se facilitará
con los cambios de política pública.
A pesar de que en la política actual colombiana la salud es transversal al
Plan de Desarrollo Territorial, aún para muchas enfermedades, incluidas las
zoonosis, los indicadores y cifras siguen generando los mismos resultados.
Esto se explica posiblemente por la falta de articulación entre los ministerios,
e igualmente se registran vacíos, inconsistencias y contradicciones.
Las estructuras actuales no responden a la realidad: se siguen teniendo
los mismos problemas en salud; esto lleva a reflexionar si se debe seguir
en lo mismo o propender a un manejo integral de la salud, buscar nuevas
formas de organización, nuevas estrategias para estudiar, controlar y atender
las problemáticas en salud de la población colombiana, particularmente en
el caso de las zoonosis. Por consiguiente, el propósito de este documento
es analizar las zoonosis desde el contexto territorial. Para ello, se abordan
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cuatro aspectos: a) la relación entre territorio y salud; b) las zoonosis de
mayor relevancia, emergentes y asociadas con la pobreza; c) la diversidad de
clima tropical y cambio climático; y d) el conocimiento de la biodiversidad
como factor clave para la salud y el desarrollo territorial.

Territorio y salud
La relación entre territorio y salud requiere la integración de procesos
sociales basados principalmente en aproximaciones de factores de riesgo
y determinantes sociales que responden a las condiciones de vida de
una región (Sánchez y León, 2007). Desde la medicina, la salud pública y
la epidemiología, el territorio debe considerarse dentro del análisis de la
situación de salud, en función de aportar, de esta manera, a la comprensión
de los procesos de salud y enfermedad. Con base en lo anterior, clásicamente
el territorio se ha definido como un espacio físico, con una localización y
unas características topográficas, climatológicas e hidrográficas asociadas
con ecosistemas particulares donde se desarrolla la sociedad; y a través de
esta concepción se han ubicado las enfermedades y, asimismo, las redes
de atención médica distribuidas en regiones o lugares que favorecen o no
la salud de los individuos.
En este sentido, Sánchez y León (2007) relacionaron las zonas ecuatoriales bajas como insalubres, en contraste con los altiplanos, que favorecen
el desarrollo de la civilización debido a la similitud con zonas de latitudes
medias europeas. Sin embargo, los autores reflexionan sobre el debate del
abordaje territorial desde diferentes disciplinas. Esto ha llevado a ver el
territorio desde la perspectiva de las relaciones sociales y la interacción
sociedad-naturaleza, y no solo como un espacio físico de superficie terrestre
que alberga componentes bióticos y abióticos. Es claro que dentro de
estas relaciones sociales en interacción con el ambiente no se aíslan las
condiciones naturales y el entorno; por el contrario, ellas condicionan los
procesos de producción social. Así, el territorio combina la naturaleza, la
sociedad y sus articulaciones en una complejidad social-espacial (Sánchez
y León, 2007).
De esta manera, la relación entre territorio y salud tiene un alcance
más amplio que una simple interacción entre las características ambientales
y los perfiles epidemiológicos. De forma similar, los procesos de salud y
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enfermedad se relacionan con dos líneas de interacción: los factores de
riesgo y los determinantes sociales. Esto lleva a que estos procesos sean
dinámicos e interactivos entre los factores biológicos, físicos, ambientales y
humanos, como la densidad poblacional, el hacinamiento, las migraciones
y los desplazamientos, los factores socioeconómicos, la educación y la
actividad laboral. Desde esta perspectiva no solo se busca encontrar explicaciones a los procesos de salud y enfermedad, sino propiciar respuestas
a las realidades de los contextos territoriales. A partir de esta visión surge
la medicina social, desde la cual se explican estos procesos a partir de la
organización de la sociedad en la relación trabajo-consumo-colectividad
(Breihl, 1990).
El proceso de salud-enfermedad, desde el análisis territorial, no se
limita a la localización en un mapa; estas son herramientas útiles que
permiten diferenciar comportamientos y relaciones que por sí solos no
dejan comprender las dinámicas y los procesos de la salud y la enfermedad
(Sánchez y León, 2007). Frenk (1997) relacionó la biología de los individuos
que influye en el proceso de salud y enfermedad de la colectividad, con
la dimensión espacial del territorio, con la alimentación, la vivienda, la
educación, los estilos de vida y la organización social y laboral (figura 1).
Estos trabajos enriquecieron el análisis sobre los determinantes de
la salud y enfermedad, al tener en cuenta la estructura ocupacional y
los mecanismos de utilización de impuestos por parte del estado (Iriart
et al., 2002).
En paralelo a estos análisis, se identificó la importancia de la medicina
social en Latinoamérica; de esta manera, se muestra cómo en la década de
los sesenta la mayoría de países latinoamericanos mostraron una mejoría en
los indicadores de salud como respuesta a modificaciones en las condiciones
de vida y bienestar laboral, que buscaron un mayor acceso a la educación;
también se ampliaron los derechos de los trabajadores con menores
ingresos, así como una mayor cobertura a los sistemas de salud financiada
por fondos públicos, lo cual se dio como resultado de modificaciones en las
condiciones de vida y de trabajo para la población. Sin embargo, posterior
a este periodo, a pesar de evidenciarse un crecimiento de los indicadores
macroeconómicos, en la mayoría de los países latinoamericanos los
indicadores sociales y de salud se deterioraban, reflejando así diferencias
en el acceso a los sistemas de salud dependiendo de las clases sociales.
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Figura 1. Determinantes del proceso salud-enfermedad
Fuente: Frenk (1997).

Estos cambios en la economía permitieron el avance médico en cuanto
al diagnóstico y tratamiento de las enfermedades, pero la disponibilidad
de estos adelantos para la población fue muy diferencial, porque los gastos
en salud aumentaron. Esta situación generó inequidad y evidenció un
incremento en las enfermedades crónicas y degenerativas y en los accidentes
laborales (Donnangelo, 1994; Iriart et al., 1994; Menéndez, 1992). A partir
de este panorama se ha impulsado, desde los años ochenta, la medicina
social, que brinda una visión más holística de la relación entre salud y el
territorio, que debe ser comprendida desde diferentes niveles, entre ellos
la dimensión humana, sociocultural, ambiental, tecnológica, económica,
política e institucional, organizacional y gerencial (Sánchez y León, 2002;
Waitzkin et al., 2001; Borrell et al., 2011).

Zoonosis de mayor relevancia, emergentes y asociadas
con la pobreza
Las zoonosis afectan de forma significativa la salud humana, animal y
los ecosistemas. Se ha estimado que el 20 % de enfermedades humanas
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y muertes en países en vía de desarrollo se deben a una zoonosis (Grace
et al., 2011). Con base en estos impactos, se realizó un estudio que evaluó
56 zoonosis responsables de aproximadamente 2,5 millones de casos de
enfermedades humanas y 2,7 millones de muertes al año en humanos;
para la selección de prioridades fueron utilizadas cinco listas de zoonosis
basadas en la relevancia para los países en desarrollo y enfermedades
prioritarias basadas en los siguientes aspectos:
•
•
•
•
•

La carga global de la enfermedad de acuerdo con la Organización
Mundial de la Salud (OMS).
La lista de zoonosis de declaración obligatoria por la Organización
Mundial de Sanidad Animal (OIE).
Las zoonosis importantes para la gente pobre, identificadas por
consulta de expertos (Perry et al., 2002).
La lista de causas infecciosas de muerte.
Una revisión sistemática de las zoonosis, que identificó 373 tipos
(Perry, Grace y Sones, 2011).

En las 56 zoonosis seleccionadas (de un total de 286), los aspectos
anteriores se asociaron con otros criterios como la mortalidad humana
(> 1000 muertes por año), la morbilidad (> 1 millón de personas afectadas),
el impacto en el sector ganadero, las opciones de control. A partir de
ello se establecieron las 13 zoonosis más relevantes (tabla 1), las cuales se
relacionaron con 2,2 millones de muertes humanas y 2,4 millones de casos
de enfermedad. La priorización refleja que 9 de las 13 zoonosis tienen un
impacto alto en la ganadería, todas tienen una interfaz de vida silvestre y
son susceptibles de intervenciones basadas en la agricultura.
Tabla 1. Zoonosis más importantes en términos de impacto en la salud humana,
en ganadería, agricultura, gravedad de la enfermedad y su aparición
Zoonosis

Muertes humanas
anuales

Gastrointestinal
(zoonosis)

1.5000.000

Leptospirosis
Cisticercosis

Humanos
afectados anuales

Alto impacto
en animales

Intervención
agrícola

Puntaje
total

2.333.000.000

1

1

5

123.000

1.700.000

1

1

5

50.000

50.000.000

1

1

5
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Zoonosis

Tuberculosis
(zoonosis)

Muertes humanas
anuales

Humanos
afectados anuales

Alto impacto
en animales

Intervención
agrícola

Puntaje
total

100.000

554.500

1

1

4

Rabia

70.000

70.000

0

1

4

Leishmaniasis

47.000

2.000.000

0

1

4

Brucelosis

25.000

500.000

1

1

4

Equinococcocis

18.000

300.000

1

1

4

Toxoplasmosis

10.000

2.000.000

1

1

4

2500

15.000

1

1

4

1125

11.000

1

1

4

300.000

14.000.000

0

1

4

10.000

8.000.000

0

0

3

Trypanosomosis
Ántrax
Hepatitis E
Chagas

Fuente: Grace et al. (2012).

Una conclusión importante del estudio refleja la falta de notificación
de las zoonosis en los países en vía de desarrollo. Este factor se constituye
en un impedimento para comprender la prevalencia y el impacto de la
enfermedad, así como el desarrollo de programas de control adecuados.
En términos de agricultura sustentable, se puede mencionar que una
agricultura productiva y un sistema de salud que proteja y cobije a la mayor
parte de la población son elementos esenciales para la reducción de la
pobreza; sin embargo, la velocidad de cambios que enfrenta el mundo, los
conflictos sociales y políticos y la desigualdad hacen que la agricultura y
los sistemas de salud se enfrenten tanto a múltiples desafíos no resueltos
(Hawkes y Ruel, 2006; Grace et al., 2011).
La Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la
Agricultura (FAO) ha establecido diversas estrategias que identifican la
asociación entre la cantidad y la calidad del ganado con la pobreza. Así,
la alta densidad de ganado puede reflejar la intensificación y tiende a
estar inversamente relacionada con la pobreza; esto se explica porque la
densidad del ganado parece más correlacionada con la aparición de eventos
zoonóticos (FAO, 2007; Perry, Grace y Sones, 2011).
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Estimaciones recientes sugieren que cerca de un billón de personas
viven con menos de dos dólares al día y dependen en cierta medida de la
ganadería (Staal et al., 2009). África subsahariana tiene más de 300 millones
de ganaderos pobres, concentrados en África oriental y occidental. Con
base en estas características, se establece la necesidad de conocer qué
proporción de pobres dependen de la ganadería y viven en condiciones que
favorecen la presencia de enfermedades zoonóticas asociadas con hacinamiento y bajas condiciones sanitarias. Según las primeras estimaciones,
cerca del 70 % de la población rural pobre depende del ganado (Livestock
in Development [LID], 1999). Otros han estimado que el 40-50 % de las
personas que viven en la pobreza (con menos de 1,25 dólares) son al menos
parcialmente dependientes de la ganadería (Thomas y Rangnekar, 2004;
Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola [IFAD], 2004). En un estudio
realizado en 12 países se encontró que alrededor del 68 % de los hogares
rurales mantiene sus gastos basados en la cría de animales de granja, y
en las zonas urbanas, el 22-26 % de los pobres se mantiene con el ganado
(Pica-Ciamarra et al., 2011).
La asociación entre cambio climático, ganadería y pobreza fue revisado
por Thornton et al. (2008); se concluye que el cambio climático puede
afectar en varias vías:
•

•
•

•

Patógenos. Altas temperaturas y mayor humedad generalmente
aumentan la tasa de desarrollo de los parásitos y patógenos que
pasan parte de su ciclo de vida fuera del huésped. Los cambios
en el viento pueden afectar la propagación de agentes patógenos;
las inundaciones que siguen a los eventos climáticos extremos
proporcionan las condiciones adecuadas para que los patógenos
transmitidos por el agua aumenten sus poblaciones y cambien
la distribución, ocasionando incrementos en la presencia de
enfermedades.
Vectores. El cambio climático afecta la abundancia y distribución
de vectores de enfermedades.
Huésped. Algunos serán expuestos a nuevos patógenos y vectores
debido a cambios por temperatura que lleven a estrés climático,
alimentación inadecuada y una inmunidad menor.
Zoonosis transmitidas por los alimentos. Los cambios que aumentan
la temperatura del aire favorecen la presencia de campilobacteriosis
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y salmonelosis; cambios en las condiciones del agua aumentan
las campilobacteriosis, las infecciones por Vibrio cholerea y
criptosporidiosis.

Diversidad de clima tropical y cambio climático
Para conocer la diversidad de climas, se han utilizado diferentes sistemas.
Uno de los más conocidos es el de las zonas de vida de Holdridge, que
tienen en cuenta tres parámetros:
•
•
•

Biotemperatura media anual. Determina el crecimiento de las
plantas, oscila entre los 0 °C y 30 °C.
Precipitación. Se mide en milímetros (mm) anuales.
Evapotranspiración. Relación entre la precipitación media anual
y la evapotranspiración; determina el índice de humedad. Estas
zonas de vida se pueden determinar al conocer datos como la
precipitación total anual, la temperatura media anual y la altitud
de la región geográfica (Benavides, 1994).

En bovinos, el parasitismo por helmintos gastrointestinales y pulmonares está ampliamente distribuido en Colombia en todos los climas
y latitudes; pero dependiendo de la temperatura y la humedad, se establecen las diferentes especies de parásitos en las regiones (Parra, 1994).
La disponibilidad de larvas infectantes de parásitos gastrointestinales
y pulmonares en las pasturas depende de la relación entre el clima y las
condiciones atmosféricas. Así, por ejemplo, la cantidad de lluvia y su
frecuencia son los principales factores relacionados con la disponibilidad
de estas larvas infectantes. Precipitaciones pluviométricas inferiores a
25 mm son insuficientes para la migración de larvas de los bolos fecales a
los pastos; por el contrario, precipitaciones alrededor de 60 mm facilitan
la liberación de las larvas.
En este sentido, los estudios epidemiológicos muestran que, en regiones
con clima tropical y subtropical, en los periodos de mayor cantidad de lluvias
se eleva la cantidad de larvas infectantes en las praderas y se disminuyen
los parásitos adultos en los bovinos; en contraste, en el periodo de poca
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lluvia disminuye la carga de contaminación en las praderas y se eleva el
número de parásitos adultos en los bovinos.
Lo anterior evidencia la importancia de realizar estudios de acuerdo
con las zonas geográficas y según las condiciones climáticas, pues el manejo
de zoonosis en países con estaciones marcadas difiere de zonas tropicales
y subtropicales. Por lo tanto, se debe reflexionar sobre el estudio de las
zoonosis desde la perspectiva del territorio, que define no solo el ecosistema con sus agentes bióticos y abióticos, sino la interacción de múltiples
factores sociales, culturales y políticos que inciden en la presentación de
las zoonosis, lo cual lleva a buscar estrategias de manejo más adecuadas
a nuestros contextos.
De esta manera, por ejemplo, la inhibición del desarrollo de las larvas
se define por el clima. Así, en países con estaciones las bajas temperaturas
estimulan la inhibición, mientras que en zonas tropicales este evento
se desencadena en clima cálido y seco. Si a esto se suma que en el país
las condiciones climáticas pueden estar asociadas con diversidad en la
geografía, se hace necesario generar diferentes estrategias de manejo
(Benavides, 1994) (tabla 2).
Dependiendo de las regiones geográficas, se presentan países con mayor
vulnerabilidad al cambio climático y, por consiguiente, al incremento de
diversas zoonosis; por consiguiente, los países africanos y aquellos que se
encuentran en zonas tropicales han sido considerados más vulnerables a
este cambio en el clima (Fussel et al., 2009). Para evaluar la vulnerabilidad
global de los trópicos frente al cambio climático y la seguridad alimentaria,
el Internacional Livestock Research Institute (ILRI) y el Programa de
Investigación Cambio Climático, Agricultura y Seguridad Alimentaria
(CCAFS) se propusieron, mediante indicadores, identificar las ubicaciones donde se proyectan los mayores impactos del cambio climático y la
inseguridad alimentaria en los próximos 30 años (Ericksen et al., 2011).
Los mapas generados muestran principalmente el cambio del clima con
implicaciones para el crecimiento de los cultivos, la producción ganadera
y la presencia de enfermedades, especialmente las zoonosis.
Estos factores aumentan el riesgo asociado con las zoonosis transmitidas
por vectores, incluyendo la transmisión por garrapatas y las enfermedades
transmitidas por mosquitos. También estos cambios incrementan el riesgo
de patógenos bacterianos asociados con el agua estancada e inundaciones
(por ejemplo, Leptospira y Cryptosporidium) (Grace, 2012).
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Tabla 2. Principales tipos de clima tropical que explican la epidemiología de parasitismo
interno de los bovinos y las diferencias en el manejo dependiendo de la zona territorial
Principales tipos
de clima tropical

Zona de vida
de Holdridge

Región en
Colombia

Condición del
parásito

Manejo según zona
territorial

Permanentebh-T
mente húmedo bmh-T

Piedemonte
llanero
Piedemonte
amazónico

Permitir acceso de
Presencia
terneros en praderas
constante de larvas
infectadas para adquirir
infectantes en
inmunidad, pero evitar
pradera
pérdidas por este desafío.

Estación seca
prolongada

bs-T

Sabanas del
Caribe

Praderas sin larvas;
terneros nacidos
Utilización de
en esta época son
antihelmínticos
susceptibles

Trópico de
altura

bs-Mb
bh-Mb

Altiplano
nariñense

Aumento de larvas
hipobióticas

Buscar el control parasitario al final del periodo
de lluvia.

Permanentemente árido

bms-T
md-ST

Faja litoral
Guajira

Animales sin
resistencia

Vigilar consumo de
forraje verde y uso de
antihelmíntos

Fuente: Benavides (1994).

Las fuertes lluvias e inundaciones se han asociado con numerosos
brotes de esta zoonosis en todo el mundo; y por los cambios meteorológicos
extremos se espera que estos fenómenos ocurran con más frecuencia e
intensidad y, potencialmente, pueden dar lugar a un aumento en la incidencia
de la enfermedad, así como a la magnitud de los brotes de leptospirosis
(Lau et al., 2010).
Los cambios ambientales en el suelo, la temperatura y el agua favorecerán el potencial de ampliar el ámbito geográfico para la transmisión de los
vectores asociados con zoonosis como la leishmaniasis. Las fuertes lluvias y
las altas temperaturas pueden también favorecer la germinación de esporas
e incrementar la presencia de ántrax. Por su parte, factores asociados a los
cambios demográficos aumentarán el riesgo de tripanosomiasis, al favorecer
el hábitat de la mosca tsé-tsé probablemente de una forma mayor que los
producidos por el cambio climático (Thornton et al., 2006).
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Conocimiento de la biodiversidad: factor clave
para la salud y el desarrollo territorial
El mayor porcentaje de biodiversidad global se encuentra en los ecosistemas
tropicales y subtropicales, que presentan una estructura y composición
complejas con un alto potencial de productividad bajo condiciones favorables
de recursos como el suelo (Sal, González y Doña, 2014). Esta biodiversidad
determina el funcionamiento de los ecosistemas, que para la población
humana no solo son la fuente principal de alimentación, de agua dulce y de
protección frente a los desastres naturales, sino que se depende de ellos para
la recreación y para mantener la salud (Narrod, Zinsstag y Tiongco, 2012).
La biodiversidad representa la base de la salud humana, pues a través
de los ecosistemas se regulan el clima, las inundaciones y las enfermedades;
igualmente, la biodiversidad es fuente de medicamentos y desarrollo
económico y social (Burke y Faures, 2011). En este sentido, la relación entre
salud y biodiversidad refleja diferentes contextos, como la integridad de los
ecosistemas, los cambios en la biodiversidad, las zoonosis transmitidas por
vectores, la importancia y relación de reservorios con los ecosistemas y las
poblaciones humanas, el cambio climático, las enfermedades zoonóticas
relacionadas con el agua, cambios en los ecosistemas y su restauración,
conservación de la biodiversidad, prácticas tradicionales de alimentos,
seguridad alimentaria, nutrición, estilos de vida, conocimientos tradicionales, reducción de la pobreza y una variedad de impactos que potencian
la salud o, si pierde su equilibrio, representan un potencial riesgo para
esta (FAO, 2008, 2013, 2014).
La relación entre la salud y los servicios ecosistémicos se orienta en
la estrategia de promoción de la salud propuesta en la Carta de Ottawa
y la Carta de Bangkok (2005), que incluye políticas públicas saludables,
creación de entornos de apoyo, fortalecimiento de la acción comunitaria,
desarrollo de habilidades personales y reorientación de los servicios de salud
que lleve finalmente a la conservación de los recursos naturales como una
responsabilidad global (Burke y Faures, 2011; Organización Mundial de la
Salud [OMS], 2011). Sin embargo, desde el siglo pasado se viene trabajando
en este cambio, y con el paso del tiempo los problemas con las zoonosis
no se han solucionado; por el contrario, muchos patógenos han emergido
y otros ya controlados se han vuelto a reportar. Se conoce que, de los 1415
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agentes conocidos para humanos, 175 provocan enfermedades emergentes
por múltiples factores, la mayoría relacionados con actividades humanas
como la intensificación de la producción y el comercio de alimentos, la
globalización, los hábitos, la invasión de espacios naturales, el tráfico
de animales, la destrucción del medioambiente y los riesgos por cambio
climático (FAO y OIE, 2008).
A pesar de los esfuerzos globales en los ámbitos político y social, es
inminente que el cambio climático afectará los ecosistemas y la agricultura,
pues el aumento de la temperatura y las precipitaciones variables, con
reducciones sustanciales en las latitudes medias, afecta la disponibilidad de
recursos hídricos debido a los patrones de lluvia cambiantes y al aumento
de las tasas de evaporación. La agricultura se hará más precaria en latitudes
media y baja; mientras que la productividad puede aumentar durante
un tiempo en las latitudes más altas (Norteamérica y norte de Europa).
Adicionalmente, muchos agricultores pobres encuentran en la acuicultura y
la pesca continental una fuente de recursos adicionales, que también serán
afectados por los cambios en la disponibilidad del agua, como producto
del cambio climático (Burke y Faures, 2011; FAO, 2014; OMS, 2011).
La influencia del cambio climático y la ganadería en los ecosistemas en
los países en desarrollo es un campo de investigación poco explorado, a pesar
de la importancia de la ganadería para la gente pobre y la magnitud de los
cambios que puedan sobrevenir a los sistemas ganaderos. El conocimiento
sobre las interacciones del clima y el aumento de la variabilidad climática
con otros motores de cambio en los sistemas ganaderos es limitado. En
muchos lugares tropicales y subtropicales pueden existir oportunidades
para aprovechar las condiciones de los forrajes y cultivos más propicios
para cada región; sin embargo, los cambios por el clima proyectan serios
problemas, especialmente porque para la población humana la provisión
de una alimentación adecuada, de agua potable y la seguridad alimentaria
dependen de manera directa del funcionamiento correcto de los ecosistemas
agrícolas e indirectamente de los servicios ecosistémicos que equilibran la
biósfera, pero que pueden agotarse por un manejo no sostenible (Mcmichael
et al., 2004; Thornton et al., 2009).
La ganadería es un importante motor de cambio en el hábitat y un
factor fundamental en la pérdida de la biodiversidad; en tal sentido, es
necesario proyectar el alcance y la naturaleza de estas alteraciones, así como
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los cambios en la distribución geográfica de las especies en el ecosistema,
máxime cuando los datos y modelos son todavía incompletos. En estos
modelos es prioritario incluir los factores que afectarán la capacidad de las
plantas y los animales para responder al cambio climático y los patrones
de uso de la tierra y el agua (Thornton et al., 2009). Si a esto se suma que
el cambio climático tiene el potencial de reducir la efectividad de las
estrategias actuales para el control de plagas, el problema se agudiza:
se genera una mayor inversión de recursos para el desarrollo de nuevos
sistemas de conocimiento y las medidas adecuadas para luchar contra
nuevas plagas o la intensificación de las existentes.
La adaptación al estrés biótico ocasionado por el cambio climático
requerirá inversiones importantes en el mejoramiento de los sistemas
nacionales de vigilancia para el control de plagas, en la capacidad de
diagnóstico y de gestión, y en la capacitación en métodos moleculares para
la caracterización de las poblaciones animales implicadas (Burke et al.,
2011). Thornton et al. (2009) plantean como un buen comienzo fomentar
una mejor caracterización de los recursos genéticos, su uso y conservación,
que haga posible llenar los vacíos de conocimiento críticos, que lleven
a evaluaciones realistas sobre los posibles impactos de la adaptación y
mitigación de actividades de la biodiversidad, al igual que sobre otros
aspectos del desarrollo sostenible. En este sentido, la genética molecular
otorga elementos para estudiar los organismos desde dos perspectivas
asociadas indistintamente: por una parte, permite la caracterización
molecular, pues arroja perfiles que diferencian unos organismos de otros
y aporta al conocimiento de la diversidad biológica y la identificación de
nuevas especies; por otra parte, ayuda en la identificación de usos potenciales
(Peña-Venegas et al., 2008).
La diversidad biológica en Colombia constituye una riqueza para
la nación y representa un potencial que puede brindar un futuro más
promisorio para los colombianos, en términos de mejorar la calidad de
vida y el desarrollo económico de nuestras regiones (Peña-Venegas et al.,
2008). Adicionalmente, el conocimiento de la biodiversidad representa una
fuente de alimentos, la obtención de productos con potencial medicinal,
así como la posibilidad de identificar reservorios, vectores y factores
biológicos asociados con la presencia y el control de las zoonosis. Así,
la relación salud-territorio aumentará las interacciones entre regiones,
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las iniciativas individuales y colectivas de diversos sectores y el apoyo
económico, tecnológico, sociopolítico, ambiental y cultural, y propiciará
un aumento en el desarrollo territorial.

Consideraciones finales
Se deben propiciar condiciones que faciliten los procesos en salud y que
son necesarias para el desarrollo. Dentro de estos se pueden mencionar:
la conformación de trabajo en equipo como unidad y rol fundamental
en la sociedad, propiciar la autonomía en los planos particular y colectivo,
fomentar la concientización sobre la producción y el uso racional de los
recursos, y apropiar a la población sobre su contexto regional.
Se debe promover el estudio de las zoonosis desde la perspectiva de
la salud como elemento transversal al territorio, a la diversidad climática
y a la biodiversidad, desde la dimensión humana, ambiental, tecnológica,
económica, social y cultural, política e institucional, y organizacional y
gerencial.
La influencia que sobre las diversas zoonosis tienen los cambios en
los ecosistemas y las interacciones entre especies propicia la necesidad de
estudiar este grupo de enfermedades desde la intersectorialidad, debido
a que múltiples factores de riesgo y determinantes sociales están condicionando la presentación, la distribución y el control de estas patologías.
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latinoamericana: aportes y desafíos. Revista Panameña de Salud Pública,
12(2), 128-136.
Lau, C. L., Smythe, L. D., Craig, S. B. y Weinstein, P. (2010). Climate change,
flooding, urbanisation and leptospirosis: fuelling the fire? Transactions
of the Royal Society of Tropical Medicine and Hygiene, 104(10), 631-638.
Livestock in Development (LID). (1999). Livestock in Poverty-Focused Development. Crewkerne: Somerset.
Mcmichael, A. J. et al. (2004). Comparative quantification of health risks. Recuperado de http://www.who.int/publications/cra/chapters/volume1/0000ixxiv.pdf
Menéndez, E. (1992). Salud pública: sector estatal, ciencia aplicada o ideología
de lo posible. En Organización Panamericana de la Salud, La crisis de la
salud pública: reflexiones para el debate (pp. 103-122). Washington: OPS.
Ministerio del Medio Ambiente de Colombia (2001). Política Nacional de Biodiversidad, República de Colombia. Bogotá: Autor.
Narrod, C., Zinsstag, J. y Tiongco, M. (2012). A one health framework for estimating the economic costs of zoonotic diseases on society. Ecohealth,
9(2), 150-162.
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura
(FAO). (2008). The state of food and agriculture. Roma: Autor.
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura
(FAO). (2013). Climate-Smart Agriculture Sourcebook. Roma: Autor.
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura
(FAO) (2014). FAO statistical yerarbook 2014. Roma: Autor.
Organización Mundial de la Salud (OMS). (2011). Our planet, our health, our
future. Washington: Autor.
Parra, D. (1994). Comportamiento de los parásitos gastrointestinales en las
ganaderías de los llanos orientales y en la Costa Atlántica. En Memorias
del Seminario Internacional: “Manejo y control de ecto y endoparásitos en
ganado bovino”. Cartagena de Indias.
Peña-Venegas, C. P., Cardona, G., Rodríguez, O. y Quintero L. (2008). Cuidar
lo invisible: avances en protección de la biodiversidad y distribución de
beneficios derivados de su uso. Revista Colombia Amazónica, 1, 173-85.

151

Agrociencias y territorio

Perry, B .D., Grace, D. y Sones, K. (2011). Current drivers and future directions
of global livestock disease dynamics. Recuperado de https://www.ncbi.
nlm.nih.gov/pubmed/21576468
Perry, B. D., Randolph T. F., McDermott J. J., Sones K. R. y Thornton P. K. (2002).
Investing in animal health research to alleviate poverty. Nairobi: ILRI
Pica-ciamarra, U., Tasciotti, L., Otte, J. y Zezza, A. (2011). Livestock assets, livestock income and rural households. Roma: FAO.
Sal, A. G., González, A. y Doña, H. (2014). La cultura del patio como soporte de
agricultura familiar en América tropical. Recuperado de https://es.scribd.
com/document/338262518/Agricultura-Familiar-Ambienta-n%C2%BA107-Junio-2014-pdf
Sánchez, F. y León, N. (2006). Territorio y salud: una mirada para Bogotá. En
L. C. Jiménez (Ed.), Región, espacio y territorio en Colombia. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia.
Staal, S. et al. (2009). Targeting strategic investment in livestock development
as a vehicle for rural livelihoods, Report to Bill and Melinda Gates Foundation. Nairobi: ILRI.
Susser, M y Susser, E. (1996). Choosing a future for epidemiology: II. From
black box to chinese boxes and eco-epidemiology. American Journal of
Public Meath, 86(5), 674-77.
Taylor, L. H., Latham, S. M. y Woolhouse, M. E. (2001). Risk factors for human
disease emergence. Philosophical Transactions of the Royal Society of London. Series B, Biological Sciences, 356(1411), 983-989.
Thomas, D. y Rangnekar, D. V. (2004). Responding to increasing global demand
for animal products: Implications for the livelihoods of livestock producers
in developing countries. En E. Owen (Ed.), Responding to the livestock revolution: The role of globalisation and implications for poverty alleviation
(pp. 1-36). Midlothian: British Society of Animal Science.
Thornton, P. K., Robinson, T. P., Kruska. R. L., Jones. P. G., McDermott, J. y
Reid, R. S. (2006). Cattle trypanosomosis in Africa to 2030. Report for the
Foresight Project on Detection of Infectious Diseases. Londres: Department
of Trade and Industry.
Thornton, P, K., Van de Steeg, J., Notenbaert, A. y Herrero, M. (2008). The
livestock-climate- poverty-nexus: A discussion paper on ILRI research in
relation to climate change. Nairobi: ILRI.

152

El estudio de las zoonosis en el contexto territorial

Thornton, P. K., Van de Steeg, J., Notenbaert, A. y Herrero, M. (2009). The impacts of climate change on livestock and livestock systems in developing
countries: A review of what we know and what we need to know. Agricultural Systems, 101(3), 113-127.
Waitzkin, H., Iriart, C., Estrada, A. y Lama-Drid, S. (2001). Social medicine
in Latin America — productivity and dangers facing the major national
groups. Lancet, 358, 315-323.
Woolhouse, M. E., Haydon, D. T. y Antia R. (2005). Emerging pathogens: the
epidemiology and evolution of species jumps. Trends in Ecology & Evolution, 20(5), 238-244.

153

Aproximación al valor de los animales
desde la filosofía y las religiones
y sus aportes a la bioética*
Iovana Clarena Castellanos Londoño**
La consideración moral de los animales ha sido una preocupación constante
en la sociedad, mucho más evidente a partir de los setenta; prueba de ello
son las numerosas publicaciones al respecto, desde diferentes puntos de
vista, que tratan de justificar la consideración moral de estos para exigir
sus derechos en la sociedad. El hecho de ser tenidos en cuenta como
seres que tiene valor en sí mismos, “conscientes” (Sánchez, 2010, p. 35),
“sintientes y merecedores de benevolencia y compasión, los hace dignos
de pertenecer a la sociedad moral” (Campos, 2011, p. 63). De igual forma,
la actitud hacia los animales en la sociedad occidental ha cambiado; según
Soutullo (s. f.), estos cambios han ocurrido debido a diferentes factores,
como son las transformaciones sociales y de mentalidad sobre el derecho
de los individuos, el confinamiento masivo de animales de granja para
la explotación industrial y la aparición de la problemática del bienestar
animal, la aparición del movimiento ecologista y la sensibilización hacia
la naturaleza y el impacto ambiental destructivo de muchas actividades
humanas.
El aumento en el número de vegetarianos y veganos y el creciente interés
en el bienestar animal en la producción de alimentos, la conservación de
la vida silvestre, el buen trato a las mascotas y la consideración con los
animales de experimentación son testimonios de estos cambios sociales
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que se reflejan en la legislación americana, europea y se inicia lentamente
en la legislación latinoamericana. El objetivo de este artículo es hacer una
aproximación al valor de los animales desde las diferentes posturas filosóficas
y religiosas que generan formas de pensar y actuar frente a los animales en
la sociedad. Inicialmente se tendrán en cuenta tres argumentos en contra
del valor individual de los animales y las diferentes posturas filosóficas
relacionadas con el valor de los animales; posteriormente, se revisará
el valor de los animales según las cuatro grandes religiones del mundo
(judeocristianismo, islamismo, hinduismo y budismo); finalmente, se hará
una reflexión sobre el papel de estas perspectivas éticas y religiosas y sus
aportes a la bioética en la resolución de conflictos y dilemas relacionados
con el trato de los seres humanos hacia los seres animales no humanos, en
nuestro contexto latinoamericano y en el ejercicio de la medicina veterinaria.

Metodología
Se revisaron fuentes bibliográficas extraídas a partir de la consulta en bases
de datos como Pubmed, Scopus, Science Direct y Latindex; se consultaron
algunos diccionarios filosóficos para precisar el sentido de palabras cuyo
contenido filosófico se consideró importante para dar fundamento a las
ideas expuestas. Se utilizó un método deductivo a partir de la búsqueda
de los temas generales, utilizando palabras como valor, religión, filosofía,
vegetarianismo, entre otras, para llegar al tema específico objeto de esta
reflexión. Se incluyeron también artículos de revisión de literatura y de
reflexión sobre temas similares en revistas indexadas que son referenciados
en el escrito.

Resultados
El valor de los animales desde la percepción individual y social es clave
en la discusión moral de los animales. Según Ferrater (1964), el término
valor se ha utilizado con un sentido económico y con un sentido moral y
filosófico. El valor se ha equiparado con el ser; depende de los sentimientos
de agrado y desagrado, de ser deseado, de la virtud, de las preferencias
y de la subjetividad humana. “Los valores son históricos. Esto significa
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que cambian en el tiempo humano, pero a la vez perviven: ‘permanecen,
cambiando’” (Tealdi, 2008, p. 35).
Según Aaltola (2010), en la ética animal se discuten cinco tipos de
valor: el valor indirecto, según el cual el trato respetuoso a los animales
es un beneficio educativo que mejora el trato respetuoso con los demás
seres humanos; el valor instrumental, que considera a los animales como
un medio para conseguir un fin; el valor parcial, como parte de un todo, de
un ecosistema; el valor limitado a ciertas características del animal, como
la capacidad de sentir dolor, y el valor individual, que está basado en las
características intrínsecas del animal. Señala Valdés (1996) al respecto:
No los valoramos porque subjetivamente nos interesen ni porque
nos resulten útiles o sean un instrumento adecuado para la
satisfacción de nuestros deseos. Valoramos su mera existencia
y consideramos moralmente lamentable su destrucción por ser
dignas de ser respetadas y honradas por sí mismas. (p. 248)

De lo anterior se infieren obligaciones directas hacia los animales. De
igual forma, existen varias corrientes filosóficas que han abordado el valor
moral de los animales desde la perspectiva antropocéntrica, zoocéntrica,
biocéntrica o ecocéntrica, las cuales se exponen a continuación.

Corrientes filosóficas y su visión de valor de los animales
Argumentos en contra del valor individual de los animales
no humanos
El hecho de afirmar que los animales tienen valor individual genera muchos
debates. Según Aaltola (2010, p. 10) existen tres argumentos en contra del
valor individual de los animales: a) el de las capacidades, b) el humanista
y c) el de las relaciones especiales.
El argumento de las capacidades desconoce el valor individual de los
animales, porque sus capacidades cognitivas son inferiores a las capacidades
de los seres humanos, no se pueden autolegislar y no son moralmente
autónomos. De igual forma, se argumenta que carecen de capacidades
“que van desde la autonomía, la posesión del lenguaje proposicional, la
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racionalidad, la conciencia de sí mismo y la agencia moral” (Aaltola, 2010,
p. 16). El argumento humanista enfatiza que el hecho de ser humano es un
factor moralmente relevante y, por otro lado, que la capacidad cognitiva
que le permite la agencia moral es inherente a la especie humana en su
conjunto y le otorga un valor individual. Finalmente, el argumento de las
relaciones especiales atribuye valor individual a los seres humanos por el
hecho de crear vínculos y apego fuerte a seres de la misma especie. Estos
argumentos son defendidos por varios filósofos que ven en los animales
seres con capacidades inferiores al ser humano; pero, de igual forma, son
duramente cuestionados por la debilidad de estos.
Según Aatola (2010, p. 18), las diferencias entre humanos y animales son
evidentes; sin embargo, desde el punto de vista biológico, las capacidades
de los animales no humanos son diferentes por su misma diferencia; el
favoritismo intraespecie es biológico en las diferentes especies animales,
mientras que en los seres humanos es de origen cultural. De esta forma,
el interés de los animales debe ser uno de los argumentos centrales para
darles valor individual.

Antiguos griegos
La actitud hacia los animales se ha visto fuertemente influenciada por los
filósofos griegos. Según Szücs et al. (2012, p. 1503), en la Grecia antigua
la relación con los animales ocurrió en el animismo, el mecanismo,
el vitalismo y el antropocentrismo. Pitágoras fue el representante del
animismo y consideró que los animales y los humanos tenían un tipo de
alma similar que estaba formada por aire o fuego y que se movía entre los
animales y los humanos en sucesivas encarnaciones. Aristóteles representó
el vitalismo, que enfatizó en la interdependencia del alma y el cuerpo y
reconoció formas superiores de vida que compartían funciones simples con
formas menos desarrolladas, resultando en un comportamiento complejo.
El mecanicismo promulgó que los humanos y los animales eran solamente
máquinas, mientras que el antropocentrismo puso al hombre en el centro
de todo el universo.
Según Soto (2010, p. 65), Aristóteles trata el tema de los animales en
cuatro escritos: biológicos, psicológicos, políticos y éticos. En sus escritos
biológicos, los animales son fuente de conocimiento; sus descripciones de
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anatomía, fisiología, reproducción y comportamiento animal lo llevan a
entender la naturaleza como un orden jerárquico, estable y antropocéntrico.
Este trabajo lo ha hecho merecedor de ser el padre de la biología y la zoología.
En sus escritos psicológicos trata algunos aspectos relacionados con las
condiciones que favorecen la longevidad en algunas plantas y animales.
Finalmente, en sus textos ético-políticos, la referencia se encuentra en su
libro Retórica, donde su personaje Empédocles afirma que no se deben
matar seres vivos. Por otro lado, “Aristóteles considera que a todos los
seres naturales les pertenece una determinada naturaleza que solo puede
desarrollarse si cuenta con las capacidades y los recursos necesarios”
(Martín, 2012, p. 63).

Renacimiento e Ilustración
Según Szücs et al. (2012, p. 1503), en la época del Renacimiento, Descartes
refuerza la separación entre humanos y animales, y al igual que otros
investigadores de su tiempo, realiza la vivisección como práctica común
para conocer el funcionamiento de los organismos vivos, ya que los
consideraba simples máquinas. En la época de la Ilustración aparecen
varias figuras como Voltaire, Hume y Rousseau, que cuestionan la idea
muy popular según la cual los animales no sienten dolor y los podemos
utilizar a nuestro parecer.

Deontologismo kantiano
Kant, en sus argumentos, percibe a los animales como seres con valor
instrumental, que pueden ser utilizados como medios para que el ser
humano logre sus fines. Defendió una posición de absoluto dominio de
los “humanos sobre los animales no humanos, en correspondencia con las
actitudes que la mayoría de las sociedades han practicado en su trato con
los animales” (Soutullo, s. f.). Por esta razón, no se oponía a la vivisección.
Consideró que la crueldad hacia los animales no era deseable, porque el
hombre cruel con los animales podría serlo con sus semejantes. Según
Soutullo (s. f.), Kant consideró que los animales son “cosas”, porque son
seres irracionales y, en consecuencia, carecen de autonomía y dignidad.
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Desde su postura antropocéntrica, consideró que la crueldad hacia los
animales no se constituye en una conducta moral censurable en sí misma.

Utilitarismo
Esta corriente filosófica nace en 1789 con Jeremy Bentham y se continúa con
John Stuart Mill. Bentham fue “el primer filósofo cristiano en denunciar
la ‘dominación del hombre’ como tiranía en lugar de gobierno legítimo”
(Szücs et al., 2012, p. 1504) y propuso que el sufrimiento es la premisa más
importante para dar valor a los animales.
Más tarde, Peter Singer propone como principio básico de igualdad el
de igual consideración de intereses, el cual “exige que otorguemos el mismo
peso en nuestras consideraciones morales a los intereses iguales de todos
los afectados por nuestras decisiones” (Ferrer y Álvarez, 2003, p. 307). Este
principio de igual consideración de intereses se aplica a las diferencias entre
los animales; establece que los intereses, independientemente de quien
sean, son igualmente valiosos; lo único que es relevante es la capacidad de
tener intereses. De igual forma, Singer extiende su principio de igualdad
de intereses a los animales no humanos y establece que la capacidad de
sufrir y de sentir felicidad son el requisito fundamental para hablar de la
presencia de intereses en un individuo; asimismo, se reconoce la igualdad del
sufrimiento en cualquier especie capaz de sentir. Para Singer, “la capacidad
para sentir es el único límite adecuado para determinar la extensión del
amparo moral que dimana del principio de igual consideración de intereses”
(Ferrer y Álvarez, 2003, p. 314).
Este principio se viola con el especieísmo que cometen los que
privilegian los intereses de su propia especie sobre los de otras. Singer
reconoce que el grado de conciencia determina el grado de sufrimiento de
un individuo y asume que todos los seres vivos sintientes deben ser tenidos
en cuenta en este aspecto. De igual forma, critica el consumo de carne en
las sociedades industrializadas, ya que solo está justificado por el gusto en
el sabor de la carne y critica las prácticas que se realizan en poblaciones
animales destinadas al consumo humano, que van desde la castración
hasta hacerles vivir vidas miserables. Para Singer, es un imperativo moral
el ser vegetariano en una sociedad industrializada. “Su postura ética no es
biocéntrica, y no puede ser aplicada a todos los seres vivos, sino solamente
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a los seres sensibles (que serían la mayoría de los animales)” (Soutullo,
s. f., p. 7). Como la capacidad de sufrir y gozar de las cosas es un requisito
previo para tener intereses de cualquier tipo y dado que los seres sensibles
gozan de esta capacidad, entonces los seres sensibles tienen intereses, y en
virtud del principio de igualdad, los intereses de todos los seres sensibles
deben merecer igual consideración (principio de igual consideración de
intereses).

Deontologismo ampliado o animalista de Tom Reagan
“El concepto de dominio humano sobre los animales tiene dos interpretaciones, tales como (a) los seres humanos tratan a los animales como deseen
o (b) el uso responsable y compasivo de los animales para el mejoramiento
de la sociedad es aceptable” (Szücs et al., 2012, p. 1504). Como lo plantea
Dorado (2010, p. 52), Tomas Reagan considera que los animales que tienen
deseos, percepción, memoria, vida emocional, sentido del futuro, entre
otras, tienen valor inherente “y que los intereses de todos los animales
deben ser sopesados por igual sea cual sea su forma” (Szücs et al., 2012,
p. 1504). Defiende el vegetarianismo, aunque rechaza el utilitarismo y
los planteamientos que afirman que los deberes hacia los animales son
indirectos (cuando se les hace bien, se benefician los humanos).

Enfoque de las capacidades de Martha Nussbaum
Este enfoque “es capaz de concebir la racionalidad como una característica
más de la animalidad, propia de los zoón politikón, que no degrada ni sitúa
fuera de la justicia a los seres que carecen de ella” (Martín, 2012, pp. 5972). La racionalidad es una capacidad más de la animalidad y la idea de la
dignidad se relaciona con la idea de las capacidades que tenga el individuo
humano o no humano. En este sentido, trasciende las teorías utilitaristas
que reducen el valor de los animales a los que posean sintiencia. De esta
forma, en este enfoque están incluidas todas las especies animales, las cuales
pueden ser dañadas por la privación del florecimiento de sus capacidades.
Según Martin (2012), este enfoque permite ver el valor moral de los
animales desde el ámbito de la justicia, donde se les reconozcan derechos
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impostergables aunque no puedan firmar ningún contrato. Este enfoque
propone una “justicia interespecie”, que se caracteriza por: la adopción
del individualismo moral; el seguimiento de la norma de la especie de
acuerdo con sus capacidades; el establecimiento de una condición umbral
que sean los seres sintientes; la distinción entre quien diseña los principios
políticos básicos de la sociedad y para quien están pensados estos principios
políticos básicos; la orientación hacia los resultados, amparando todos los
seres vivos, incluso los vegetales; el establecimiento de principios éticos;
la toma de un paternalismo inteligente; el establecimiento de listas de
capacidades, el empleo de una metodología basada en la imaginación
apoyándose en la ética narrativa; alcanzar un consenso entrecruzado con
las demás doctrinas que apoyen las concepciones políticas.

El contractualismo
El contractualismo considera la ética y la política como un contrato social
que se establece con seres que pueden contratar; como los animales y la
naturaleza no pueden contratar, aunque son beneficiarios, esto hace que
los deberes que se atribuyan a ellos sean indirectos. Peter Carruthers
“considera al contractualismo como la teoría moral más plausible de las
que explican las fuentes de la moralidad y de la motivación moral. […].
Expone dos posibles razones para no usar animales: el carácter moral de
quien actúa, y la ofensa causada a los amantes de los animales” (Dorado,
2010, p. 45). Plantea que los animales carecen de derechos porque no son
seres racionales y carecen de estados mentales conscientes. Según Soutullo
(s. f.), Carruthers condena el especieísmo porque se trata de discriminación
entre especies, pero considera que los animales no son personas porque
carecen de racionalidad.

Entre el contractualismo y el deontologismo de Adela Cortina
En su perspectiva, Cortina propone como argumento que las personas
poseen capacidades de comunicación para dialogar y deliberar sobre las
normas morales sociales, basadas en las características del ser humano
(Hall, 2009): razón, autoconciencia, dignidad y reconocimiento recíproco,
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que son precondiciones de la competencia comunicativa del discurso moral,
esencialmente intersubjetivo; los derechos humanos son absolutos y no
negociables. Como los animales no tienen estas capacidades, entonces no
tienen derechos similares a los derechos humanos; sin embargo, tienen
un valor inherente que debe ser tenido en cuenta en el diálogo moral, lo
que justifica que la sociedad promulgue “normas para proteger el valor de
los animales” (Hall, 2009).

Igualitarismo y prioritarismo
De acuerdo con Faria (2014, pp. 225-236), el igualitarismo es una visión
normativa según la cual debemos lograr igual distribución de bienestar
entre individuos o grupos, de forma tal que los más afectados estén mejor;
en el igualitarismo se debe actuar de manera tal que se incremente la
igualdad o se reduzca la inequidad entre individuos o grupos que puedan
ser afectados por nuestra acción. En el prioritarismo es preciso actuar para
lograr el mayor beneficio para los individuos que estén más afectados y
que puedan ser afectados con la acción propia. Los animales no humanos
siempre están en una posición de desventaja frente a los seres humanos,
lo que es una fuerte razón para el igualitarismo de tratar de ayudarlos en
situaciones naturales o cuando los seres humanos se encargan de ellos.
Sin embargo, hay una fuerte obligación de no interferir con el bienestar
y, por tanto, de disminuir el impacto que se les pueda proporcionar, al
responsabilizarnos de ellos y mejorar su situación, si es posible hacerlo.

Perspectiva religiosa
Religión judeocristiana
El cristianismo es la religión que más influencia ha tenido sobre la relación entre humanos y animales. Comparte con el judaísmo el Antiguo
Testamento; y es en el libro de Génesis, 1:28, donde queda consignada
la relación antropocentrista del hombre frente a los animales: “Dios los
bendijo, diciéndoles: ‘sean fecundos y multiplíquense. Llenen la tierra y
sométanla. Tengan autoridad sobre los peces del mar, sobre las aves del
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cielo y sobre todo ser viviente que se mueva sobre la tierra’” (Sociedad
Bíblica Católica Internacional, 1998, p. 7). Y en Génesis, 2:15, dice: “Yavé
Dios tomó al hombre y lo puso en el jardín del Edén para que lo cuidara y
lo cultivara” (p. 8). De este modo, el hombre, según el Antiguo Testamento,
no solo es el ser dominante que da nombre a todo lo que está en la tierra,
sino que es el responsable de su cuidado.
Según Szücs et al. (2012, p. 1501), existen varias citas en el Antiguo
Testamento que exigen un trato humanitario de los animales; de igual
forma, argumentan que la bondad con los animales se equipara con la
legalidad de la justicia de Dios mismo, y aunque no se consideraba que
tuviesen alma, la obligación humana es la de tratarlos y proporcionarles
comida y agua. En el cristianismo, figuras como santo Tomás de Aquino,
que estuvieron influenciados por Aristóteles, establecieron una gran
diferencia entre humanos y animales con base en la racionalidad. Como
seres irracionales, los animales están bajo el dominio de los seres humanos
racionales. De igual forma, justificó el uso de los animales como alimento
y utilizarlos en beneficio humano, evitando la crueldad y tratándolos con
amabilidad. A este respecto, señala Campos (2011):
La lectura cristiano-agustiniana de la concepción estoica y aristotélica llevó a interiorizar la idea de que los animales han sido
creados con el único fin de satisfacer nuestras demandas. Esto se
traduce en una concepción instrumental de los mismos desde la
que se admite que su consideración estará en función del servicio
que presten a nuestros intereses. (p. 64)

En la encíclica del papa Francisco, Laudato Si’, se hace un llamado
al cuidado de la casa común, desde una mirada antropocentrista; una
de las grandes preocupaciones de lo que está pasando a nuestra casa es
la pérdida de biodiversidad animal terrestre, acuática y vegetal, a causa
de las acciones humanas. Este llamado desde el cristianismo lo hace él
“porque todas las criaturas están conectadas, cada una debe ser valorada
con afecto y admiración, y todos los seres nos necesitamos unos a otros”
(papa Francisco, 2015, p. 34). Este es un llamado a vivir el espíritu ecológico
desde la admiración de la creación de Dios y la protección de toda criatura.
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Islamismo
Según Szucs et al. (2012, p. 1503), el islamismo enseña que Alá le dio el poder
al hombre sobre los animales y, por tanto, maltratarlos es desobedecer
la voluntad de Alá. El profeta Muhammad enseñó que los animales solo
deben sacrificarse por necesidad y que hacer lo contrario es un pecado.
En consecuencia, no es correcto cazar para usar la piel de los animales,
ponerlos a luchar entre sí o molestarlos innecesariamente. Consideran que
los animales están para el servicio humano, pero deben ser tratados con
bondad, porque a través de ellos se ve la beneficencia de Alá. Aparentemente
no tienen una doctrina sobre los animales y la muerte.
De acuerdo con Farzaneh y Bagher (2008, p. 630), la legislación en los
Estados islámicos y, en este caso, en Irán está muy ligada a la religión. Los
principios islámicos de “interés público” (Maslaha) y “no hacer daño” (La
Darar wa la Derar) se han propuesto por los científicos para la aprobación
de algunas leyes en el campo de la ética médica. El uso de los animales para
experimentación está protegido por la legislación. Según Easterbrook y
Maddern (2008, p. 366), el uso de productos de origen animal, específicamente de cerdo, en procedimientos quirúrgicos que incluyen el reemplazo
de rodilla solo fueron aceptados en casos extremos por los musulmanes.
Según Naderi et al. (2002, p. 120), de acuerdo con el islamismo, todas las
criaturas están en presencia divina y por este motivo nadie tiene autoridad
para interferir en la vida de los animales sin el consentimiento de Alá.
Solo pueden ser usados para los que fueron creados. Por ello, cuando van
a utilizarlos, tiene que ser de una manera ética, porque sienten dolor y
angustia; en los casos de experimentación animal, se debe tener en cuenta
el alojamiento, el transporte, la cría y el conocimiento del personal y
del investigador y, de igual forma, se deben proteger los procedimientos
educativos a favor del bienestar animal. En la alimentación, el Corán dice:
Se os prohíbe comer la carne del animal que haya muerto de
muerte natural, la sangre, la carne de cerdo y la de un animal que
se sacrifique en nombre de otro que Dios; no obstante quien se
vea obligado a hacerlo en contra de su voluntad y sin buscar en
ello un acto de desobediencia, no incurrirá en falta. Es cierto que
Dios es Perdonador y Compasivo.

165

Agrociencias y territorio

La Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la
Agricultura (FAO, 2001, p. 80) plantea que el islamismo entiende por
alimentos Halal aquellos alimentos permitidos y obtenidos teniendo en
cuenta los preceptos religiosos. De igual forma, se consideran alimentos
ilícitos los cerdos, jabalíes, perros, serpientes, monos, animales carnívoros
con garras y colmillos, aves de presa con garras, animales dañinos como
ratas, escorpiones, ciempiés y similares y animales que el islam prohíbe
matar (hormigas, abejas y pájaros carpinteros), animales repulsivos (gusanos,
piojos o moscas), animales anfibios, mulas y burros domésticos, animales
acuáticos venenosos y peligrosos, la sangre y todo animal que no haya sido
sacrificado de acuerdo con la ley islámica.
El sacrificio se realiza de acuerdo con el Código del Codex Recomendado
de Prácticas para Carnes (FAO, 2001, p. 57), que establece que lo debe realizar
un musulmán en posesión de sus facultades, que conozca el procedimiento
islámico; el animal debe ser lícito y estar vivo al momento del sacrificio;
inmediatamente antes del sacrificio deberá pronunciar la frase Bismilah
(en el nombre de Alá); el utensilio utilizado debe ser afilado y no se separa
del cuerpo del animal y en el acto se secciona la tráquea, el esófago y los
grandes vasos de la zona del cuello.

Hinduismo
Es la más antigua de las religiones orientales. En los Vedas, escrituras
antiguas de la India en la que el hinduismo tiene sus raíces, se establece el
principio de la no violencia llamado Ahimsha (no dañar) o la ausencia del
deseo de hacer daño, que es considerado una de las piedras angulares de su
ética. La matanza de un animal es vista como una violación del Ahimsa; sin
embargo, permiten el sacrificio de animales en ceremonias religiosas; no
son vegetarianos estrictos. Creen en el proceso del renacimiento llamado
Samsara, el cual determina que “luego de una estancia en el cielo o en el
infierno renazca en un animal o viceversa de acuerdo como se haya vivido
el karma o vida anterior. Causar dolor y muerte innecesaria a otro ser vivo
produce un mal karma con efectos negativos sobre uno mismo” (Szücs,
2012, p. 1501).
El trato adecuado a los animales es considerado como un paso a la
salvación (Szücs, 2012, p. 1501). Existe la creencia de que toda vida debe
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ser respetada porque el cuerpo es una cubierta exterior para el espíritu
interior, que puede renacer en otras formas como insectos o mamíferos. Para
el hinduismo, la vaca es un animal sagrado; por lo tanto, se considera un
pecado matarlas. A diferencia del cerdo, que se considera un animal impuro
para los judíos y los musulmanes, los hindúes utilizan todos los productos
que les ofrece la vaca como son la leche, la cuajada, la mantequilla, la orina
y el estiércol; por este motivo, según Easterbrook y Maddern (2008, p. 368),
los materiales quirúrgicos obtenidos de la vaca pueden ser utilizados en
personas que profesen esta religión. Según Eriksson et al. (2013, p. 14), los
productos quirúrgicos derivados del cerdo fueron aceptados en el caso de
los hindúes cuando no había otra alternativa y si el donante había dado
su consentimiento.
Según Pereira y Tettamanti (2005, p. 4), en el caso de la experimentación
animal en la India, con base en el principio de Ahimsa, se estableció el principio de las cuatro r con base en el principio de las tres r de experimentación
animal anglosajón: reemplazo, reducción, refinamiento y rehabilitación:
El concepto de cuarta “Rehabilitación” R se define como “el tema
después de la atención prestada a los animales / que tiene / han sido
(i) criados para fines de experimentación (ii) a cualquier forma de
experimentación (iii) retenido en laboratorios, casas de animales
o casas de cultivo para el propósito de la experimentación, tanto
para la educación y la investigación, con el único fin de aliviar
cualquier / todo dolor o sufrimiento psicológico al que han estado
expuestos desde y para prolongar la vida de los animales hasta la
muerte natural. (Pereira y Tettamanti, 2005, p. 5)

Budismo
Según Szücs et al. (2012, p. 1501), las religiones orientales en general y más
estrictamente el budismo destacan dos aspectos en la relación humanoanimal: el no daño a los animales por el principio de Ahimsa, que, en el caso
del budismo, el no dañar, no matar, hace que sean estrictos vegetarianos;
en segundo lugar, el Samsara, que corresponde a la reencarnación como
una modalidad cíclica de todos los seres vivos que ocurre en animales no
humanos, y viceversa. Buda enseñó que la clave de la civilización es el
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espíritu Maitri, la amabilidad hacia todos los seres vivos. En el budismo,
el hombre es igual a otros.

Discusión
La consideración moral de los animales es un tema de debate que se ha
generado en la sociedad y que en las últimas décadas ha tomado mayor
importancia, hasta el punto tal de convertirse en una demanda social. Esta
consideración moral va muy ligada al valor y al trato que les ha dado la
sociedad a los animales desde la superioridad de la naturaleza humana. Los
debates más fuertes se centran en definir si tienen valor en sí mismos, si
son seres conscientes, sintientes, si tienen derechos, dignidad o alma, y si
somos superiores a ellos o somos todos seres vivos iguales, con diferentes
capacidades que habitamos la misma casa.
El impacto de estos debates se ve reflejado en el límite y las condiciones
que exigimos en la relación humano-animal, que se debe ser reflejado en
la legislación. Gracia (2014, pp. 27-58) considera que la globalización de la
bioética, ampliando su horizonte a los aspectos social, económico y político,
es un reto en el nuevo milenio. De igual forma, la globalización de la
bioética en lo político debe llevar, necesariamente, a repensar la educación
en valores. “Dime qué valores tiene una sociedad y te diré qué derecho
promulga” (Gracia, 2014, p. 37). En el caso de los animales, la legitimización
de sus derechos parte de la valoración que tengan en la sociedad.
La superioridad de las capacidades intelectuales, sociales y cognitivas
de los seres humanos es evidente e innegable. Sin embargo, “saber es poder,
y el poder está siempre expuesto a todo tipo de abusos” (Gracia, 2014,
p. 46). Esta última premisa es la razón por la cual reclama la sociedad.
El afán, pareciera, es tener argumentos que eviten y pongan límites en la
relación humano-animal, donde la racionalidad como capacidad superior ha
hecho del hombre un ser dominante. Por este motivo, se hace indispensable
la regulación de ese poder, y esta solo se consigue en el derecho. En este
punto se puede afirmar que “lo mismo que la ley es el alma del Estado,
los valores son la vida de la sociedad. Este último es el campo de la ética”
(Gracia, 2014, p. 44); de ahí la importancia de trabajar en el valor de los
animales en la sociedad desde la bioética.
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Los aportes de la filosofía a la bioética son muy grandes y han generado
una serie de reflexiones sobre la aplicabilidad del concepto de persona a los
animales, el contrato social humano-animal, la sintiencia, la conciencia,
la dignidad de los animales, el especieísmo, las capacidades, los derechos,
el valor instrumental, el valor intrínseco, entre otros. De igual manera, ha
aportado desde las diferentes perspectivas, antropocéntrica, biocéntrica,
zoocéntrica y ecocéntrica a la construcción del valor de los animales en la
sociedad. Este aporte se ve reflejado en el cambio de sensibilidad que está
experimentando la sociedad frente a la crueldad hacia los animales, la experimentación animal, el bienestar animal en la explotación agroindustrial,
en los hábitos de vida, en el control de la población de las mascotas y en el
aumento de grupos de protección animal en el mundo, que han presionado
los campos de la política y la salud pública con cambios en la legislación.
Actualmente, se está hablando de una ética de la producción que lleva a
la aplicación de leyes y convenios internacionales para la producción animal
para consumo humano bajo estándares de bienestar animal, con énfasis en
el respeto de la autonomía, la libertad, los intereses y las capacidades de
los animales. El utilitarismo de Peter Singer ha sido, sin duda, uno de los
argumentos que más ha permeado a la sociedad. El dolor y el sufrimiento,
dos sensaciones tan cercanas a nosotros, han sido el hilo conductor y
los grandes sensibilizadores del valor que otorgamos a los animales. El
argumento de las capacidades de Nussbaum amplía el campo de valor de
la vida animal y será, sin duda, un fuerte argumento para defender los
abusos contra formas de vida animal menos evolucionadas o desarrolladas
(Martín, 2012, p. 65).
Las religiones, por su parte, han influido ampliamente la relación
humano-animal. En las religiones orientales, budismo e hinduismo, es
evidente el respeto por el otro (el animal), que se considera en igualdad de
condiciones. El principio del Ahimsa como imperativo ético en la sociedad
protege la vida de los seres vivos, cualquiera que sea y se ve reflejado en
el vegetarianismo. Según Gussow (1994, p. 1115S), el vegetarianismo tiene
sus raíces en Oriente e impacta los sistemas ecológicos; de igual forma,
replantea el tema de la producción y la necesidad de producir alimentos
que mantengan las calidades nutricionales que necesita el ser humano,
pero que no requiera del sacrificio de los animales. El islamismo, con una
visión antropocéntrica, respeta los animales porque fueron dados por su
Dios, y maltratarlos es desobedecer el mandato religioso. En estas religiones
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orientales hay una relación muy íntima con la política y las costumbres
sociales. Esto se ve reflejado en el tema de experimentación animal y la
cuarta erre: el principio de “rehabilitación” para los animales que han sido
utilizados en experimentos científicos.
En Occidente, la situación es diferente. Según Martínez (2007, p. 2), los
pilares sobre los cuales se ha movido esta sociedad son: la filosofía griega,
el derecho romano y la religión judeocristiana. Según Soutullo (s. f., p. 17),
el extremo antropocentrismo de la tradición moral cristiano-kantiana no
da respuestas a las exigencias de la sensibilidad social hacia los animales
en Occidente. El criterio de la racionalidad como la capacidad suprema ha
sido la razón de dominio sobre los animales; sin embargo, se debe recordar
que el saber que otorga la racionalidad da poder, y el riesgo del poder es
el abuso hacia las otras especies (Gracia, 2014, p. 46).
El poder dominante del hombre sobre la naturaleza se fundamenta
en el Antiguo Testamento. Durante siglos, esta visión antropocéntrica,
dominante, ha estado presente en la sociedad occidental, particularmente
en Latinoamérica, con una fuerte influencia religiosa. La “cosificación”
de los animales como productos en el mercado, como consumibles, como
bienes con valor comercial ha hecho de esta sociedad ajena al dolor, al
respeto, al concepto de dignidad animal. Durante siglos, los mismos
dirigentes de la Iglesia, como santo Tomás y san Agustín, olvidaron hacer
hincapié en el versículo del Génesis 2:15 sobre el “cuidado”, que incluye el
manejo racional, ético, compasivo, benevolente, responsable por la vida
de los seres no humanos. Tardíamente, el papa Francisco nos recuerda en
su encíclica Laudato Sí’, sobre el cuidado de la casa, sobre la admiración
a la creación de Dios que olvidamos, encantados con el poder que da la
racionalidad humana y que le permite al hombre dominar en el planeta.
La modernidad y la Ilustración, al igual que la religión judeocristiana,
dando mayor preferencia a la razón, desligó la filosofía de la religión y abusó
de su poder frente al trato de los animales. Tanto poder dio el saber que
no se salvaron los congéneres humanos, hasta la llegada de la bioética y la
“era de las regulaciones”. La Declaración de los Derechos de los Animales
(Unesco, 2015) es la prueba más evidente del interés de la sociedad por un
cambio de actitud frente a los animales. De esta forma, la bioética debe
aportar una forma de pensar diferente, una nueva mentalidad, unos nuevos
valores que incluyan el respeto por la autonomía, la libertad, los intereses
de los animales y, tal vez, más que pedir derechos para los animales, sería
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mejor hablar primero de deberes desde la ética de la racionalidad humana,
para con los seres vivos no humanos.

Conclusiones
•
•

•

•

•

•

El valor de los animales en la sociedad actual está cambiando.
El valor instrumental ha sido ampliamente cuestionado por la
sociedad, lo que ha llevado a la reflexión sobre su valor moral desde
corrientes filosóficas como el utilitarismo, el contractualismo, el
deontologismo animalista, las capacidades, entre otras.
La percepción del valor de los animales en las religiones se encuentra
muy marcado entre Oriente y Occidente. El respeto por el otro,
incluyendo los animales, por el tema de la reencarnación, en el
budismo y el hinduismo tiene un fuerte arraigo cultural que se
evidencia en el concepto de reencarnación y el vegetarianismo por
el principio del Ahimsa.
La fuerte influencia del cristianismo-kantiano en la sociedad,
al igual que la modernidad, ha sido un aspecto que ha llevado
a la mayor desvalorización moral de los animales, porque los
instrumentalizó y los “cosificó”.
Los aportes de la religión y la filosofía a la bioética se encuentran
en buscar el valor moral de los animales como seres sintientes,
conscientes, con intereses y con capacidades, dignos de respeto y
consideración, con los cuales tenemos obligaciones éticas que surgen
de la superioridad de la racionalidad como capacidad humana. Estos
aportes se ven reflejados en las reformas legislativas, las nuevas
leyes y el aumento de grupos de protección animal y el aumento
del vegetarianismo.
En Latinoamérica no existe tanta diversidad religiosa, pero en los
últimos años el aumento de la sensibilidad, el trato compasivo y
benevolente hacia los animales se ha incrementado. De igual forma,
el uso de materiales, medicamentos y estructuras que se utilizan
en procedimientos médicos deben incluirse en el consentimiento
informado y deben tenerse en consideración al producirlos, lo que
tiene implicaciones bioéticas.
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•

•

En el caso de la medicina veterinaria es importante conocer las
concepciones filosóficas y religiosas que determinan comportamientos con respecto al valor de los animales y al trato que se les
da por parte de los propietarios y de los médicos veterinarios en el
ejercicio de la profesión, ya que estas posiciones pueden ser fuente
de tensión en la toma de decisiones frente a los animales enfermos.
Las diferentes posiciones filosóficas y religiosas frente a los animales
aportan a la bioética argumentos que permiten, desde una visión
pluralista y multicultural, la argumentación en la deliberación de
los dilemas y conflictos que surgen de la relación en la interacción
humano-animal en todas las áreas de convivencia.
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